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SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda recibe en la mañana de hoy a representantes del 
Inciso 02 "Presidencia de la República" junto con el Directorio de la URSEC. Damos la bienvenida al 
Secretario de la Presidencia, doctor Miguel Toma; al Prosecretario de la Presidencia, Licenciado Jorge 
Vázquez; al Director de SEPREDI, señor José Luis Veiga; a la Directora del Instituto Nacional de Estadística, 
economista Alicia Melgar; al Subdirector interino del INE, ingeniero agrónomo José María Calvo; al asesor 
del Ministerio de Economía y Finanzas, señor Ricardo Pérez Blanco; al contador Juan Serra; al Director 
General de Servicios de Apoyo de la Presidencia, doctor Álvaro Richino; a la Gerenta General de la URSEC, 
doctora Teresita Azambuya; al Presidente de la URSEC, General Retirado Jaime Igorra; al Director de la 
URSEC, señor Alberto Breccia; a la economista Adriana Riccardi, al ingeniero Emilio González, al doctor 
Mario Galeotti, al contador Luis Sisto y a la contadora Elsa López. 


El objetivo de esta reunión es tratar la Rendición de Cuentas del año 2007 y los artículos que están incluidos 
en el Inciso 02 "Presidencia de la República", más allá de que esto si así lo entiende el señor Secretario de la 
Presidencia se pueda hacer por grupo cuando corresponda. 


Con mucho gusto les cedemos la palabra. 


SEÑOR TOMA.- Los artículos que refieren al Inciso 02 "Presidencia de la República" van del 38 al 72, 
inclusive. 


Previamente, quisiera hacer una aclaración. La UNASEV requiere de un articulado especial seguramente, de 
dos o tres artículos, que le permitirá efectuar el desarrollo de su gestión en forma más eficiente. Estamos 
elaborando esa propuesta con la OPP, con el Ministerio de Economía y Finanzas, con los integrantes de la 
UNASEV, con la Prosecretaría, con la Secretaría y con los asesores a los efectos de entregarla a la Mesa. El 
lunes vamos a tener una reunión en Presidencia para presentar una propuesta que permita a la UNASEV 
funcionar con eficiencia en la tarea que se le ha encomendado. 


A continuación, empezaré a analizar los artículos 38 y siguientes. 


El artículo 38 refiere a que los funcionarios públicos, cualquiera sea el organismo de origen, que a la fecha de 
la promulgación de la presente ley, se encuentren desempeñando tareas en comisión en el Inciso 02 
"Presidencia de la República", podrán optar por la incorporación definitiva al Inciso, cuando medien las 
circunstancias enunciadas en el siguiente inciso. 


Si bien en el artículo 15 de la Ley N” 17.930, que estaba incluido dentro de una serie de artículos que 
iniciaban un proceso ordenador en la Administración Pública con relación a la administración de recursos 
humanos del Estado, se previó una incorporación a cada Inciso de los funcionarios con más de tres años en 
comisión, se encuentran excluidos los funcionarios del Escalafón K "Militar", y L "Policial". En la 
Presidencia de la República se dan algunos casos de funcionarios policiales que desde hace muchos años 


cumplen tareas administrativas y la mayoría de los choferes provienen del Ministerio de Defensa Nacional. 
La racionalización de la estructura de puestos de trabajo permanentes exige la incorporación de quienes se 
encuentren en estas situaciones. De allí la referencia a que debe tratarse de personas que estén cumpliendo 
funciones correspondientes a cargos de los Escalafones A a F. También permitirá dotar de personal 
permanente a otras dependencias si los funcionarios optan esto se traduce en una opción por esa 
incorporación, como la nueva Secretaría de Comunicación Institucional. 


Este artículo es ordenador del proceso de administración de los recursos humanos dentro de la 
Administración. Hasta ahora, esto no se podía efectivizar en Presidencia porque allí se contaba con el 
contrato de función pública. En virtud de normas anteriores presupuestales y de Rendiciones de Cuentas, esos 
funcionarios fueron incorporados al Presupuesto en cargos públicos y no con contratos de función pública. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El mecanismo a utilizar podría ser analizar artículo por artículo o escuchar el 
informe de la visita y luego hacer las preguntas correspondientes. En principio, para ser más ágiles, me 
inclinaría por analizar los artículos relacionados la visita, por grupo en determinados temas hay dos, 
tres o cuatro artículos, y luego haríamos las preguntas correspondientes. 


En este caso, el artículo refiere a los funcionarios que se desempeñan en comisión. Por lo tanto, habilitamos 
al señor Diputado a formular su pregunta. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- De acuerdo con lo manifestado, se van a traspasar los rubros del 
organismo de origen a la Presidencia de la República; quisiera saber si se ha estimado el costo de este 
traspaso pues hasta ahora, al ser pases en comisión, los sueldos los pagaba el organismo de origen. 
También quisiera saber si esta incorporación generará un gasto mayor que el rubro que puedan 
trasponer del organismo de origen. Puede darse el caso de un funcionario con un salario bajo, pero que 
al incorporarse a la Presidencia tenga otro nivel salarial. Quisiera que nos dijeran si esto tendrá algún 
costo extra, que deberá ser incorporado al presupuesto de la Presidencia de la República. 


SEÑOR MACHADO.- ¿Por qué la opción se da en este caso y no en los anteriores? 


SEÑOR TOMA.- En los casos anteriores también era optativo; al funcionario siempre se le da opción 
de incorporarse o no. En el caso del artículo 15, si mal no recuerdo, había un plazo de 60 días a partir 
de la vigencia de la ley. 


SEÑOR RICHINO.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado González Álvarez, en principio no 
es sencillo estimar si esto puede tener costo o no, porque la situación de los funcionarios que 
potencialmente harían uso de la opción es muy variada: algunos pueden provenir de algunos institutos 
con un nivel salarial similar al de la Presidencia de la República y otros no. Concretamente, hay 
funcionarios policiales y militares que no son muchos que desde hace mucho tiempo se están 
desempeñando en la Presidencia de la República en tareas permanentes, y seguramente el traspaso 
tendrá algún costo, pero en otros casos no. Por eso es que no hemos podido hacer una estimación 
ajustada de los costos eventuales que podría tener este artículo, pues tratándose de una opción de los 
funcionarios sería prematuro hacer especulaciones al respecto. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Entonces, si tiene costo, quisiera saber de qué rubro lo van a sacar; 
el funcionario se incorpora, y si hay que gastar más supongo que estará previsto algún bolsón de dónde 
sacar ese dinero. 


SEÑOR TOMA.- La disposición prevé que la Contaduría General de la Nación habilitará los créditos 
necesarios para la aplicación de lo dispuesto en la presente norma. Se sigue el mismo criterio que las 
regularizaciones o naturalizaciones, que se venían efectuando en las normas anteriores, es decir, en la 


Es importante señalar que siempre que median estas incorporaciones dentro de un Inciso se pueden producir 
inequidades derivadas de la diversa dotación que tienen los funcionarios en el organismo del que provienen. 
Existe una norma que está vigente y en ejecución, concretamente, el artículo 10 de la última Ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal que tiende a corregir esas inequidades; de hecho, 
ya se está poniendo en vigencia. Esto podrá ser explicado más en profundidad cuando concurran a esta 
Comisión las autoridades de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


El artículo 39 efectúa una sustitución del artículo 125 de la Ley_N” 18.046, de 24 de octubre de 2006. La 
finalidad de la disposición, modificando el artículo mencionado, es posibilitar que los bienes y valores que 
integran el Fondo de Bienes Decomisados de la Junta Nacional de Drogas permanezcan siempre disponibles, 
pasando al siguiente Ejercicio anual, aun cuando no hubiesen sido afectados o ejecutados en el Ejercicio ya 
finalizado. El destino de los recursos existentes en el Fondo es el mencionado en los literales a) y c) del 
artículo 67 del Decreto Ley_N” 14.294, llamada Ley de Estupefacientes, en la redacción dada por el artículo 
68 de la Ley N* 17.930, Ley de Presupuesto Nacional, de 19 diciembre de 2005. 


Por el artículo 40 se busca dotar a la Secretaría Nacional de Drogas, especialmente a la nueva Secretaría 
Nacional Antilavado de Activos existente a partir del 1” de enero de 2008, sobre la base la sigla CECPLA del 
personal necesario para cumplir las tareas a su cargo. Este personal será seleccionado por concurso abierto y 
su régimen laboral será el de los contratados a término, regulados por los artículos 30 a 42 de la Ley N* 
17.556, de 18 de setiembre de 2002. 


El fundamento del artículo 41 surge del propio texto, que establece: "Créase en el Inciso 02 'Presidencia de la 
República', Programa 001 [...] una partida anual de $ 3:500.000 [...] para el otorgamiento de premios 
destinados a reconocer y estimular a funcionarios o instituciones que se hayan destacado en la lucha contra el 
narcotráfico, en la prevención y tratamiento de la adicción a las drogas o actividades contra el lavado de 
activos.- El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición y establecerá los requisitos para la asignación de 
los premios utilizando criterios objetivos.- Esta disposición entrará en vigencia a partir de la fecha de 
promulgación de la presente ley". 


Los señores Diputados saben que el Poder Ejecutivo, el Gobierno Nacional, viene llevando una lucha muy 
fuerte contra el narcotráfico. En esta materia estimamos que la creación de este estímulo servirá para 
potenciar aún más el trabajo que se viene llevando a cabo. La reglamentación establecerá las condiciones de 
otorgamiento de los premios y los montos máximos a otorgar en cada caso. 


Por el artículo 42 el personal destacado a tareas relativas a la lucha contra el narcotráfico y el lavado de 
activos quedará incluido en el beneficio de la protección de testigos establecido por la normativa legal 
vigente. 


SEÑOR RICHINO.- El artículo 42 refiere a la posibilidad de extender al personal destacado a estas 
tareas relativas a la lucha contra el narcotráfico y lavado de activos algunas el beneficio de la 
protección que ya está otorgada en la Ley de Seguridad Ciudadana, concretamente en el artículo 36, 
que encomienda al Poder Ejecutivo la implementación de un programa de protección a testigos. Ahora 
se extiende también al personal que trabaje en la lucha contra el narcotráfico y lavado de activos. 


Además, este beneficio se consagra en función de lo que dispone el numeral 8 del artículo III de la 
Convención Interamericana contra la Corrupción, que también prevé la posibilidad de establecer: "Sistemas 
para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de 
corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios 
fundamentales de su ordenamiento jurídico interno”. 


Precisamente, este artículo tiende a dar esa protección a quienes participen en este tipo de tareas tan 
delicadas. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En el artículo 40 se establece la creación de cargos y para eso se 
incrementa un fondo. Sin embargo, no se precisa cuántos cargos se crearán. 


Me pareció escuchar que serían provistos por concurso público y abierto, pero no escuché si serían uno, dos o 
catorce cargos. Entonces, me gustaría que se precisara cuántos cargos se crearán. 


SEÑOR RICHINO.- Se trata de cinco contratos a término en el régimen previsto en la Ley_N* 15.556, 
artículos 30 a 42, para contratar un abogado, un procurador, un contador y dos funcionarios 
administrativos, específicamente para dotar de una estructura básica. No se trata de generar una gran 
cantidad de puestos de trabajo sino estrictamente, de acuerdo con lo presupuestado, de cinco contratos 
a término en el régimen previsto en la ley mencionada, lo cual origina la estimación de costos que 
figura en la disposición. 


SEÑOR LACALLE POU.- Creo que estamos terminando de considerar los artículos relativos a la 
Junta Nacional de Drogas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Entonces, me va a disculpar que me salga un poco de tema, pero hace unos 
días solicité una entrevista con el señor Presidente de la Junta Nacional de Drogas, y como no he 
podido coordinarla hasta el momento, aprovecho esta oportunidad para hacerle algunas consultas. 


La Ley N” 18.046 establece la creación de un Fondo de Bienes Decomisados de la Junta Nacional de Drogas. 
En primer lugar, me gustaría saber el monto recaudado en ese fondo y qué destino se le está dando. 


En segundo término, quiero decir que no solo la lucha contra el narcotráfico es competencia de la Junta 
Nacional de Drogas sino también todo lo que hace a las drogas en sí. Tenemos noticia de que en los 
establecimientos carcelarios el último proyecto de tratamientos a adictos a la pasta base se realizaba en el 
penal del departamento de Canelones, pero esto se ha terminado, es decir que ya no se está realizando ningún 
tratamiento más. No hay disposición de recursos en lo que hace a los establecimientos de reclusión 
destinados a la atención de los primarios adictos a la pasta base. Sabemos que se trata de un flagelo social, 
que padece mucha gente que no tiene hábitos delictivos, pero como son enfermos, en este caso adictos a la 
droga, por los $ 25 que necesitan para seguir viviendo con este estupefaciente hacen cualquier cosa. Esta 
gente no está recibiendo ningún tratamiento, y es en ese sentido que habíamos solicitado una entrevista al 
Presidente de la Junta Nacional de Drogas. 


En cuanto a la publicidad y la difusión, se habla del uso responsable, del consumo cuidadoso algo que hemos 
escuchado por ahí y eso no es del todo claro, desde nuestro punto de vista 


Por otra parte, ha habido movimientos en estos últimos meses vinculados con el artículo 31 de la ley de 
estupefacientes, por la que se penan las acciones relativas a la obtención y posesión de drogas. En cuanto a la 
posesión para el consumo, se ha generado una discusión bien interesante porque el Estado permite o no 
castiga el consumo, pero no habilita ningún medio idóneo ni legal para obtener dichos estupefacientes; y 
como ha habido un movimiento importante pro autocultivo de marihuana, queríamos saber cuál es la posición 
de la Junta Nacional de Drogas al respecto. 


Pido disculpas por haberme salido de lo estrictamente considerado en esta Rendición de Cuentas, pero ante la 
imposibilidad de obtener una audiencia, lamentablemente, no me quedó otro recurso que este. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como dice el señor Diputado Lacalle Pou, este tema no está estrictamente 
planteado en el articulado, pero quizás se vincule con la Rendición de Cuentas. Por eso vamos a 
habilitar la pregunta del señor Diputado. 


SEÑORA CHARLONE.- Realmente me congratulo de la creación de este Fondo de Bienes 
Decomisados de la Junta Nacional de Drogas. 


El año pasado estuvo en la Comisión Especial de Población y Desarrollo el Director de Narcóticos, Inspector 
Mayor Julio Guarteche, quien nos planteó la dificultad que tenía esa División con los bienes que 
decomisaban, porque había que transitar un largo proceso para disponer de estos y, a veces, hasta les 
implicaba costos de mantenimiento. 


Entonces, en función de la formulación de este artículo 39, quiero saber si se pasaría a una disposición 
inmediata de estos bienes en el momento en que se incautan, si efectivamente se acortan los plazos para 


disponer de los bienes incautados. 


SEÑOR TOMA.- Con respecto a la pregunta del señor Diputado Lacalle Pou, si bien el tema no entra 
dentro del contexto del articulado que estamos considerando, le informo que el Presidente de la Junta 
Nacional de Drogas lo va a recibir para contestar las dudas planteadas. 


Por otra parte, el señor Prosecretario contestará la pregunta de la señora Diputada Charlone. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Antes que nada pido disculpas al señor Diputado Lacalle Pou por no haberlo 
podido recibir. Le contesté en una nota describiendo los motivos, y le envié material informativo de la 
Junta Nacional de Drogas producido en los últimos tiempos, porque de la nota que él me enviara no 
surgía claramente por qué se solicitaba la audiencia. 


Debo aclarar que el doctor Toma estaba en uso de licencia y yo estaba solo en la Presidencia, había una serie 
de actividades y de acciones vinculadas al narcotráfico de las que estarán enterados, a un golpe importante 
contra una organización nacional, y eso motivó que no pudiéramos reunirnos. 


Salidos de esta instancia, con el mayor gusto, podremos intercambiar opiniones con el señor Diputado 
Lacalle Pou y con los técnicos de la Secretaría para conversar sobre estos temas, que son de suma 
importancia. 


En cuanto a la pregunta formulada por la señora Diputada Charlone, debo decir que efectivamente no ha sido 
fácil disponer de esos bienes, a pesar de que en la última Ley de Presupuesto se había incorporado un artículo 
en ese sentido; es decir, la Junta Nacional de Drogas podía disponer de los bienes decomisados, pero una vez 
que estaba sustanciado todo el proceso. Al día de la fecha, la mayor cantidad de bienes incautados por la 
Justicia no ha estado a disposición de la Junta Nacional de Drogas. Para que tengan una idea, el operativo 
"Chimed", del año 2006, todavía está en la órbita de la Justicia y no hemos podido recibir nada de parte del 
Poder Judicial. 


Lo que se ha ido rescatando, fundamentalmente, a punto de partida de un seguimiento de cada una de las 
causas que están distribuidas en todo el país, realizado por parte de una pequeña Comisión que hemos creado 
y que ahora queremos oficializar, ha sido muy poco dinero y algunos vehículos. Hemos dado algún vehículo 
a la Jefatura de Policía de Paysandú, a la de Artigas alguna moto, y se ha comprado equipamiento específico 
a la Dirección General de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas, pero el Fondo ha sido muy poco. Creo que 
hoy en el Fondo no hay más de US$ 30.000. 


SEÑOR LACALLE POU.- Agradezco su tolerancia, señor Presidente. 


El pedido de audiencia estaba íntimamente vinculado a la Rendición de Cuentas. Precisamente, por eso hacía 
la pregunta acerca de cuál había sido el producido y qué destino se le había dado. Seguramente, estaremos 
haciéndole llegar un aditivo, si los compañeros de sector y del Partido así lo estiman en la Comisión. 
Creemos que es urgente la atención a la gente que está recluida, pura y exclusivamente, por haber cometido 
delitos relacionados con la necesidad de obtener pasta base. Pensamos que estaremos todos de acuerdo en 
que a eso hay que tratarlo urgentemente. Hay planes, hay planteos, hay proyectos; pero se han dejado de 
utilizar. Entonces, veremos si estos cuatrocientos millones que se dice que se repartirán, más lo que puede 
haber del producido de alguna incautación, se pueden volcar a los adictos que están en la cárcel. Por ahora, 
no hacen daño a la sociedad, pero esa gente se sigue haciendo daño a sí misma en la cárcel y a sus familias 
que están afuera, y van a volver a la sociedad igual de adictos que cuando entraron para hacer lo mismo que 
motivó su ingreso. 


Entonces, me parece que tenemos una instancia importante en un gasto no menor con relación a lo que se 
pretende invertir en esta Rendición de Cuentas. Por eso, enviaremos un aditivo en este sentido y nos gustaría 
que el oficialismo y el resto de los partidos lo estudiaran. 


SEÑOR MACHADO.- Más o menos me voy a referir a lo mismo. Uno de los grandes flagelos que tiene 
nuestra sociedad es el problema de la droga. Creemos que siempre son escasos los recursos para este 
combate 


Hay un tema que, sin duda, ha sido reiterativo en el Parlamento, relativo a qué fin dar a todo lo incautado por 
concepto de delitos de contrabando. Manifestamos aquí nuestra intención de presentar un aditivo a este 
artículo, para fortalecer el Fondo de Bienes Decomisados en la lucha contra las drogas a través del remate de 
todo aquello que se ha incautado por contrabando, que lamentablemente lo vemos en distintos pasos de 
frontera deteriorándose a la intemperie. Esperamos que esto sea apoyado por todos los señores Diputados, 
porque creemos que todo aquello que sirva para fortalecer la lucha contra las drogas sin duda es beneficioso 
para el país y, fundamentalmente, para la gente joven. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión analizará en su momento los aditivos que se anuncian por parte 
de los señores Diputados Lacalle Pou y Machado. 


SEÑOR TOMA.- El artículo 43 es una disposición incluida a requerimiento de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo a efectos de la amortización del préstamo otorgado por la Corporación 
Andina de Fomento para la construcción del edificio conocido actualmente como "Torre Ejecutiva", 
cuyo anterior destino era el de Palacio de Justicia. La asignación de esta suma, que solo puede 
emplearse en el destino allí mencionado, responde al diseño del préstamo. 


En el artículo 44 se ordena un beneficio establecido para el Inciso "Presidencia de la República", por el 
artículo 80 de la Ley N” 16.736. Se modifica la forma de otorgamiento de esa compensación, eliminando la 
percepción con carácter preceptivo hoy establecida para algunos cargos del escalafón y se establece el deber 
de revisar anualmente los criterios de asignación en razón de las tareas efectivamente cumplidas. De acuerdo 
con el artículo 61 de la Ley N* 18.172 y con el artículo 4” del Decreto N* 44/08, dicha compensación ya no es 
del 50% del sueldo del funcionario, sino un monto fijo establecido según el grado presupuestal. 


Por el artículo 45 surgen unas partidas con carácter de "Partidas por una sola vez". En un caso, en el literal a), 
la partida es para la ejecución del proyecto de inversión N* 703, "Red Interconexión Presidencia 
Administración Pública", destinado a la instalación de la red de teleproceso, del edificio denominado "Torre 
Ejecutiva". La siguiente partida tiene la finalidad de equipar con vestimenta de trabajo adecuada al personal 
que se desempeñará en tareas de atención al público, así como los representantes a cargos y funciones del 
Escalafón E "Personal de Oficios", una vez efectuado el traslado de las dependencias de la Presidencia de la 
República al edificio "Torre Ejecutiva". El literal c) es con cargo a Rentas Generales y a Recursos con 
Afectación Especial. El destino es la renovación de la flota vehicular y actualización del programa del 
Sistema de Control Vehicular. 


SEÑOR MACHADO.- En cuanto a la "Torre Ejecutiva", si no hicimos mal la cuenta, se destinan 
aproximadamente US$ 5:000.000. ¿Es así? 


SEÑOR TOMA.- Sí. 
SEÑOR MACHADO.- Pesos más o pesos menos, dólares más o dólares menos, esa es la cifra. 


Anunciamos que vamos a presentar un artículo sustitutivo para que este dinero sea destinado a la obra de la 
cárcel de Rivera. El Uruguay, para el desarrollo de las actividades de la Presidencia de la República, tiene el 
edificio Estévez, el edificio Suárez y el Edificio Libertad, y creo que el señor Presidente de la República, con 
quien discrepo en muchos temas pero cuyo sentido humanitario profundo reconozco, convendrá con nosotros 
en que la construcción de esa cárcel que realmente representa una situación explosiva, opinión avalada por el 
Comisionado Parlamentario, doctor Garcé no puede dilatarse en el tiempo. 


Nosotros, aquí en el Parlamento, en la Rendición de Cuentas anterior, únicamente presupuestamos 
aproximadamente US$ 1:000.000 para la construcción de una cárcel que según opinión del arquitecto Díaz, 
del Ministerio del Interior cuesta entre US$ 5:000.000 y US$ 6:000.000. 


Entonces, vamos a presentar un artículo sustitutivo, derivando estos recursos para la construcción de la cárcel 
de Rivera, y a tratar de que sea acompañado por los otros dos Diputados del departamento uno del Partido 
Nacional y el otro del Frente Amplio, así como por todos los señores Diputados que sean sensibles a esta 
dramática situación que estamos viviendo en el departamento de Rivera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esperamos recibir el artículo sustitutivo y, sin duda, cuando concurra la 
señora Ministra del Interior, el tema estará sobre la mesa. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- En el mismo sentido que el señor Diputado Machado, quiero decir, 
en primer lugar, que me parece que podría haber sido ordenado el artículo 43 con el 45 y no poner un 
artículo intermedio, que no tiene nada que ver con el tema de la Torre Ejecutiva. Este es un comentario 
al margen, pero me parece que hubiera correspondido. 


Nosotros hacemos la cuenta sobre lo que se planea gastar en esta Rendición de Cuentas en la Torre Ejecutiva, 
y eso nos da $ 199:648.690. No debemos olvidar que en el artículo 111 de la Rendición de Cuentas del año 
2006 que llegó con esa numeración de Cámara de Senadores también teníamos un cargo de $ 2:448.000 para 
el traslado y $ 2:448.000 para el adecuado mantenimiento del equipo tecnológico de comunicación e 
informática de esta Torre Ejecutiva. 


En la misma línea que hemos seguido desde que comenzamos con el estudio de la Rendición de Cuentas, 
cuando recibimos al Ministro de Economía y Finanzas, hablamos de casi $ 120:000.000, y voy a marcar algo 
que para mí es muy importante. Se van a gastar $ 101:000.000 en trabajo protegido para tratar de ayudar a la 
gente carenciada y $ 63:000.000 en asistencia a la vejez, es decir, para las personas mayores con más 
dificultades. Este gasto de la Torre Ejecutiva es inútil. 


SEÑOR ASTI.- Según algunas intervenciones que se han hecho, solicitaría que el Secretario de la 
Presidencia nos dijera cuál es el destino que va a tener el edificio de la Presidencia, el Edificio 
Libertad. 


SEÑORA CHARLONE.- En el mismo sentido, quiero señalar que si bien se están invirtiendo fondos 
para construir una nueva sede, las informaciones que manejamos refieren a que la sede actual va a 
tener un destino con fines sociales desde el punto de vista sanitario. Ese es un costo de oportunidad que 
hay que tener en cuenta a la hora de evaluar. 


SEÑOR TOMA.- Ya se ha anunciado que el destino del Edificio Libertad va a ser sanitario, y allí van a 
funcionar dependencias de ASSE, un hospital de agudos, con una profundización de las políticas 
sociales y asistenciales en lo que refiere al desarrollo de los centros de atención del Ministerio de Salud 
Pública a través del órgano descentralizado ASSE. 


Con respecto a los demás puntos, aguardaremos las propuestas para analizarlas. 


El fundamento del artículo 46 es el siguiente. A partir de marzo de 2005, a punto de partida de una 
instrucción específica del Presidente de la República, la Secretaría de Prensa y Difusión comenzó a 
implementar el cambio en la concepción de la tarea de comunicación. Pasamos del concepto de prensa y 
difusión al de comunicación institucional. Esta transformación procura establecer nuevos criterios para el 
trabajo cotidiano, fortaleciendo los equipos humanos y estableciendo una nueva infraestructura técnica a 
cambio de la existente anteriormente. Concomitantemente, se procura iniciar el proceso de coordinación y 
complementación con las oficinas y/o unidades ejecutoras de comunicaciones existentes en las distintas áreas 
del Poder Ejecutivo, de tal suerte de aprovechar las fortalezas, enfrentar las debilidades del conjunto y reducir 
hasta eliminar todo tipo de tercerizaciones en la materia. Se trata de utilizar de una manera más eficaz y 
eficiente todos nuestros recursos, así como gastar menos en acciones que podemos realizar con un trabajo 
coordinado. La tarea es desde entonces una labor de equipos profesionales, funcionarios públicos 
exclusivamente; todos orientados hacia la producción y realización de información original para poner al 
alcance de la gente de forma libre y gratuita la crónica cotidiana de la tarea gubernamental. Esto es 
transparencia, señor Presidente. 


Este proceso requiere ahora consolidación, equipos humanos cada vez más profesionales trabajando en un 
régimen de gran exigencia horaria y técnica, y en muchos casos con dedicación permanente, condiciones 
necesarias para acercarnos a la excelencia que se procura en la gestión 


La entrada en vigencia inmediata de esta disposición y de las demás referidas a la Secretaría de 
Comunicación Institucional es a los efectos de la instrumentación inmediata de la reestructura de la actual 


SEPREDI, con sus consecuencias en el plano operativo. 


La fundamentación del artículo 47 es la siguiente. La creación de los cargos se fundamenta en el proceso de 
reestructura de la Secretaría de Prensa y Difusión y su transformación en la Secretaría de Comunicación 
Institucional, lo que implica la necesaria distribución de responsabilidades en mérito a las funciones de cada 
área. En el artículo proyectado se incorpora un segundo inciso por el cual se prevé que los recursos previstos 
para las funciones de adscripción quedarán liberados, implicando un ahorro para el Estado. 


El fundamento del artículo 48 es el siguiente. El personal que se desempeña en la Secretaría de 
Comunicación Institucional debe asumir un alto grado de responsabilidades en la prestación de tareas 
específicas, críticas y de extrema sensibilidad en mérito a las características del servicio. La exigencia del 
cargo o del cumplimiento de las funciones inherentes al mismo, que debe efectuarse de acuerdo con los más 
altos estándares de responsabilidad y confiabilidad, implica que el personal no tenga un horario fijo, sino 
variable y ajustado a las necesidades de la Secretaría de Comunicación Institucional, exigiéndose por tanto la 
mayor dedicación. Es asimismo conveniente que tengan participación en la percepción de la compensación 
funcionarios de otras dependencias de la Unidad Ejecutora que igualmente apoyan en forma personal estas 
actividades. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera abundar un poco más en la información sobre este punto, porque el 
Gobierno está cambiando lo que fue abordando en otras leyes presupuestales; quizás está 
corrigiéndose a sí mismo. Eso me parece. 


En primer lugar, me gustaría saber cuáles eran los cometidos de la SEPREDI para compararlos con estos; es 
decir, qué nuevos cometidos va a tener esta nueva Secretaría de Comunicación Institucional que sustituye a la 
SEPREDI. ¿Qué es lo que va a hacer que no podía hacer antes la SEPREDI? 


En segundo término, aquí se habló de darle un fortalecimiento técnico e institucional que yo no veo en los 
siguientes artículos; veo creaciones de cargos. Por eso, me gustaría saber en qué consiste ese fortalecimiento 
técnico y de recursos al que se hace referencia. 


En tercer lugar, me gustaría saber cómo queda, entonces, la estructura de esta nueva Secretaría de 
Comunicación Institucional. Se crea un cargo de Secretario General, un cargo de Director de la Secretaría 
Ejecutiva, un cargo de Director de la Secretaría de Planificación Operativa y un cargo de Director de la 
Secretaría Periodística. Supongo que esto sustituye algunos cargos, pero a lo mejor crea otros. Entonces, me 
gustaría conocer cómo queda la organización interna de esta Secretaría. 


También quisiera en todo caso, lo hacemos después abundar sobre el contenido de alguno de los cometidos 
que se fijan en varios de los numerales, es decir, tratando de interpretar un poco mejor cuál es el significado 
de esta redacción. Estas son las tres preguntas que quisiera formular por ahora. 


SEÑOR VEIGA.- Con respecto a la primera pregunta que se formuló, debo decir que si observamos en 
las leyes y decretos anteriores la normativa actual de SEPREDI, prácticamente está en normativas que 
sustituyeron a la vieja DINARP y que en su momento hay que remitirse a la época tenían la loable 
virtud de intentar trasparentar la comunicación del Gobierno después del período de facto, pero se 
trata de normas que están superadas, ya que hablamos de un período de más de veinte años. Inclusive, 
entre otras cosas, se atribuía a SEPREDI algunas competencias que no son convenientes, como por 
ejemplo, el monitoreo de prácticamente toda la publicidad oficial del Gobierno. No parece conveniente 
que lo realice quien tiene la responsabilidad de la política de comunicación del Gobierno, con todo lo 
que eso significa. 


En cuanto a la segunda inquietud planteada, lo que hacía antes la Secretaría de Prensa y Difusión era 
precisamente remitirse a la difusión de la actividad del Presidente de la República. A partir de marzo de 2005, 
según instrucciones del Presidente, se ha ido construyendo y esta normativa da cierto sustento formal a eso 
una Secretaría de Comunicación Institucional que supone articular la política de comunicación de todo el 
Gobierno, no solo del Presidente de la República sino también de los Ministros, de los integrantes del Poder 
Ejecutivo. Naturalmente, cada uno tiene la competencia propia para dar impronta a esa política de 
comunicación, pero con el objetivo de realizarla de una manera articulada que a través de la vía presupuestal, 
donaciones, convenios supuso, sí, reforzar desde el punto de vista técnico la Secretaría de Comunicación y, 


además, fortalecerla en cuanto a sus recursos humanos. En el año 2005 en SEPREDI no había más de 
veinticinco funcionarios; hoy son alrededor de setenta, y debería haber más porque esa Secretaría debería 
trabajar en tres turnos de ocho horas cubriendo las veinticuatro horas del día todos estaremos de acuerdo en 
lo que hoy significa la comunicación y en las necesidades que esta exige; todos son funcionarios públicos y 
todos están en el sistema de redistribución: han sido descubiertos cumpliendo otro tipo de tareas en otras 
áreas de la Administración, tenían inquietudes para ser capacitados o formación específica para realizar esta 
tarea, lo cual ha permitido fortalecer equipos humanos para realizar esa actividad de articulación de todo el 
Gobierno. Además, esto ha permitido una mayor eficiencia en la tarea se podrá opinar al respecto y, 
objetivamente, ahorrar una importante cantidad de erogaciones que se realizaban en Ministerios o en distintas 
unidades jerárquicas del Gobierno, puesto que se pudo eliminar las tercerizaciones y en muchísimos casos la 
dispersión de gastos que se realizaba en cada una de esas Carteras en función de una tarea de comunicación 
propia, con todo lo que ello significaba. 


Con respecto a los cargos a que se hizo mención, debo decir que no había ningún tipo de estructura. Ahora sí 
hay, con división de áreas, lo cual de alguna manera surge en esta propuesta de la gestación de estos cargos. 
Y como lo explica el mismo artículo, se trata de funcionarios del Inciso, funcionarios de Presidencia, que de 
acuerdo con las exigencias que la norma explica asumirán esas responsabilidades. Reitero: no se trata de 
cargos de personas que están fuera del Inciso sino de los propios funcionarios que competirán para asumir 
esas responsabilidades. 


SEÑORA CHARLONE.- Voy a hacer una consulta acerca del financiamiento de la Secretaría de 
Comunicación Institucional. En el artículo 46, en que se hace referencia a la ley que creaba la 
Secretaría de Prensa y Difusión, Ley N” 15.809, están establecidas una serie de asignaciones 
presupuestales para el financiamiento de los cometidos de dicha Secretaría. Yo no noto que los créditos 
se hayan trasladado. En otros artículos observo que hay asignaciones nuevas, pero que son por montos 
mucho menores. Entonces, la duda que se me genera es la siguiente. ¿Habría que trasladar los créditos 
porque si no, eventualmente, podría quedar con un financiamiento reducido, o el presupuesto es 
suficiente con estas nuevas creaciones que son por montos menores? 


SEÑOR SERRA.- Los créditos en los que hoy se están imputando esos gastos están en la Unidad 
Ejecutora 001, y se van a seguir imputando allí. Por más que los cometidos se hayan ampliado, los 
créditos van a seguir siendo los mismos. 


SEÑORA CHARLONE.- ¿Están planillados? 
SEÑOR SERRA.- Sí, ya están en la Unidad Ejecutora 001, y de ahí se imputan. 


SEÑORA CHARLONE.- Me preocupaba que quedaran sin financiamiento porque no veía el traslado 
de los fondos de la ley anterior a la nueva unidad que se está creando. 


SEÑOR SERRA.- Están todos en la Unidad 001, por lo tanto, con eso no hay problema. 


SEÑOR GANDINI.- Como he anunciado, me gustaría abundar con respecto a los cometidos que se 
asigna a esta nueva Secretaría de Comunicación Institucional, en particular en los numerales 6, 11 y 
12. Quisiera saber concretamente qué significa el párrafo: "Desarrollar mecanismos de relación con los 
medios de comunicación de todo el territorio nacional en procura de facilitar el pleno desarrollo de la 
labor de los periodistas y promover ámbitos de trabajo en conjunto con ellos". 


Me llama la atención que como objetivo se proponga crear un ámbito de relaciones con los periodistas de los 
medios, puesto que pienso que hay roles absolutamente diferenciados en la tarea de cada uno de ellos y en la 
actividad independiente que los medios de comunicación deben tener. Me gustaría conocer el alcance del 
verbo "analizar" que figura en el numeral 11, donde dice: "Analizar la información contenida en los medios 
de comunicación, elaborar resúmenes y trasmitirlos a los actores de Gobierno". 


Por último, quisiera saber qué significa: "Verificar la legalidad de los procedimientos de Comunicación 
Institucional". Me gustaría saber qué carencias hay en este aspecto, dado que se refiere a la legalidad de los 


procedimientos. 


También quiero confirmar el alcance de la partida que se crea en el artículo 48, de US$ 250.000, que son $ 
5:000.000. El artículo expresa que es una partida importante que se asigna como compensación por tareas 
especiales de mayor responsabilidad y horario variable al personal que efectivamente preste funciones en la 
organización y desarrollo de eventos de carácter especial y/o extraordinario. Quiere decir que no es para 
todos, sino para aquellos que cumplan efectivamente tareas en la organización de eventos de carácter 
especial. ¿A qué se refiere esto? ¿A los Consejos de Ministros, por ejemplo? Lo digo porque se habla de 
eventos. ¿A qué actividades se hace referencia? ¿Por qué hay una carencia y por qué hay que pagar 
compensaciones, no a funcionarios que realicen horas extras o mayor horario, sino a aquellos que tengan 
participación en eventos de carácter especial y/o extraordinario? Quisiera conocer el alcance de esto y 
cuántos funcionarios están eventualmente asignados a esas tareas. La asignación de la partida de $ 5:000.000 
debe tener relación con alguna previsión en cuanto a la cantidad de funcionarios afectados y al monto de la 
compensación. 


SEÑOR TOMA.- Pediría que las interrogantes fueran evacuadas por el Director de SEPREDI. 


SEÑOR VEIGA.- El señor Diputado manifiesta inquietud acerca del punto 6, relativo al desarrollo de 
mecanismos de relación. Puedo decir que ha habido variados mecanismos de este tipo, como, por 
ejemplo, actividades de capacitación y de información a periodistas especializados en temas que tenían 
particular interés para ellos, y así nos lo hicieron saber. Estas actividades se han realizado en varios 
puntos del interior del país; pueden verificarlo los Diputados que tienen relación con cada una de las 
distintas localidades. Generalmente, se llevan a cabo contando con la presencia de los Intendentes 
Municipales, cualquiera sea el Partido al que pertenezcan. Las reuniones son bastante fecundas así lo 
han dicho los propios medios de comunicación y los periodistas y permiten que la gente se informe 
acerca de todos aquellos ofrecimientos y productos que a través de esta Secretaría se facilitan a los 
medios de comunicación para el desarrollo de su tarea. 


Por ejemplo, hoy en día, en la página web de Presidencia, a través de imágenes, fotos, audio y, a veces, texto, 
no solo se informa acerca de la actividad del Gobierno, sino también de los sectores de la sociedad que se 
comunican con él. Esto se hace de una manera absolutamente plural; está todo ahí, lo pueden verificar. Los 
medios de comunicación especialmente los del interior, que tienen dificultades notorias porque no pueden 
estar presentes en las actividades centrales recogen la información a través de la página web y tienen absoluta 
libertad para utilizarla total o parcialmente, según su decisión y su línea editorial. Inclusive, pueden generar 
debates locales a partir de esa información. A eso hace referencia el artículo. 


La otra inquietud tiene que ver con una tarea de información que a través de la SEPREDI se ha realizado en 
todos los Gobiernos especialmente para el Presidente o para distintos actores de gobierno: clásicamente, se 
recababan recortes de diarios y otros materiales informativos a los efectos de que estuvieran en conocimiento 
de lo que los medios expresaban. Ahora se hace una tarea un poquito más rigurosa que consiste en un servicio 
de "e-red" que llega a los actores de Gobierno para dar cuenta de lo que los distintos medios de comunicación 
expresan sobre las noticias cotidianas. Además, si uno abre la página de Presidencia, comprueba que está 
disponible para todos quienes quieran utilizar el servicio. No es algo interno o reservado; es abierto a 
cualquier ciudadano no solo al legislador que quiera utilizarlo, si le parece conveniente o necesario hacerlo. 


La respuesta a la otra pregunta la dejo en manos del señor Secretario, que ya había adelantado algo al 
respecto. 


SEÑOR TOMA.- Puntualmente, en cuanto a la inquietud del Diputado Gandini sobre los verbos 
"analizar" y "verificar" referidos a la legalidad, vamos a tomarla en cuenta, a rever el texto y, en todo 
caso, a traer una nueva formulación que clarifique este aspecto relativo a la misión que se pretende 
establecer. 


En lo que hace a la legalidad, es obvio que en todos los ámbitos de la Administración se debe tutelar la 
legalidad objetiva; por lo tanto, a lo que se apunta es a que todos los procesos dentro de la Administración 
guarden correspondencia estricta con la legalidad objetiva. No obstante, vamos a hacer una revisión de la 


presentación de este artículo y, en todo caso, procederemos a la sustitución de los dos conceptos contenidos 
en los numerales 11 y 12. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no me equivoco, había otra pregunta referida al monto de $ 5:000.000 del 
que se habla en el artículo 48. 


SEÑOR TOMA.- Con referencia a ese punto existen numerosas disposiciones en nuestra plataforma 
normativa actual. En todo el ámbito de la Administración Pública hay determinados servicios por los 
que se otorgan compensaciones especiales por tareas extraordinarias. En este caso, estamos hablando 
de una partida que financia una compensación por tareas especiales de mayor responsabilidad y 
horario; por ejemplo, el caso de funcionarios que salen del departamento de Montevideo y pueden 
pasar tres días afuera; eso excede largamente lo que serían las horas extra u horas a compensar, 
porque es una tarea sacrificada y de mucha responsabilidad. 


Debo agregar que está previsto que la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo sea muy celosa al 
establecer los requisitos para la compensación prevista en este artículo. Además, el monto de $ 5:000.000 es 
un tope; no quiere decir que se gaste todo. Ese es el crédito; será la reglamentación la que establezca cuándo, 
en qué circunstancias y a quiénes se otorgará esta compensación en función de la tarea específica y puntual 
que realicen. 


SEÑOR GANDINI.- Precisamente, por no decirlo, la respuesta de las autoridades no hace otra cosa 
que confirmar que es para pagar compensaciones especiales a quienes organizan los Consejos de 
Ministros en el interior del país, porque todo lo que se acaba de decir sería perfectamente posible si no 
se incluyera la última parte de este artículo, que no abarca a las personas que sacrificadamente 
recorren el país y al no poder pagárseles horas extra requieren una compensación, sino a aquellas que 
lo hacen en la organización y desarrollo de eventos de carácter especial y/o extraordinario. O sea que si 
va a recorrer el país un funcionario de una unidad ejecutora para hacer, por ejemplo, una encuesta, no 
percibirá esta compensación; sin embargo, sí la recibirá quien efectivamente preste funciones en la 
organización y desarrollo de eventos de carácter especial y/o extraordinario. Y como se habló del 
interior del país, no imagino otros eventos que no sean los Consejos de Ministros o actos que, 
últimamente, en una particular y novedosa forma de actividad política del Poder Ejecutivo, se han 
realizado en el interior del país. Es decir que se va a pagar salario extraordinario dígase así a quienes 
salen a organizar los Consejos de Ministros del señor Presidente de la República, que son actos 
políticos. Esta es nuestra interpretación. Que se diga así; si no, la redacción tendría que ser otra, no se 
hubiera puesto ese condicional final y abarcaría a todos. En cambio, se abarca solo a quienes van a 
organizar los Consejos de Ministros. No quiero debatir por esto, pero la respuesta que nos ha dado la 
autoridad lo confirma casi explícitamente, aunque no lo nombre. 


SEÑOR BRENTA.- Precisamente, quería confirmarlo. Esta novedosa forma de comunicación política 
como muy bien la califica el señor Diputado Gandini, que no existía antes y que significa que el 
Presidente de la República y el Consejo de Ministros rindan cuentas frente a la gente- obviamente, 
exige un esfuerzo organizativo que implica que funcionarios desarrollen una serie de actividades 
preparando el evento. 


Comparto que sobre esto no es necesario el debate porque me parece que la ciudadanía ya laudó en cada uno 
de los lugares donde el Consejo de Ministros se hizo presente. En muchos casos, por primera vez, la gente 
tuvo la oportunidad de escuchar a un Presidente de la República y a sus Ministros. 


SEÑOR TOMA.- El artículo 48 no se refiere exclusivamente a los Consejos de Ministros en el interior, 
sino que hay numerosos eventos que cumple el Presidente de la República y que exceden largamente 
esa actividad. Ejemplo de ello es cuando se inauguran instituciones, institutos o nuevos servicios y el 
Presidente se traslada; también se refiere a desplazamientos hacia las Juntas Departamentales de 
Drogas y a cuando se pone en funcionamiento el Sistema Nacional de Emergencia. 


Estos son algunos ejemplos de lo que comprende la disposición; o sea que no tiene un destino específico sino 
que incluye todos aquellos eventos de carácter especial y extraordinario. De todos modos, la disposición debe 


estar complementada con el reglamento que a tal efecto va a dictar el Poder Ejecutivo. 


Los artículos 49, 50 y 51 corresponden a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que en su visita a esta 
Sala explicará el contenido de las disposiciones. 


Los artículos 52 y 53 se refieren al Instituto Nacional de Estadística; si el señor Presidente lo permite, cedo la 
palabra a su Directora para que exponga sus fundamentos. 


SEÑORA MELGAR.- Se trata de dos artículos que tienen que ver con una mejor administración o 
gestión dentro del Instituto. 


En cuanto al artículo 52, quiero recordar que en la Rendición de Cuentas anterior se otorgó al Instituto una 
partida importante, exclusivamente, para contratar funcionarios de alta especialización o técnicos en régimen 
de contratos a término. Aquí hay dos problemas. Uno es que solamente se podían contratar técnicos y la 
Oficina también necesita personal administrativo, porque ha ido adquiriendo una mayor complejidad en toda 
su operativa. 


El otro problema es que tanto los contratos de alta especialización como los contratos a término llevan 
bastante tiempo en su implementación y en su desarrollo. Por ejemplo, empezamos en noviembre o 
diciembre del año pasado con lo necesario para proveer los concursos de los contratos de alta especialización 
y recién en este mes de junio ha salido el primero de seis contratos. La implementación de los contratos a 
término también lleva bastante tiempo, y estamos tratando de obtener no solamente personal administrativo 
sino una mayor celeridad en el proceso, puesto que la estructura aún no se encuentra operativa. 


El artículo 53 se refiere a un nuevo local. Realmente, durante estos años, el INE ha estado aumentando 
singularmente toda la gestión de encuestas y la realización de trabajos por cuenta de varias oficinas del 
Estado, por lo que en este momento el local nos queda chico. Estamos con muy serios problemas locativos, y 
es necesario otro local, ya sea alquilándolo o comprándolo. Sabemos que actualmente es muy difícil comprar, 
pero al menos queremos tener una partida para alquilar otro local que, necesariamente, debe ser 
acondicionado. 


El INE es un Instituto esencialmente técnico, con una infraestructura informática muy fuerte para operar. 


Por lo tanto, esas dos partidas tienen ese destino. 


SEÑORA CHARLONE.- Entiendo que los fondos se destinan a reforzar, pero también para contratar 
nuevo personal. ¿Es así? ¿O son para reforzar personal que ya está contratado? 


SEÑORA MELGAR.- Básicamente, son para contratar nuevo personal; para eso fueron las partidas 
que nos dieron el año pasado. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Cuál es el local que van a alquilar? Lo pregunto porque hay una disposición de 
US$ 10.000 por mes; seguramente, esto responde a alguna realidad y ya tienen elegido el local al que se 
van a mudar. Es una curiosidad, porque la verdad es que, hoy en día, es un monto importante para un 
alquiler. 


SEÑORA MELGAR.- Desgraciadamente, aún no tenemos un local elegido. Desde hace bastantes meses 
hemos estado buscando algún tipo de local que nos conviniera alquilar. Hemos visto algunos, pero el 
problema es que sabemos que necesariamente habrá que hacer una licitación, por el monto que 
estamos proponiendo. Debe ser un local grande, casi del mismo tamaño del que tenemos en este 
momento, de 3.000 metros cuadrados. Aún no lo hemos decidido por esa razón. 


SEÑOR TOMA.- Los artículos 54, 55 y 56 corresponden a la Oficina Nacional del Servicio Civil, que 
cuando comparezca ante la Comisión, podrá dar las explicaciones del caso. 


Los artículos 57 y 58 corresponden a la URSEC; si se me permite, voy a pedir a su Presidente que los 
fundamente. 


SEÑOR IGORRA.- Pediré a la señora Secretaria que desarrolle la información correspondiente. 


SEÑORA AZAMBUYA.- Los artículos 57 y 58 del Mensaje refieren al incremento de las asignaciones 
presupuestales para implementar la estructura organizativa de puestos de trabajo de la URSEC, cuyos 
niveles salariales fueron aprobados en la Rendición de Cuentas anterior. Como hecho nuevo, está el 
decreto de enero de este año sobre la estructura y las dimensiones de cada uno de los puestos de 
trabajo. Para comenzar a implementar esta estructura, se hace necesario solicitar un incremento de 
asignaciones que, tal como dice el segundo inciso del artículo 57, son con cargo a fondos propios de la 
URSEC. Es decir que no sale de Rentas Generales, sino que se trata de una autorización para disponer 
de créditos que habían sido creados por la Ley _N” 18.046, precisamente, para presupuesto de la 
URSEC. 


Quedo a disposición de los señores Diputados para cualquier aclaración que se quiera solicitar. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Si mal no recuerdo, cuando se analizó la creación de esta Oficina, 
fueron muy comentados los sueldos principescos que se pagaban. Se iban a pagar altísimos sueldos a 
todos los funcionarios que integrarían esa estructura. Inclusive, recuerdo que hubo algunas dudas 
entre la gente del propio Gobierno creo que algunos integrantes del MPP no estaban dispuestos a votar 
esos salarios- pero al final el Gobierno arregló sus cosas y eso salió. 


Ahora vemos que van a incrementar aún más el rubro para el pago de sueldos en la URSEC. Entonces, nos 
gustaría que se nos hiciera llegar la escala actual de sueldos de todos los funcionarios de la URSEC y la 
información acerca de cómo va a quedar esta después de este complemento de asignación. Lo que a nosotros 
nos preocupa es que haya islas, es decir, organismos que por sus salarios se van de la generalidad. 


Por otra parte, quisiera plantear una inquietud de carácter general no sé si para que me la conteste la 
delegación de la Presidencia u otra con respecto a este mecanismo de las compensaciones. Yo creo que se 
trata de un instrumento muy poco feliz. No estoy hablando de la URSEC; me estoy refiriendo a esos cinco 
millones en un artículo, cinco millones en otro, diez millones en otro; en fin, lo que estamos viendo y lo que 
seguiremos viendo en todo el articulado. Entonces, reitero que eso de las compensaciones es muy poco feliz 
porque, sin lugar a dudas, lleva a un clientelismo. Esto conduce a que el jerarca del Inciso o de la repartición 
diga: "A vos sí y a vos no"; eso lo hemos visto muchas veces y siempre hemos estado en contra. También eso 
lleva a que en algún momento el funcionario diga: "No gano más que $ 10.000", porque nunca cuenta los 
otros $ 10.000 que después recibe como compensación. 


Hemos visto algo respecto de lo cual también estamos en contra, que no se arregló en los Gobiernos 
anteriores, y advertimos que en este Gobierno que venía a traer grandes cambios, tampoco se arregla y la 
cosa está empeorando. Cuando el funcionario cobre, le tendrán que dar dos recibos, porque está el sueldo 
base, más la asignación por esto y por aquello. O sea que nunca logramos lo ideal: que la persona tenga una 
asignación de acuerdo con su grado. Y este mecanismo de las compensaciones que desde el primer día que 
analizamos el articulado vimos que es muy abultado, traerá más problemas en el futuro. Entonces, no 
sabemos por qué no se busca otro mecanismo. Si se quiere hacer clientelismo, para que cada jerarca diga a 
quién le da más plata y a quién no, bueno, que se nos diga: "Ese es el mecanismo que queremos utilizar". De 
lo contrario, no entendemos por qué se lo establece. 


No estoy hablando de los eventos; eso es algo distinto. Para mí, en el caso de los eventos de Presidencia, 
debió haberse dicho que era para el pago de viáticos a los funcionarios. Estoy totalmente de acuerdo conque 
se determinen viáticos cuando un funcionario sale de su lugar de trabajo, por ejemplo, para trasladarse al 
interior, porque va a ir el Presidente y se debe preparar la estructura para su presencia no hablo solamente de 
los Consejos de Ministros sino de cualquier oportunidad en que salga el Presidente, que debe ser acompañado 
por su guardia, por sus asesores y por todo el equipo que planifica su llegada; reitero, no estoy en contra de 
que se haga eso, pero no estoy de acuerdo conque se haga esta asignación al vuelo, porque uno olfatea que 
aquí se va a actuar a dedo: "A vos sí, a vos no". Se me podrá decir que eso se va a prever en la 
reglamentación. Bueno; tantas veces se nos dice eso, pero luego nosotros no vemos la reglamentación, 
porque no pasa por esta Comisión ni por otros ámbitos del Parlamento. Entonces, pueden salir cosas que no 
queremos. 


De manera que, quiero dejar sentado que estoy totalmente en contra de este mecanismo de las 
compensaciones; reitero que no estoy hablando de los eventos. Me refiero a estas compensaciones que 
parecería que son para todos. En algunos casos se llega a decir que son para regularizar los sueldos; entonces, 
¿por qué no se ponen directamente en los salarios? 


No sé si esto lo van a contestar ustedes o tendré que esperar a que vengan representantes de alguna otra 
Oficina, por ejemplo, la de Planeamiento y Presupuesto, para que se nos diga por qué se seguirá utilizando 
este perverso mecanismo lo digo con claridad: perverso mecanismo de las compensaciones. Eso hace que el 
funcionario tenga que estar haciendo cola yo he sido funcionario público y en otras épocas he visto que eso 
existía para saber si le dan $ 500, $ 1.000 o $ 2.000. Eso es muy malo para la gestión de cada organismo, 
pero advierto que este Gobierno continúa con esta tan mala práctica presupuestal que son las 
compensaciones. 


SEÑOR TOMA.- Quisiera hacer algunas aclaraciones con respecto a lo que ha dicho el señor Diputado 
González Alvarez. 


Caber recordar que en marzo de 2005 el Estado pagaba sueldos o retribuciones en la Administración Central 
a través de más de dos mil objetos del gasto. Entre estos había una innumerable gama de compensaciones que 
estaba distribuida en toda la Administración Central. Eso determinaba que, por ejemplo, cuando se decidía un 
aumento de salario, impactaba de forma diferente en cada organismo y en cada Unidad Ejecutora porque, 
como señalaba el señor Diputado González Álvarez, en el recibo había una lista interminable de rubros 
salariales y compensaciones. 


Hoy, gracias a la propuesta que elevó el Poder Ejecutivo y que aprobó el Parlamento, solo existen cinco 
grupos de gasto. Quiere decir que esto se encuentra reorientado, modificado de forma tal de que hoy se sabe 
realmente cuánto cobra cada uno de los funcionarios en la Administración Central. Se trata de un paso 
histórico importantísimo que se dio para ordenar el sistema de liquidación de las retribuciones. 


Ahora bien, tenga la seguridad señor Diputado González Álvarez de que esta compensación que estamos 
examinando tendrá una condición objetiva, que nace de la propia norma, que no será determinada a dedo, 
sino que será legal todos sus términos. Por lo tanto, la reglamentación debe ser celosa en cuanto a las 
condiciones para el otorgamiento de una compensación. 


SEÑOR IGORRA.- Como todos sabemos, la incorporación creciente de nuevas tecnologías implica en 
nuestro país que en estos últimos tiempos ha tenido un importantísimo crecimiento económico, 
esencialmente productivo, la necesidad de que aquellos viejos monopolios vayan perdiendo vigencia, 
pasando a una auténtica competencia, lo cual hace que los mecanismos de regulación en el Uruguay 
deban ser muy eficientes en este momento, tanto en nuestro organismo, la URSEC, como en la URSEA. 
Al señor Diputado que ha solicitado la información, le haremos llegar con la mayor brevedad la escala 
de sueldos que se cobra en la Unidad. Ese concepto de sueldos principescos debe ser corregido, puesto 
que esto no es así. La Unidad está de acuerdo con las escalas de sueldos en el país; esta información la 
tendrá inmediatamente el señor Diputado en su despacho. 


SEÑORA RICCARDI.- Quiero realizar una precisión. De la lectura del artículo se puede desprender 
que el hecho de solicitar una partida para retribuciones personales está involucrando el incremento de 
una escala de retribuciones. Es nuestro interés precisar que los niveles salariales previstos en la nueva 
estructura organizativa de la URSEC son los establecidos en el artículo 109 de la Ley_N” 18.046, de 
octubre de 2006. Esos son los niveles retributivos aprobados. En este momento, en la URSEC no se 
están percibiendo esos niveles retributivos, porque el decreto aprobatorio de la nueva estructura recién 
fue aprobado en enero de 2008. 


Las dos normas en las que se enmarca nuestra nueva estructura organizativa el Decreto N* 42/008 y los 
artículos 109 y 110 de la Ley_N* 18.046 prevén que el acceso a todos los puestos de trabajo sea por concurso. 
Todavía no se ha terminado ninguna fase de concurso y se está en el proceso de selección de una empresa 
consultora independiente, que llevará adelante los concursos para la provisión de cargos con funciones de 
supervisión, que figuran en el Anexo II del Decreto N* 42/008. 


Quería realizar esa precisión para que el señor Diputado tenga presente que los niveles retributivos no se 
alteran. Con la partida que se solicita se trata de complementar la dotación necesaria para poder implementar 
la estructura organizativa aprobada. Cuando nosotros hicimos la solicitud de crédito para el Rubro 0, 
originalmente en base al costeo de la estructura aprobada, habíamos proyectado determinados montos que 
luego, en el trámite parlamentario, fueron modificados a la baja. Ahora, como nosotros estamos 
normativamente habilitados para implementar la estructura organizativa, solicitamos esa ampliación. 


Finalmente, quiero remarcar lo que señaló la doctora Azambuya. Nosotros devolvemos a Rentas Generales 
los importes solicitados porque utilizamos ingresos propios de la Unidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando la escala de sueldos sea enviada será distribuida al resto de los 
integrantes de la Comisión. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El artículo 58 prorroga hasta fin del año que viene la 
posibilidad de incorporar a la URSEC a los funcionarios que estuvieran en comisión. ¿Esto también va 
a incluir a los funcionarios que ahora vayan en comisión o hay algún plazo retroactivo para los que 
llegaron hasta determinado período? Si la URSEC pide un funcionario en comisión en 2008, ¿se va a 
incorporar también a este sistema que vence en 2009? ¿Todos los que sigan llegando a la URSEC van a 
ser pasibles del mismo sistema? 


SEÑOR TOMA.- Entiendo que no, porque lo único que hace la norma es prorrogar el plazo. La norma 
no reedita, sino que prorroga el plazo. 


SEÑOR GANDINL.- Aprovechando la intervención del señor Diputado Cardoso, quisiera volver para 
atrás, y pido disculpas porque yo no estaba al inicio de la Comisión. Cuando leí el articulado marqué 
una posible contradicción en el artículo 38, que dice lo siguiente: "Los funcionarios públicos, 
cualquiera sea el organismo de origen, que a la fecha de promulgación de la presente ley," o sea, en el 
futuro, en una fecha incierta; digamos agosto o setiembre 'se encuentren desempeñando tareas en 
comisión en el Inciso 02 'Presidencia de la República' en funciones correspondientes a cargos [...] con 
anterioridad al 31 de diciembre de 2007, en forma ininterrumpida [...]". Estamos hablando del pasado, 
del 31 de diciembre de 2007. ¿Cuál es la fecha? ¿Se trata de los funcionarios que todavía puedan 
incorporarse el mes que viene o de los que a la fecha de promulgación puedan incorporarse, pero 
quedarán afuera porque, con anterioridad, no estaban cumpliendo estas funciones? Esas dos fechas me 
generan un poco de confusión sobre a qué funcionarios se refiere esto. Al igual que lo que planteaba el 
señor Diputado Cardoso, se está previendo una situación de incorporación de un organismo a otro con 
la supuesta pérdida de la vacante en el organismo de origen y la incorporación a la estructura de 
funcionarios de Presidencia de la República. 


Me gustaría que esto se aclarara. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El Secretario dijo que se prorroga el plazo, pero no la norma. 
El Inciso al que hizo referencia dice que el personal que presta funciones en comisión proveniente de 
los organismos establecidos en el artículo 84, deberá optar antes del 31 de diciembre de 2008 por volver 
al organismo de origen o incorporarse a la URSEC. ¿Esto va a poder pasar ahora? El último año de 
Gobierno, ¿se puede trasladar funcionarios en comisión hasta la URSEC, se rearma todo el organismo 
y antes del 31 de diciembre del año que viene el funcionario puede optar por quedarse en ese 
organismo y punto? Ese plazo de los funcionarios que llegaron al organismo no venció; de lo contrario, 
vamos a tener que aclarar y decir que los que están en el organismo tendrán plazo hasta el año que 
viene, pero los que van a llegar ahora, no. Me parece que se debe hacer esto, si no estamos ante un 
organismo que es una gelatina. Lo podemos armar todo el año que viene, con funcionarios que vienen 
en comisión y el 31 de diciembre los dejamos como funcionarios permanentes de la URSEC. Además, 
se trata de un organismo que tiene buenos ingresos. Obviamente, pueden buscar funcionarios de 
acuerdo con la especialidad del organismo, pero también es humano y lógico que los funcionarios 
quieran ir a trabajar a un organismo en donde ganan más. Este es un organismo muy atractivo, que 
aparentemente está totalmente abierto para ser conformado por funcionarios en Comisión, que 
quedarán a partir de diciembre del año que viene. 


SEÑOR TOMA.- En primer lugar, quiero aclarar el sentido del artículo 58. Nosotros vamos a tomar la 
inquietud del señor Diputado, vamos a repasar el diseño de la norma a los efectos de que no tenga un 
sentido que no es el deseado. 


En segundo término, en el artículo 38 tienen que darse dos condiciones. Primero, el funcionario debe 
encontrarse desempeñando tareas en comisión a la fecha de promulgación de la ley, pero tiene que haber 
iniciado, en forma ininterrumpida, esa comisión con anterioridad al 31 de diciembre de 2007. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el artículo 59, relativo a la AGESIC, hasta el final. 


SEÑOR TOMA.- Tenemos conocimiento de que la Comisión va a recibir a una delegación de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, que vendrá acompañada por integrantes de la AGÉSIC. Los artículos 
70, 71 y 72 refieren a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y los anteriores a la AGÉSIC. 
Propongo que estos artículos sean analizados con los representantes de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, por lo que estaría concluida la presentación de la Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene previsto recibir, a la hora 14 y 30, a las autoridades de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina Nacional de Servicio Civil, y en esa oportunidad 
haremos las consultas correspondientes. 


Agradecemos la presencia del señor Secretario de la Presidencia de la República, al señor Prosecretario, al 
Directorio de URSEC y asesores. 


La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 14 y 30. 


(Es la hora 10 y 52) 


Continúa la sesión. 
(Es la hora 14 y 45) 


(Asisten delegaciones de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a los señores Director y 
Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, profesor Enrique Rubio y doctor Conrado Ramos; 
al contador Luis Sisto de la Contaduría General de la Nación, al ingeniero José Clastornik, a la ingeniera 
Cristina Zubillaga, a las contadoras Ángela Medina y Alicia Visos, a los sociólogos Alexandre Amorim y 
Fernando Filgueira, a las contadoras Gabriela Valverde, Betina Lista y Marisa Rodríguez, al economista 
Rodrigo Arim, a la técnica administrativa Marinella Echenique, a la doctora Gabriela Hendler; a las señoras 
Directora y Subdirectora de la Oficina Nacional de Servicio Civil, doctoras Cecilia Menéndez y Ana 
Santesteban, y a la señora Ana Azpiroz. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Es un gusto estar nuevamente aquí, 
en la que por tanto tiempo ha sido nuestra Casa. 


Para facilitar el trabajo de esta tarde sabemos lo engorrosas que son algunas de estas cuestiones, hemos 
entregado a la Mesa un repartido titulado "Transformación democrática del Estado.- Proyecto Rendición de 
Cuentas 2007", que solicitaríamos que sea distribuido. 


(Así se procede) 


Lo engorroso de esto es que en realidad las cuestiones que se refieren a la transformación del Estado 
están incluidas en la parte de funcionarios, en algunas normas de tipo financiero y en artículos de los distintos 
Incisos. 


En primer lugar, en el material distribuido figuran las líneas estratégicas del Capítulo I sobre la reforma del 
Estado en la Rendición de Cuentas. Allí se incorporan las principales ideas fuerza, que están dentro de esta 
Rendición de Cuentas, de un tema que es mucho más general y que estamos encarando en otros frentes que 
no pasan por la Rendición de Cuentas, en algunos casos, porque son decretos o leyes que ya han venido como 
el proyecto de descentralización que ya está en la Comisión correspondiente de esta Cámara o que vendrán 
próximamente. En algunos casos, se trata de asuntos que tienen un vínculo fuerte con la gestión de las 
empresas públicas y los bancos públicos y, en otros, es el vínculo que tenemos desde la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto para el apoyo al fortalecimiento de la gestión y otros proyectos desde 
Planeamiento o Servicio Civil con los Gobiernos Departamentales. Todos esos capítulos están en ejecución 
en otros ámbitos. Acá tendríamos algunas líneas que están incluidas dentro del articulado. 


Después hay un segundo documento, que es el Capítulo Il, que abarca artículo por artículo del proyecto, 
como las normas sobre los funcionarios. En varios de ellos, desde el artículo 3” en adelante, incluimos el 
fundamento para que se entienda y no haya tanto trabajo de recorrida de normas referidas y demás de cada 
artículo. Eso sigue y cubre toda la primera parte sobre funcionarios. 


Después están los artículos que se refieren al SIRO y las modificaciones que se plantean en este proyecto, lo 
aprobado en la última Rendición de Cuentas o lo que venía del Presupuesto y las adaptaciones que nosotros 
proponemos, porque entendemos que muchas de las decisiones tomadas no se compadecían con los tiempos y 
requerían de otro orden de flexibilidad. Me refiero a los artículos 20 en adelante, que también aparecen con 
sus fundamentos. Inclusive, hay uno muy extenso del SIRO, que tiene pequeñas modificaciones, aunque 
algunas son significativas con relación al escalafón de conducción. 


Después aparece en este repartido, con la misma metodología, un resumen de los artículos de la parte D que 
corresponde al resumen de artículos por Inciso, referidos a la transformación democrática del Estado. Ahí 
vamos Inciso por Inciso, abarcando cada uno de los artículos. Después, en la última página de este Repartido, 
agregamos como Capítulo III el costeo de todo esto y cómo se distribuye. 


Quiere decir que en el material los señores Diputados tienen incluido todo sobre la transformación del Estado 
en esta Rendición de Cuentas. 


Pediremos a los señores Diputados que hagan un esfuerzo para que en el debate y en la toma de decisiones se 
vea esto como un conjunto; a veces uno toca una parte creyendo que afecta una cuestión puntual, pero está 
afectando una parte de alcance más general. Esta es la cuarta parte del articulado de esta Rendición de 
Cuentas, que es casi tan extensa como un Presupuesto Nacional. 


El plan que tenemos para no cansar demasiado es hacer unas consideraciones generales sobre la filosofía de 
esto y después daremos lugar a que se haga el fundamento la Mesa determinará cuál es el procedimiento 
artículo por artículo, explicando por qué están incluidos y el alcance que tienen. Me refiero a los artículos 
más importantes, a los efectos de que no sea tan tedioso, ya que hay más de sesenta artículos y eso demanda 
mucho trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hoy concurrió a la Comisión el Secretario General de la Presidencia de la 
República, doctor Miguel Toma, quien nos informó que había una serie de artículos que iban a tratar 
la OPP y la Oficina Nacional del Servicio Civil. Yo miré rápidamente este trabajo y advertí que no 
todos están incluidos. Los artículos a los que hizo referencia el Secretario General son los siguientes: de 
la OPP, 49, 50, 51 y 59 a 72 inclusive; de la Oficina Nacional de Servicio Civil, 54 a 56 inclusive. 
Algunos están incluidos en el repartido, pero no todos. Hago la aclaración para que cuando se haga el 
informe se tomen en cuenta estos artículos. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Cuando el Subdirector de 
Planeamiento y Presupuesto, el equipo de la Oficina Nacional del Servicio Civil y algunos otros 
compañeros hagan uso de la palabra, se irán intercalando esos artículos. 


Las ideas centrales de la transformación global están expresadas en la transparencia que estamos observando: 
un nuevo vínculo con el ciudadano, el carácter del Estado como conductor, regulador social y emprendedor 
en la era digital lo de emprendedor está referido fundamentalmente a las empresas públicas y dos Capítulos, 


uno relativo a la descentralización que viene en el otro proyecto y otro a la modernización de la gestión, que 
figura en la Rendición de Cuentas y en los proyectos paralelos. 


Los uruguayos heredamos un Estado que está envejecido, que tuvo mucho clientelismo y déficit técnico. 
Todos saben que esto es así por distintas causas; ahora no vamos a hacer el balance de por qué pasó esto, pero 
es un dato. Hay un malestar del ciudadano con el Estado en muchos aspectos, hay una valoración del Estado 
en otros aspectos y se quiere algo mucho más productivo, cercano y rápido. Hemos visto que este proceso 
llevará al Gobierno que siga cualquiera sea su signo, ya que esta es una política nacional de Estado por lo 
menos cuatro o cinco años, porque requiere recursos y tiempo y es complejo. 


Ahora estamos haciendo los pilotos. Teniendo en cuenta los recursos limitados, los tiempos limitados y los 
tiempos que se convertirán rápidamente en electorales el año que viene, decidimos hacer una selección de las 
prioridades en el trabajo que viene desde hace varios años. Estos son los pilotos, o sea, las Unidades 
Ejecutoras que priorizamos. El método supone que hay negociación social y territorial y a veces se realiza 
con las Intendencias, ya que toda la parte de Centros de Atención al Ciudadano supone que uno se pone de 
acuerdo con ellas. Esto sirve a todo el país y así se está haciendo. Esto también involucra a los trabajadores y 
a otros actores de la sociedad. Por ejemplo, tenemos un diálogo estructurado con el PPIECNT, pero lo 
quisimos hacer con el conjunto de los trabajadores del sector público no solo con COFE y privado, porque el 
tema del Estado es de toda la sociedad. 


Hemos tomado algunos ejemplos, como el caso del premio Florida Digital. Uno por razones particulares 
menciona el departamento, pero en verdad recibió un premio. Una de las cosas más notables con la que nos 
encontramos en la trasmisión de experiencia es que la idea de un funcionamiento en base a la sociedad de la 
información y a las nuevas tecnologías, se hizo con los propios funcionarios de la Intendencia. En algunos 
casos, el relato de los técnicos de ANTEL que participaron de esta experiencia es realmente notable. La 
primera impresión de ellos fue: "De acá no sacamos nada", dado el nivel tan primario desde el punto de vista 
educativo. Sin embargo, hubo tal liderazgo interno que se logró la reconversión de gran parte de los 
trabajadores por el entusiasmo, y terminaron obteniendo un premio a nivel internacional. 


Sostenemos que las reformas estructurales que están en curso integran esta transformación del Estado, pues 
no son una cosa aparte. Por ejemplo, si se descentraliza ASSE, esto sería una parte sustantiva de un proceso 
de desconcentración y de descentralización. Y si ahora se aplicara el Plan Ceibal, sería mucho más fácil hacer 
la informatización de todo montados en ese Plan que hacerlo aparte de esto. Estos son dos ejemplos un tanto 
dispares de este tipo de cuestiones. 


La estrategia se funda en los cinco puntos que aparecen en la pantalla, que también figuran, con distinta 
redacción, en los documentos que repartimos: la incorporación masiva de TIC's, es decir, tecnología de la 
información y de la comunicación; el acercamiento al ciudadano a través de sistemas de atención al usuario; 
la creación de fuertes sistemas de información, evaluación y planificación estratégica. De esto último se 
carece y por eso se crean algunos cargos profesionales, apuntando a formar equipos centrales capaces de 
generar bases para políticas públicas. Todos los Ministerios reclaman esto y dicen que tienen pocas espaldas 
y poca acumulación técnica para el diseño de algunas políticas públicas muy importantes. 


Los otros dos puntos son la renovación y el fortalecimiento de los recursos humanos que luego 
desarrollaremos, y las reestructuras. 


Pensamos que la inversión, en el sentido del gasto público, debe ser multiplicando los servicios y los 
productos con igual gasto como porcentajes de productos. Esto fue desarrollado en la sesión del día de ayer, 
en la presentación realizada por el señor Ministro de Economía y Finanzas. Esto es suficiente y determina 
que esa demanda que existe de parte de algunos sectores respecto a la competitividad y de que el Estado sea 
más liviano se haga por esta vía. 


Esta gráfica muestra las estimaciones que nosotros hicimos en forma independiente a las que hizo el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Como se puede apreciar, nos da lo mismo porque las bases de datos 
disponibles son iguales, pero solo que se presenta de otra manera; aquí se muestra, claramente computando o 
sin computar los intereses, que la suma del gasto del Gobierno Central más todo lo que paga el Banco de 
Previsión Social, independientemente de cómo lo haya recaudado, sobre el producto, nos da esto. Quiere 
decir que estamos en niveles significativamente más bajos que los que estuvimos en algún momento. Estos 


niveles son un poco más altos que el promedio latinoamericano, pero más bajos que el promedio de la 
OCDE. Ahí estamos ubicados en la discutida cuestión del tamaño del Estado. 


Acá se muestran los gastos del Gobierno Central y del Banco de Previsión Social sobre porcentajes; habría 
que agregar a las Intendencias Municipales porque las transferencias con las empresas públicas están 
integradas en el consolidado. Solo habría que incluir a los Gobiernos Departamentales. Estamos en ese orden 
entre 26 y 27; en algunas cosas nos vamos a 28; pero estuvimos cerca de los 33 en algún momento. Esta es la 
situación del Estado uruguayo 


Y en esta línea, durante el resto del Período, este Gobierno piensa mantener su política. 


En esta pantalla se muestra la evolución de los funcionarios públicos. Esto lo he mostrado en otras 
presentaciones y hasta fue publicado por algún medio. Se trata de la historia real de los funcionarios públicos 
en Uruguay, de acuerdo con las distintas fuentes disponibles. A veces esta ayuda memoria es útil. Entre el 
comienzo de la década del cuarenta y fines de los sesenta, tenemos un salto, que prácticamente cuadruplica el 
número de funcionarios públicos. Esto crece hacia 1985; vemos que en el relevamiento de 1993 es mucho 
más alto y que luego se estabiliza y oscila en estos guarismos. 


Hay un crecimiento que lleva a alrededor de los 215.000; estamos hablando de funcionarios públicos y no de 
cargos públicos, que son más, porque hay algunos que no han sido ocupados y porque hay funcionarios que 
ocupan dos cargos, por ejemplo, los docentes. Por lo tanto, ha habido un crecimiento entre 2005 y 2007 que, 
de acuerdo con la base cuantitativa de la Oficina Nacional del Servicio Civil, tiene que ver con la 
naturalización de todos los vínculos que había hasta ese momento, es decir, becarios, pasantes y otro tipo de 
situaciones. La imaginación para construir relaciones de no funcionario público, pero que trabajan como si lo 
fueran, es increíble; luego, ante los Juzgados, en pleitos diversos, se generan diferencias, e interponen su 
situación y sus derechos para ser considerados como funcionarios públicos cuando la Administración quiere 
cesar ese vínculo. Los señores Diputados han visto la cantidad de conflictos que se han creado por este 
problema; casi siempre los juzgados se pronuncian hacia el lado del "funcionario" lo digo entre comillas, 
aunque el contrato diga que no son funcionarios públicos. Esto lo pueden explicar mucho más todos los 
expertos en Derecho Administrativo que nos acompañan, pero lo cierto es que los juzgados se pronuncian de 
esta manera. 


Esta es la historia de la jurisprudencia uruguaya. A tal punto esto es un problema que llevó a la decisión de 
tratar de ordenar incorporando lo que ya estaba, es decir, legalizando lo que ya estaba, que nos llevó a una 
segunda decisión, que nos cambió el rumbo de lo que habíamos pensado. Hemos ido cambiando la mirada en 
la medida en que como equipo nos metíamos en el problema. Hoy nos acompañan muchas personas porque 
hay un gran equipo, que en parte ya estaba y en parte se fue agregando. 


Después, en el camino, nosotros llegamos a conclusiones distintas, y una de ellas es que más vale no tener 
ninguna forma intermedia. Tengamos al funcionario público de carrera, y para algunas cuestiones muy 
puntuales alguna figura, y después el contrato de servicio, el contrato de obra o alguna otra figura, pero no 
tengamos demasiadas figuras intermedias. Por eso se modifica la mirada sobre el contrato a término, que se 
mantiene como figura de transición mientras se hace la reestructura, pero que cae con ella. Cuanto más 
situaciones intermedias tengamos, más problemas nos compramos hacia el futuro. Reitero que esta es la 
evolución que, si se quiere, después se puede desagregar. 


En esta pantalla vemos que la línea de arriba refiere a la población económicamente activa; se va cayendo y 
después se mantiene. Con respecto a la población en edad de trabajar, la línea cae pero más levemente. Este 
es el porcentaje en torno al 15% de los funcionarios públicos sobre la población económicamente activa en 
Uruguay. Como se puede apreciar, en la parte inferior de esta imagen se pueden ver las fuentes disponibles. 


Esta imagen muestra lo mismo que vimos antes, pero un poco más grande. Acá se muestra la evolución 
histórica de cargos y de funcionarios; en el caso anterior no se incluían los cargos. Todo esto, más otra 
información, queda a disposición de la Comisión. 


En esta pantalla se muestra la distribución en Uruguay, que ha sido clásica. De acuerdo con el seguimiento 
que hicimos, levemente cae en la Administración Central y aumenta en los organismos del 220, básicamente, 
porque aumenta el sistema educativo. Hubo un crecimiento. Los Entes Autónomos y los Gobiernos 


Departamentales se mantienen en los niveles en que estaban; no hay modificaciones sustantivas en el total de 
cargos públicos ocupados. 


Acá se muestran los no funcionarios públicos, que se mantienen en los mismos términos; si bien han 
cambiado algunas cosas, no hay modificaciones muy relevantes. De todas formas, es un dato a tener en 
cuenta; todavía hay mucho vínculo de no funcionarios con el Estado Uruguayo. Este es un aspecto que 
jurídicamente interesa mucho regular; por acá vienen nuevas definiciones de pasantes, precarios, contratos de 
servicios y contratos a términos. Avanzar en eso es muy importante, porque después impacta en los derechos 
que cada uno tiene y en los vínculos. 


En esta imagen se muestra el producto de una política que se llevó a cabo para disminuir el número de 
funcionarios, que tampoco juzgamos. El cierre provoca el envejecimiento que es impresionante en la 
Administración Central. Esta figura da cuenta de que existe un 35% de los funcionarios que tienen entre 
treinta y un años y cincuenta años, un 29% entre cincuenta y uno y sesenta años y 12% que son mayores de 
sesenta años; alrededor de un 8% del total son mayores de sesenta y cinco años. Calculado de otra manera, la 
misma base de datos da que el promedio está entre cuarenta y nueve y cincuenta años. Este es el promedio de 
edad general de los funcionarios de la Administración Central. El funcionariado está extremadamente 
envejecido y la situación es bastante complicada, y por eso estamos trabajando en un proyecto de ley, que por 
razones constitucionales no puede incluirse en la Rendición de Cuentas, para disminuir la edad de retiro 
obligatoria. Sería esta u otra ingeniería alternativa, si surgiera. Acá hay un problema y es que los funcionarios 
entre sesenta y cinco y setenta años, en su inmensa mayoría, no se retiran por la caída de sus remuneraciones, 
y por eso un grupo sigue trabajando porque tiene entusiasmo por la tarea que hace, pero en la mayoría de los 
casos el problema es la caída de sus remuneraciones. Esto implica, en una proporción muy importante, 
mandos intermedios jerárquicamente importantes, y si se está en un lugar de mando simplemente esperando 
llegar a los setenta años, la capacidad de transformación y de gestión del sistema no sería bueno. 


En relación con la Administración Central planteamos tres líneas. Una de ellas es fortalecer la conducción, 
que aparece en el articulado como construcción de capacidades transversales del propio planeamiento de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, a la que se le destinan recursos para desarrollar una transformación, 
diría, total; otra es la reestructura de los cuerpos inspectivos. La parte de DIGESA es muy importante, por 
todo el cambio en la salud; la Inspección General de Trabajo y la DGI ya están incluidas. También se suman 
las reestructuras en los Ministerios de las que hablamos, las unidades que seleccionamos dentro de los 
Ministerios para priorizar ya están en este proceso, y en este proyecto se prevén recursos y se crean cargos de 
conducción u otros, unidades de calidad o de planificación estratégica y de gestión del cambio; y se crean las 
agencias, cosa que ya se hizo. Lo nuevo en este caso es que la Agencia del Gobierno Electrónico y de la 
Innovación está trabajando mucho, y esta es una transformación relevante del Estado uruguayo. Lo que se 
incluye en esta Rendición de Cuentas es un articulado básico sobre la Agencia de Compras después el doctor 
Ramos lo explicará para procurar alcanzar políticas públicas en materia de compras, no para hacer una 
central de compra de las compras efectivas del Estado uruguayo, sino las políticas. Las compras seguirían 
descentralizadas. 


Esta transparencia muestra la segunda línea de transformación relativa a los sistemas de información. No 
existen indicadores de resultados manejables en los Ministerios. Desde hace mucho tiempo se hace un 
enorme esfuerzo, pero no existe algo manejable. Los Diputados tienen en sus mesas, como teníamos antes 
cuando integrábamos esta Casa, montañas de documentos. Preferimos pocos indicadores es la experiencia 
internacional, pero fáciles de leer y poco discutibles, a la hora de hacer la evaluación por resultados del 
trabajo de la gente en la Administración Pública. Hay que fortalecer los sistemas de información, tener 
reportes de indicadores de cómo van las cosas, dirigidos hacia la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y 
otros lugares centrales. Fundándonos en una red de alta velocidad informática y de soporte, nos lleva a que el 
Consejo de Ministros pueda tener informes periódicos sobre cómo va el trabajo de cada uno de los 
Ministerios, que sean fuertes y que habiliten al Gobierno uruguayo, al Poder Ejecutivo, a implementar 
políticas que cuenten con más elementos desde este punto de vista. 


La tercera línea que figura en la placa se refiere a los trabajadores, a los recursos humanos. Lo primero que 
hicimos en este caso fue, como decíamos, establecer que vamos a la implantación gradual de las 
reestructuras. Desistimos de la decisión y la modificamos de que se volcaran todos los funcionarios de la 
Administración Central a la nueva estructura SIRO, que ya fue aprobada con sus nuevos escalafones y 
grados. Desistimos en este caso porque nos pareció que se trataba de una decisión muy fuerte, que tendría un 


impacto no buscado en un aspecto, porque en algunos casos se harían convocatorias entre los funcionarios 
inclusive, habría concursos para pasar a los nuevos sistemas de escalafones y de grados, se llenarían los 
nuevos cargos y después se haría una nueva reestructura donde, en una de esas, se concluiría en que ese cargo 
que fue objeto de competencia desaparecía porque no era más útil para el nuevo diseño de metas, misiones y 
cometidos de la unidad ejecutora reestructurada. El procedimiento debería ser el inverso, es decir, hacer 
primero las reestructuras y, en ese marco, con la reestructura ya hecha, pasar al sistema SIRO. Lo único que 
podíamos "autonomizar" eran las reestructuras que ya están incluidas en este proyecto, o la creación de 
escalafón de conducción que, como es nuevo, no impacta en lo existente. Entonces, optamos por este camino. 
No sé si se entiende bien, pero este es un punto clave de la nueva lógica que desplegamos en esta Rendición 
de Cuentas. Primero se harán las reestructuras y luego se volcarán los funcionarios al sistema reestructurado, 
con los cambios que ello supone. 


Esta modificación va junto con otra, que ya estaba pero le damos un poco más de fuerza: el escalafón de 
conducción o de gerenciamiento que se incorpora en ocho Ministerios no en todos funcionaría con este 
esquema. Antes se había aprobado la creación de un escalafón en los grados 17, 18, 19 y 20, en la alta 
conducción. Nosotros dejamos solo el grado 17 como propuesta, y transformamos el 18, 19 y 20 en 
funciones. Estos son cargos profesionales, no políticos; en esta Rendición de Cuentas llevo computados dos 
cargos políticos en el Ministerio del Interior, para funciones que se entendió que era muy importante: uno 
para el manejo de la parte ciudadana de las mesas y la otra para la creación de Asuntos Internos dentro del 
Ministerio del Interior. Esto son los cargos de confianza, pero los cargos de conducción son de carrera. Es 
decir, se crean más de cien cargos de carrera, a los que se llega por este mecanismo de los concursos, y si no 
se lograran llenar con el personal, se cubrirían abriendo el llamado a la población. Este es un punto político, 
como nadie ignora, muy sensible y muy importante. Además, las compensaciones que se obtienen van atadas 
al cumplimiento del compromiso de gestión. Esto de operar por los resultados es un cambio total de la 
cultura, y supondrá un enorme esfuerzo para que se implante en la sociedad uruguaya. Además, entendimos 
que para hacer atractiva esta propuesta y competitiva con el sector privado, se requería de un nivel de 
remuneraciones sensiblemente superior al actual, porque de lo contrario la gente mantiene el empleo público 
y el privado, y por eso tenemos este multiempleo y esta ineficiencia; si queremos dedicación "full time", 
exclusiva, que es lo que se está exigiendo, debe establecerse una compensación por dedicación exclusiva. 
Asimismo, si se va a dar a este funcionario un mando con un montón de exigencias, esto supone una 
compensación por esas responsabilidades; si lo hace bien y cumple los compromisos de gestión, esto supone 
una compensación. Pero si no lo cumple y esto no se logra, se baja al nivel inicial, o sea, al Grado 17. Esta es 
una modificación muy fuerte que nosotros valoramos mucho. 


Otra modificación son las reestructuras como tales. Estas suponen, como en todos los casos, transformación y 
supresión de cargos. Reitero: esto se aplicaría a las Unidades Ejecutoras seleccionadas en este período que 
son estas ocho o diez de los Ministerios a los que aludimos, pero se aspira a que después se extienda al 
conjunto del Estado uruguayo. 


Acá siempre hay un problema y es que hecha la reestructura, se encuentra con que hay funciones que cubrir y 
no hay recursos humanos para eso. Entonces, hay que crear cargos, apelando a los mecanismos legales con 
los que se cuenta. Hay creación de cargos, transformación de cargos y también supresión de cargos. El dilema 
es qué pasa con los recursos humanos, con los trabajadores que integran el Estado uruguayo, que son 
funcionarios públicos, cuyos cargos se suprimen. 


Hemos hecho un estudio exhaustivo desde el punto de vista constitucional y del Derecho Administrativo y 
varias consultas, y optamos por el siguiente camino. En los casos de supresión de cargos, abrimos varias 
alternativas. Una de ellas se encuentra en el artículo 12, que establece que el funcionario tiene derecho a la 
recapacitación. Como resultado de ella, puede quedar en la misma Unidad o en el mismo Inciso, o ir a otro 
lugar. 


La segunda alternativa es la reasignación. Puede ir a otro lugar, porque puede tener aptitudes no requeridas en 
su Inciso pero sí en otros lugares. Inclusive, nos pareció conveniente abrir el capítulo de las empresas 
públicas. Si hubiera mayoría parlamentaria como todos sabemos, requiere una mayoría especial, se podría 
incluir en el articulado como parte de las disposiciones relacionadas con las empresas públicas, pero si no, 
podría establecerse, por lo menos, como una exhortación a las empresas. Hoy, los Directorios están de 
acuerdo con que una parte de sus llamados sean llenados con funcionarios que, producto de una reestructura, 
no tienen lugar dentro de la Administración Central, pero sí pueden tenerlo en las empresas públicas. En 


muchos casos, por ejemplo para funciones de poca calificación, no habría que hacer algunos de los llamados 
que se han tenido que realizar, en los que se juntan miles de ciudadanos para tratar de ocupar esos cargos, 
cuando a veces hay mucha más cantidad de funcionarios que las funciones requeridas en la Administración 
Central para la misma cosa. Esto me parece un desperdicio en materia de recursos humanos y materiales. 


La tercera alternativa que abrimos es que si por distintas razones el funcionario no está interesado y renuncia, 
recibe doce sueldos nominales juntos en el momento. 


Otra alternativa es volver a dar vigencia al artículo 29 que permitía, en este caso, un retiro selectivo, no un 
retiro para el que desea hacer la opción, porque eso fue muy perverso. Todos los sistemas de retiro 
incentivado que se han venido practicando desde hace muchos años en el Uruguay han tenido un impacto 
que, a nuestro juicio, no ha sido bueno en muchos aspectos, ya que, a veces, la gente más capacitada y con 
mayores alternativas en otros lugares por su nivel técnico y demás ha sido la que ha hecho la opción, por lo 
que el Estado se ha ido debilitando. 


En este caso, cuando luego de una reestructura se va a suprimir un cargo, si el funcionario tiene 58 años y el 
mínimo jubilatorio, se le plantea la posibilidad de seguir ese camino en el mismo régimen que estaba vigente 
un tiempo más, dentro del plazo que se fija. Si no toma ninguna de las alternativas, a los dos años cesa en la 
función que está ejerciendo, es decir, cesa como funcionario público por supresión de cargo. 


Hicimos estudios de todo esto porque es un punto delicado, muy a fondo, y encontramos que, en realidad, en 
el Uruguay hay una cultura de la inamovilidad que va mucho más allá de lo que establece el ordenamiento 
jurídico, porque los constitucionalistas y los que trabajaron en esto previeron algunos dispositivos. Por 
ejemplo, el artículo 168 en uno de sus numerales dice que los cargos de funcionarios policiales y militares 
son amovibles y todo aquel otro que la ley determine. La expresión "todo aquel otro que la ley determine" 
quedó olvidada, quedó en el pasado. 


El artículo 59 de la Constitución de la República dispone, además, que el funcionario es para la función y no 
a la inversa; en ese sentido, fija la doctrina. Por su parte, el artículo 60 establece la inamovilidad de los 
funcionarios de la Administración Central, aparte de los policiales y militares. Estamos hablando de más de 
treinta mil funcionarios, si consideramos a los que están en condición de contrato de función pública que 
pasan al régimen de funcionarios a cabalidad. 


En este caso, la disposición constitucional establece: "[...] sin perjuicio de lo que sobre el particular disponga 
la ley [...]", a renglón seguido. Quiere decir que siempre dejó a la ley la posibilidad de regular una alternativa 
distinta. 


Entonces, apoyándonos en este marco constitucional, estamos proponiendo que en las reestructuras 
habilitadas por este Parlamento en el artículo 21 de la última Rendición de Cuentas, facultadas al Poder 
Ejecutivo, que debe expresarlas en un decreto que viene a la Asamblea General o sea que, en última 
instancia, la decisión es del Parlamento, como situación residual, si se da el caso de que hay supresión de 
cargos y que el funcionario no elija ninguno de los caminos, debe optar por esta decisión. 


Nos parece que esto es residual desde el punto de vista de las consecuencias prácticas, porque no va a haber 
muchos casos en esta situación ya que las personas van a razonar con la lógica de decir: "Me recapacito, o 
trato de entrar a otro lugar donde se abren distintas opciones, o tomo alguno de los otros caminos". Pero el 
problema es que si esta señal no está incluida, a nuestro juicio, se le quita seriedad al proceso, porque se parte 
del razonamiento inverso: "Siempre voy a quedar, sea cual fuere mi conducta con relación a este problema". 
Eso lleva a algo que nos parece muy malo, es decir, que se cree una bolsa de funcionarios, una especie de 
desecho es muy malo como imagen social y es pésimo desde el punto de vista de la dignidad personal, un 
conjunto de empleados que quedan en una especie de limbo, sin destino. 


Esto iría junto con la idea de que se van adecuando los niveles salariales de unos lugares con otros, y 
entonces, lo que se llama la movilidad horizontal es más fuerte. 


El siguiente Capítulo incluye dos o tres ideas que hemos manejado en cuanto al vínculo con la gente y al 
trabajo en red. Lo va a desarrollar más la Agencia para el Desarrollo del Gobierno Electrónico, sobre todo los 
dispositivos en materia de expedientes electrónicos, de portales y demás. 


Una de las cosas más interesantes son los derechos que da al ciudadano. En distintos departamentos en los 
que ya se ha puesto en marcha, hemos visto ciudadanos que protestan porque no tienen un servicio público. 
Por ejemplo, no le talaron o le podaron el árbol cuando está por derrumbarle la casa. A partir de su protesta, 
se dispara un expediente electrónico y eso va a parar a muchos lugares. Entonces, se termina con la cultura 
del encajonamiento de expedientes y se multiplican muchísimas veces los niveles de transparencia y de 
acceso para saber dónde está mi trámite y mi problema. Permite que el ejercicio de los derechos ciudadanos 
pase a ser un motor del cambio cultural de la Administración Pública. 


Lo que estamos viendo ahora son los proyectos que va a desarrollar la Agencia para el Desarrollo del 
Gobierno Electrónico, que se explicará en su momento. Supone que cuando se incorporó tecnología y hay 
recursos previstos y se logró el primer escalón, hay un segundo escalón de modelos de madurez, que 
aparecen casi al final de esta transparencia. Pero para tener recursos para el segundo escalón, son proyectos 
concursables. No se trata solo de una demanda de más dinero para poder incorporar tecnología; logro ese 
objetivo si concurso internamente en el Estado por proyectos. Luego de que se llega a un piso, se trata de 
avanzar. 


Está prevista la idea crear una unidad que se ocupe de los incidentes en materia informática. Esto lo hemos 
tomado de la experiencia comparada. En muchos lugares hay unidades que responden a distintos tipos de 
eventos e incidentes, no solo informáticos sino de otra naturaleza. 


Ahora vamos a referirnos a los Centros de Atención Ciudadana, que es la parte de vínculo con la gente. Acá 
prevé el conjunto de recursos para Centros que se desarrollarían en 2008, 2009 y 2010, Cada Centro tiene tres 
unidades: una que va a trámites con el Gobierno Central, otra con los Gobiernos Departamentales y otra con 
las empresas públicas. 


La que tiene que ver con el Gobierno Central permitiría que la gente que no sabe cómo hacer una Pyme, o 
qué trámites y qué proyectos hay en el Estado que puedan favorecerla, accediera con rapidez a este tipo de 
información. Por ejemplo, podría conocer cuáles son las prestaciones sociales que debe hacer al BPS o hacer 
consultas laborales. Todo esto podría parecernos obvio, pero para un ciudadano que vive en una localidad 
alejada en el interior del país le resulta una verdadera penuria poder averiguar las cosas más elementales. 


En la siguiente transparencia se presenta la Oficina Uruguay Local, a través de la que se realizan trámites con 
las Intendencias, y otra, para hacer trámites con las empresas públicas. Vamos a llegar a lugares donde no hay 
nada, donde no hay oficina de nada, lugares en los que no se puede hacer ni recibir un pago de nada porque 
no existe el Estado como entidad. A veces, comprar una guía para ganado, con los chips y todo el nuevo 
sistema de trazabilidad, resulta extraordinariamente complicado. Hay gente que recorre cien o ciento 
cincuenta kilómetros para hacer trámites de este tipo y a veces, cuando llega, llega tarde, o el horario de una 
oficina no coincide con el de otra o con el del Banco 


Entonces, un ciudadano podría recibir información sobre requisitos y documentación de trámites y servicios, 
o pedir una cita en Salud Pública esto es muy importante, y podría hacer el seguimiento de sus trámites y 
consultas generales en puestos de autoconsulta. Se prevé que haya "call center" paralelos en el mismo lugar 
no todos vía "on line"; hay otras vías, y un funcionario capacitado en el lugar para dar respuesta a su 
problema. 


En la siguiente transparencia se presenta la idea que veníamos desarrollando y que en un horizonte más 
avanzado supondría que logramos incorporar este tipo de cosas. Esto va a empezar a funcionar recién ahora 
con la nueva tecnología que se incorpora. Todos sabemos que está bien que haya voluntad y todo lo demás, 
pero si no hay un "software" y una base fuerte, no tenemos 911 ni nada que sea potente. 


En la transparencia que estamos viendo ahora aparecen los lugares en los que están integrados los locales. 
Las redes de las empresas públicas se integraron entre ellas y comparten locales con los Gobiernos 
departamentales. Usamos todos los locales comunes para abaratar niveles de inversión. 


En esta imagen podemos ver la distribución gruesa de estos US$ 18:000.000 entre Centros de Atención al 

Ciudadano, Agencia del Gobierno Electrónico y el resto, que es lo que se prevé en los otros capítulos. Hay 
algunos puntos críticos con respecto a los cuales haré un comentario más adelante, relativos a proventos y 
algún otro tipo de problema. 


En esta transparencia se señala que hay decretos y leyes que están en proceso, como ya había anunciado. 
Inclusive, alguna cosa que aquí aparece con relación a los contratos de servicios y de obra ya está resuelta en 
la propia Rendición de Cuentas. También hay un proyecto de ley a consideración del Parlamento. 


Quiero señalar que los artículos 5” y 6” definen el tema de servicios, becarios y pasantes en cuanto a nuevas 
definiciones; la nómina de cargos de conducción que se crea puede haber alguno más o alguno menos; quizás 
he omitido o sumado alguno para los ocho Ministerios comprendidos es 137. Esto incluye cargos de 
conducción y técnicos, en algunos casos, de apoyo, todos ocupados por el procedimiento rigurosamente 
objetivo que hemos señalado. 


Se prevé la creación de cargos civiles en el Ministerio de Defensa Nacional; ya se ha dado un fundamento y 
las autoridades del Ministerio se referirán "in extenso" a la importancia que tienen algunas unidades de 
constitución civil en el Ministerio de Defensa Nacional. Se ha creado el cargo de Director de Convivencia 
Ciudadana como cargo de confianza y de la Policía Nacional del departamento al que aludí en el Ministerio 
del Interior. 


Este es el tema de los cargos de conducción y el de los cargos políticos y de confianza; estamos hablando de 
dos cosas totalmente diferentes. Se prevé que todos los contratos a término terminen con la reestructura. Uno 
de los puntos críticos que incluimos es la facultad de suprimir proventos por la vía de la salarización de una 
parte de ellos, manteniendo la otra parte como compromiso de gestión. Nos parece inconveniente, y en 
algunos casos, bloquea el proceso de transformación del Estado, la existencia del sistema de proventos. Por 
ejemplo, en la expedición del Certificado de Nacido Vivo se integran los datos que se acumulan en el hospital 
o en el centro de salud público o privado en el que se produce el nacimiento, con los de la Dirección Nacional 
de Identificación Civil, que da el número de cédula de identidad, con el Registro Civil, con el Banco de 
Previsión Social, con el Instituto Nacional de Estadística y tres o cuatro organismos más. El funcionamiento 
de eso en red solo se puede hacer si se ha digitalizado todo y van al mismo ritmo. Y si el ritmo va a estar 
fijado en algunos casos porque hay un provento, según el trámite sea o no urgente o, inclusive, en algún caso 
se decide suprimir el trámite, entonces hay que tratar de que los trabajadores no pierdan ingresos, pero al 
mismo tiempo, hay que modificar el sistema, porque estructuralmente es imposible hacer la transformación 
del Estado si coexisten dos sistemas. Esto genera conflictos; ya hemos visto algunos casos. Seguramente, se 
va a generar alguna situación de tensión en casos puntuales, porque están acumulados en algunos lugares; son 
muy importantes en unos pocos lugares, y en otros, tienen una importancia mucho más marginal. Es un tema 
a considerar y se resolverá caso a caso; se necesita la facultad desde el punto de vista parlamentario. 


Solicito al equipo que haga el comentario del trazo grueso de los artículos más importantes. 


SEÑOR GANDINI.- En cuanto al procedimiento, hemos escuchado una exposición general y en algún 
momento estudiaremos artículo por artículo, como tradicionalmente lo hacemos. El señor Director de 
la OPP ha hablado del trazo grueso de los artículos más importantes. Es conveniente que en este 
momento, o después, analicemos artículo por artículo, puesto que nosotros tenemos que votar artículos 
y, por tanto, tenemos que evacuar las dudas acerca de cada uno de ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En base al repartido que se realizó, más lo que trasladó el Secretario de la 
Presidencia, doctor Toma, se analizará artículo por artículo. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Todo lo que la Comisión desee será 
tratado esta tarde o cuando se disponga. Se seguirá el orden de los artículos, o el repartido que hicimos 
para facilitar el estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el documento que tenemos figura la totalidad del articulado; es muy 
valioso el material que se presentó porque figuran los fundamentos y nos puede servir para el futuro. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Seguiremos el orden numérico de los artículos presentados. 


En el día de ayer se comentó algo con respecto al artículo 3%. A través de esta disposición se procura la 
equiparación de la remuneración de los cargos de particular confianza del Poder Ejecutivo, tomando como 
base la remuneración de los legisladores, y estableciéndose los mismos porcentajes diferenciales existentes 


hoy entre los propios cargos del Poder Ejecutivo. Se modifica meramente la base de cálculo, ya que ahora se 
toma la retribución del legislador. 


SEÑOR GANDINI.- Voy a reiterar una pregunta que hice en el día de ayer, porque es necesario para 
poder votar. 


Esta es una ley presupuestal, en la que se manejan fondos públicos, y se otorga una facultad al Poder 
Ejecutivo no importa a qué Poder Ejecutivo, el cual a partir de la aprobación de este artículo pasa a tener una 
delegación legal para tomar una decisión el Parlamento pierde control de ello porque le dio esa autorización, 
y nos parece importante conocer el costo de este artículo. 


Todos los artículos que vienen en los Presupuestos están costeados y tenemos que saber de qué se trata. Este 
artículo mueve una escala de funcionarios muy importante, no solo los que están comprendidos en la ley que 
se menciona. Creo que no lo analizamos esta mañana, que quedó para considerar ahora porque pertenece a 
OPP. Por ejemplo, hay una cantidad de cargos de adscriptos que cobran un porcentaje del salario del Director 
del organismo al que pertenecen, es decir que también mueve la escala salarial de los adscriptos, y así sucede 
con otros. 


Entonces, sería bueno que nos ayudara el Poder Ejecutivo costeando esta propuesta para que la Cámara de 
Diputados sepa lo que está votando; votamos una autorización legal, pero también votamos presupuesto. El 
próximo Gobierno antes de que se le apruebe el Presupuesto puede disponer de esto; por eso tiene que estar 
en el Presupuesto, tiene que haber una partida habilitada para ese momento, y es algo que debe votar esta 
Legislatura. Por tanto, requerimos que, si no es hoy, cuando se pueda preparar, se nos haga llegar cuánto va a 
costar este artículo, según la estructura de sueldos actuales. 


Es obvio que si mañana cambia el salario del legislador, esa es la escala de salarios que se mueve; 
cambiamos la base de cálculo de todos los que estamos aquí; entonces, sabremos que si aumentamos o 
reducimos un porcentaje equis el salario del legislador, estaremos aumentando o reduciendo en ese mismo 
porcentaje el dato que se nos va a dar hoy, más lo que corresponda al Parlamento. Entonces, para votar o no 
ese artículo es importante conocer ese dato. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 3” no tiene costo porque no es un artículo que sea de aplicación 
con la vigencia de esta Rendición de Cuentas; tendrá aplicación recién a partir de 2010. 


(Interrupciones) 


Le está dando la facultad, pero no es de aplicación inmediata; no es de aplicación en el año 2009, sino 
recién a partir de 2010 y el costo dependerá del sueldo de los legisladores en ese momento. Es decir, como 
correctamente decía ayer el Ministro Astori, puede ser de costo cero o menor al costo actual, o de costo 
mayor. 


SEÑOR POSADA.- ¿Me permite? 


No puede venir el Poder Ejecutivo a decirnos que esto puede costar cero. Está propuesto con un sentido que 
yo en particular lo comparto porque pienso que el nivel salarial de los Ministros y sus Secretarios debe estar 
acorde con el de los legisladores, pero no se puede venir a decir que no tiene costo, o que puede costar cero. 
Exijo, desde el punto de vista político, un poco de respeto por el ámbito parlamentario. En ese sentido, lo que 
corresponde es decir, en función de la realidad de hoy, cuánto cuesta esta propuesta del Poder Ejecutivo que 
va a ser aplicada a partir del año 2010 y que, en todo caso, allí vendrá presupuestada. Pero si hay intención de 
proyectar determinado cambio, lo elemental es saber cuánto cuesta. Esto corresponde; es un trato de respeto 
elemental al ámbito parlamentario. 


SEÑOR CONDE.- Me parece que los comentarios que ha hecho el Diputado Posada están salidos de 
tono y no se justifican en la intervención de los representantes del Poder Ejecutivo. 


Está muy bien ser exigente; en otras oportunidades yo lo he sido, pero para ello hay que empezar por ser 
preciso, y en los comentarios que han hecho los Diputados no lo han sido. Cuando se pregunta cuál es el 


costo, yo supongo que en realidad no quisieron preguntar cuál es el costo, porque si fuera cuál es el costo, 
hicieron mal la pregunta. El costo puede ser efectivamente cero si nosotros el próximo año votamos que los 
legisladores no van a tener aumento. En realidad, supongo que lo que se está queriendo preguntar... 


(Interrrupción del señor Diputado Posada) 


En realidad, lo que se está queriendo preguntar es cuál es el monto de retribuciones actuales de todos 
estos cargos para que nosotros sepamos, cuando vamos a votar, en qué monto varía y, por tanto, podamos 
calcular el costo. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 


———¿Por qué? Porque nosotros tenemos la potestad legal de fijar un aumento de salario cero. Es cierto que 
en la equiparación hay una diferencia entre las retribuciones actuales de los parlamentarios y las retribuciones 
actuales de todos estos cargos. Entonces, aquí hay dos componentes. Uno de ellos es un costo que puede 
surgir de la comparación de las retribuciones actuales, y admito que sería muy irreal pensar que los 
parlamentarios vamos a rebajarnos el sueldo. Entonces, podría hacerse una primera estimación del costo, 
comparando las retribuciones actuales de esos funcionarios con las retribuciones actuales de los 
parlamentarios. Luego se sabrá definitivamente el costo cuando votemos la norma, pero el costo total no se 
puede conocer al día de hoy. 


Reitero que me parece que no se trata de elevar el tono sino de ser precisos en cuanto a los datos que 
queremos recabar. 


SEÑOR BRENTA.- Yo quiero precisar dos cuestiones elementales. 


Comparto que esto pueda tener gasto cero porque los legisladores pueden fijar para los de la siguiente 
Legislatura un salario equivalente al salario actual de los Ministros de Estado; eso significaría que este 
artículo no tendría costo. O sea que nadie le faltó el respeto a nadie aquí cuando se dijo que efectivamente 
este artículo puede no tener costo. 


Reconozco al Diputado Posada un aspecto valioso: dijo lo que piensa sobre el artículo. Yo quisiera que todos 
dijéramos lo que pensamos sobre el fondo del artículo, porque aquí se planteó una pregunta que creo que 
tiene otra intención que es válida no hay ningún problema, pero, llegado el momento, hay que dar opinión 
sobre el fondo del artículo, y el Diputado Posada adelantó su opinión favorable. 


Yo también opino favorablemente y creo que cualquiera puede recurrir al planillado de las Rendiciones de 
Cuentas anteriores, observar los gastos y hacer la cuenta. Me parece que no hay ningún problema para 
obtener el costo del artículo, pero yo invito a dar opinión sobre el fondo del tema, a decir si pensamos que los 
Ministros, Subsecretarios y todos los demás cargos enunciados en este artículo deben tener una retribución 
asociada a la de los legisladores. Podemos pensar que no es así e, inclusive, podemos pensar lo contrario: que 
el salario de los legisladores debe ajustarse al de un Ministro de Estado. Lo planteo porque lo otro solo 
implica hacer una cuenta chica para que nos dé un monto y decir que se va a incrementar ese gasto; acá nadie 
es bobo. 


Entonces, más allá de que creo que el Diputado Posada se equivocó, valoro el hecho de que haya dado 
opinión sobre el fondo del asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay una lista de anotados. Yo solicito que las intervenciones se realicen con el 
tenor que corresponde a la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. Esta es la forma 
en la que hemos venido actuando hasta el momento y aspiramos a seguir con la mayor tolerancia y 
voluntad de parte de cada uno de nosotros. 


SEÑORA CHARLONE.- Antes que nada quiero decir que comparto lo que se ha planteado por parte 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en el sentido de que al día de hoy este artículo no tiene 
costo, porque establece una facultad que se le da a la próxima Administración sobre la base de una 
escala salarial de los legisladores. Tenemos una escala actual, pero no sabemos cuál será esa escala en la 
próxima Administración; dependerá de nosotros. 


Comparto totalmente el planteo del Diputado Brenta; el tema, en realidad, no es de costos, sino si 
compartimos la idea de que las retribuciones de un Ministro de Estado tienen que estar equiparadas con las de 
un legislador o si compartimos el criterio de que estos cargos tengan distintas retribuciones. Yo quiero decir 
que comparto lo que dijo el Diputado Brenta. Es más: adelantando opinión política diré que me parece un 
disparate que un Ministro, con las responsabilidades, con la dedicación y con la exposición que tiene, perciba 
un salario inferior al de un legislador. 


No obstante, creo que esto no puede generar tanto encono. De cualquiera manera, si la idea es que en función 
de nuestras retribuciones actuales se puede hacer un costeo de esto, debo decir que será tentativo, en el aire y 
no sabemos si lo aplicará o no el Gobierno que viene. Entonces, no es un problema de costos sino de criterios 
de equiparación; creo que ese es el fondo del artículo. 


SEÑOR GANDINI.- Aquí se reclamó que fuéramos precisos, aludiendo a que los Diputados entre ellos, 
yo no lo fuimos. Efectivamente, para ser preciso diré que por este artículo se faculta al Poder 
Ejecutivo, a partir del 1” de marzo, a otorgar una partida adicional. Lo dice el artículo; hay que leerlo. 
Los que quieren precisión tienen que leer primero. Se le faculta a otorgar una partida adicional. No 
puede ser para abajo; es para arriba. Esto es lo que quería plantear en primer lugar. 


Yo pregunté y fui preciso. Dije que necesitamos el costo al día de hoy, y lo menciono porque la historia 
indica que el último movimiento del salario de los legisladores lo fijó el Consejo de Estado; después se ha 
venido ajustando. Nadie puede creer que vaya a haber rebajas, aunque seguramente no habrá aumentos. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


———_Bueno, pero de entonces hasta ahora siempre siguió igual, nunca se modificó; desde el retorno a la 
democracia hasta ahora nunca se cambió. 


En este caso, estamos hablando de que habrá un aumento, y seguramente este será en el mismo sentido: los 
Ministros van a ganar lo que ganen los legisladores en ese momento, que será lo que ganan hoy, ajustado; del 
mismo modo, los funcionarios públicos ganarán lo que ganan hoy, ajustado. Estamos pidiendo un dato que 
parece elemental. A partir del 19 de marzo, el próximo Gobierno tendrá que disponer de esa partida, deberá 
tener esa disponibilidad de caja para pagar si usa esa facultad, y como no podrá fijarla, la determinará este; el 
próximo Gobierno tendrá su presupuesto más adelante. 


Repito: preguntamos un dato que nos parece muy concreto y lógico cuando el Parlamento tiene que aprobar 
este tipo de disposiciones. En su momento, todos nosotros daremos la opinión de fondo, pero para hacerlo 
tenemos que tener los datos necesarios. 


Como decía un Diputado: acá nadie es bobo; todos sabemos lo que estamos discutiendo. El Poder Ejecutivo 
tampoco es bobo; por algo no nos da los números. ¡Nosotros queremos los números, porque este es un 
proyecto de ley de presupuesto, no una norma programática! Y en los presupuestos se discuten datos, cifras, 
números y montos. ¡Y monto y costo es lo mismo! Lo que queremos es que en algún momento, antes de que 
tengamos que votar, el Poder Ejecutivo nos mande el costo de este artículo que, como todos, tiene costo a 
partir del 1% de marzo de 2010, sobre la hipótesis de que los salarios de los legisladores van a ser los actuales, 
ajustados. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Voy a decir algo complementario a lo que señala el Diputado 
Gandini. 


Me parecería razonable que a esta discusión el Gobierno hubiera traído información aunque sea comparativa, 
para saber concretamente de qué estamos hablando. Pero yo recojo el guante de lo que estaba planteando el 
Diputado Brenta; recojo el guante porque no vamos a eludir este tema. Vuelvan a sus despachos, lean los 
correos electrónicos y verán cómo este artículo anda circulando por Internet. Este es el tema que está en la 
opinión pública; de este tema la gente se ocupa, porque refiere a cuánto ganan los políticos, a cuánto le 
cuestan al Estado, cuánto nos cuestan a los políticos los impuestos, etcétera. [15:23:39] 


Aquí hay una segunda intención, que no es la aparente de regular un salario digno para los Ministros, si es 
que estos no ganan un salario digno y los legisladores sí, o equilibrarlo. En primer lugar, a partir de esta 


norma, el Poder Ejecutivo dejará de fijar sueldos a toda la jerarquía. ¿Los fijará el Parlamento? Lo digo 
porque la variable pasa a ser el sueldo del legislador. Entonces, no va a haber más fijación; el Poder Ejecutivo 
se saca de encima, nada más ni nada menos que fijar los salarios a toda la nomenclatura política del Estado, 
que se establecerán a partir del sueldo del legislador. 


Esta discusión va a renacer cuando el Parlamento el año que viene fije los sueldos de la próxima Legislatura 
que, como acá se ha dicho, no se han establecido. Yo, por ejemplo, quiero que se fijen; tengo posición sobre 
esto, la he dicho públicamente y la voy a decir acá. Yo creo que los legisladores deben tener sueldo 
diferencial; acá esto no se ha discutido. Siempre se elude la discusión acerca de que el sueldo de los 
legisladores no sea igual para todos, porque no todos están sometidos a la misma situación. Muchas veces se 
ha hablado de esto en el Parlamento, pero en el corrillo; nunca se enfrentó esa discusión acerca de que los 
legisladores del interior cobren distinto que los de Montevideo. Lo que estoy diciendo lo saben todos los 
legisladores presentes, porque siempre se ha hablado de este tema; por supuesto, habrá quienes estén de 
acuerdo y otros en desacuerdo. 


Si esto pasara, ¿a partir de qué sueldo se fijará el del Ministro? Tenemos que discutir esta norma. ¿A partir 
del sueldo del legislador de Artigas o del de Montevideo? 


SEÑORA CHARLONE.- Es un viático. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¡Ah!, es un viático. Esa es una discusión que daremos en su 
momento. Vamos a ver si el Parlamento fija o no. 


De todos modos, a mí me parece que es necesaria la transparencia en la discusión de un tema enormemente 
sensible para la opinión pública, como lo es este. De los cuatrocientos artículos, llegan a la gente los que le 
duelen a cada uno; ahora bien, este le llega a todo el mundo. Lo mejor hubiera sido decir que si eso pasara 
hoy, si esa norma en vez de aplicarse a partir de marzo del 2010, se aplicara a partir de hoy que no se va a 
aplicar, bien lo dijo el Ministro de Economía: por una razón ética los Ministros no van a pedir un aumento de 
su salario, solamente a los efectos informativos, costaría tanto. Con ese dato alcanzaría; de lo contrario, el 
señor Diputado Gandini va a decir que va a costar US$ 1:000.000, otro va a decir que US$ 1:500.000, dirán 
que los futuros políticos que ocupen cargos públicos se van a llevar US$ 12:000.000 por año, y será una gran 
confusión. Quitaríamos esa confusión que da para tanta cosa si trajéramos un dato comparativo a la fecha; si 
lo hiciéramos hoy, a partir de mañana, ¿cuánto saldría? Creo que con eso daríamos satisfacción a este 
requerimiento. 


SEÑOR ASTI.- Visto todos los comentarios que se han hecho sobre esta disposición, reitero que se 
exige que todo artículo del Presupuesto deba ser costeado cuando se habla del Presupuesto vigente. 
Estamos planteándonos una facultad para el próximo Poder Ejecutivo que va a enviar su Presupuesto. 


Asimismo, cuando se dice que desde ahora en adelante va a ser el Poder Legislativo el que va a fijar la escala 
salarial del Poder Ejecutivo, nos estamos olvidando de que es una facultad que ejercerá o no. O sea que va a 
seguir fijando el Poder Ejecutivo, dentro de los límites que establece este artículo, la equiparación con 
respecto a los sueldos de los legisladores, si quiere hacerlo. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Indudablemente, el salario de los legisladores está incambiado 
desde que se reinstituyó el sistema democrático se fijó en 1985 y va a continuar así. 
Constitucionalmente, esta Legislatura está obligada a fijar los salarios de la que viene, pero va a 
establecer los mismos. 


Vemos que la intención de este artículo si lo leemos detenidamente es subir el salario. Por algo dice como 
bien dijo el señor Diputado Gandini que se faculta a otorgar una partida adicional. Si decimos una "partida 
adicional" es para arriba; si hoy un Ministro gana $ 60.000, le vamos a dar $ 20.000, $ 30.000 o $ 40.000 
más. 


El último inciso del artículo dice: "Esta partida no será considerada en las dotaciones de cada uno de los 
cargos que se toman como base de cálculo o referencia para la determinación de otras remuneraciones". 


Quiere decir que realmente es una partida que no va a ir en el sueldo sino en un renglón aparte en la 
liquidación esas cosas que yo critico y el sueldo del Ministro va a ser tanto y la partida de equiparación que 
supongo que se irá a llamar así será de tanto. Esa es la realidad. 


Nosotros preguntamos sobre el costo porque es lo que la gente pregunta primero: ¿cuánto va a costar pagar 
esto a los Ministros, a los Subsecretarios, a los Directores Generales y a toda la chorrera, porque no son 
solamente los Ministros sino todo un equipo? Todo el mundo lo pregunta. Queremos saber cuánto costaría si 
se aplicara a partir del 1* de julio. Le es más fácil a quien lo propuso decir las cifras que calcularlas nosotros, 
con los menguados recursos humanos que tenemos en el Parlamento; es por eso que se pidieron cifras. 


Adelanto mi postura: yo voy a votar en contra de esto; no lo comparto. Si bien son distintas las obligaciones 
de los señores Ministros, Subsecretarios, Directores Generales y demás que las de los legisladores, también 
son diferentes las retribuciones y otras cosas que tiene cada cargo. Para equipararlas, tendríamos que 
preguntarles qué otras cosas tiene un Ministro, un Subsecretario, un Director General que no tiene un 
legislador. Por ejemplo, puedo citar: auto con chofer, teléfonos, secretarios; en fin, entraríamos en una 
chorrera enorme que yo no conozco y, de repente, algún Ministro mañana nos manda su lista. 


Este tema es muy complejo. Yo reitero que no voy a votar este artículo, porque no lo comparto. Tome nota, 
señor Presidente: mi sugerencia al Gobierno es que retire este artículo de la Rendición de Cuentas; esto sería 
mucho menos conflictivo y le ahorraría un dolor de cabeza a este Gobierno y, por supuesto, la pérdida de 
muchos votos. 


SEÑORA CHARLONE.- Agradecemos el consejo al señor Diputado González Álvarez, que 
seguramente quiere que votemos muy bien. 


En relación con este artículo, necesariamente tiene que ser una facultad, porque nosotros no podríamos 
obligar al próximo Poder Ejecutivo a fijar determinados niveles retributivos para sus Ministros. O sea, va a 
ser una facultad que la próxima Administración aplicará o no; no lo podríamos poner preceptivamente. 


Por otro lado y desde el punto de vista político, comparto que esté dado como una facultad que la 
Administración anterior da a la siguiente, porque sería muy incómodo para cualquier Administración entrante 
presentar una norma en la que se aumentan determinados niveles retributivos, y todos sabemos de lo que 
estamos hablando. Es una facultad que se otorga; la aplicará o no. No lo podemos fijar preceptivamente, 
porque nosotros no tendríamos derecho a obligar al próximo gobierno, que no sabemos de qué color va a ser, 
en la forma de retribuir a sus Ministros. Sería muy incómodo y, precisamente, cuando vino el equipo 
económico dijo que no iban a plantear aumentos de sueldos para ellos mismos, así como nosotros, los 
legisladores, no votamos los sueldos para nuestra Legislatura sino para la siguiente. 


Si es tan importante desde el punto de vista político tener esa cifra, se puede traer un costo en base a nuestras 
retribuciones al día de hoy, pero estamos trabajando en el aire del aire del aire, porque, como decía, no 
sabemos cuáles van a ser los sueldos de los legisladores y es para el Presupuesto que viene y no sabemos qué 
va a hacer el próximo Poder Ejecutivo. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Quisiera hacer algunas 
aclaraciones; creo que ciertos elementos ya han sido expresados. 


Aquí hay un problema de criterio y otro de delicadeza. Si se quiere llevar el debate a otro terreno, hagámoslo. 
Pero en realidad, en la esfera del Gobierno, incluida su agrupación parlamentaria, lo que está en debate es 
cuál va a ser el sueldo de los legisladores en el futuro. No necesariamente hay que llegar a la conclusión de 
que todo va a seguir como está; eso es algo que no se ha decidido y que se puede modificar. En todo caso, ese 
sería otro debate que se va a dar el año que viene. Pero aquí hay un problema de delicadeza. Así como se ha 
establecido sabiamente para los parlamentarios que no se fijen los sueldos sino que se determinan los del 
futuro, se quiere hacer lo mismo con el Poder Ejecutivo. Entonces, se fija el criterio; se puede estar en 
acuerdo o en desacuerdo con este pero, en realidad, ya existe una facultad. 


La doctora Cecilia Menéndez, que es una especie de enciclopedia en estas cuestiones, me lo recordaba y ella 
lo comentará a continuación. En el artículo 14 de la Ley N* 17.296 hay una facultad que autoriza a 
reestructurar las remuneraciones de los cargos de particular confianza, establecidos en un listado en una ley 


anterior. Aquí se avanza cuando este Poder Ejecutivo decide esto eso no es algo que yo haya ostentado 
personalmente; he dicho públicamente una cosa un poco distinta y dice que entiende conveniente, pertinente 
y adecuado otorgar la facultad para que los cargos del Poder Ejecutivo correspondientes al nivel de Ministro 
y escalones siguientes tengan el mismo nivel de retribuciones que los del Poder Legislativo. Esto es lo que se 
dice; no lo quiere aplicar para esta Administración. Entonces, otorga la facultad y deja las manos libres a la 
próxima Administración. 


Nosotros podemos hacer un ejercicio, pero sería académico absolutamente académico, porque este artículo 
no tiene costo actual. Entonces, fundándonos en la hipótesis de que el actual Poder Legislativo votaría el año 
que viene los mismo salarios que en la actualidad para el próximo Poder Legislativo, podríamos estimar cuál 
sería el costo de este artículo en el próximo Gobierno, si decidiera aplicar esta facultad. Ahora bien; reitero 
que es un ejercicio académico. Cualquiera de nosotros puede hacerlo, pero no es parte de un cálculo 
presupuestal. 


De cualquier manera, a los efectos de que comente la facultad que ya se tiene, si la Mesa lo autoriza, pediría a 
la doctora Menéndez que hiciera uso de la palabra. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 14 de la Ley_N” 17.296 ya autorizaba al Poder Ejecutivo a 
reestructurar las remuneraciones de los cargos de particular confianza, establecidos en el artículo 9” de 
la Ley N” 15.809 y modificativas. En su oportunidad, esa ley autorizó al Poder Ejecutivo a modificar 
las remuneraciones de los cargos de particular confianza; en determinado momento, alguien dijo que 
las debía fijar el Poder Ejecutivo. En realidad, las remuneraciones de los cargos de particular 
confianza no las fija el Poder Ejecutivo, si la ley no lo faculta para ello, sino la propia ley. En principio, 
pues, los sueldos para los cargos de particular confianza están fijados por el artículo 9” de la Ley N” 
15.809, que toma como 100% el sueldo del Subsecretario y a partir de eso establece las distintas 
remuneraciones de los cargos de particular confianza. 


Quiere decir que a esas remuneraciones siempre las establece la ley y no el Poder Ejecutivo, salvo que la ley 
lo autorice expresamente a esos efectos. Eso fue lo que ocurrió con el artículo 14 de la Ley N* 17.296, que, si 
bien se aprobó por el Poder Legislativo, nunca fue aplicado por el Poder Ejecutivo porque se lo debía aplicar 
a sí mismo, es decir, a sus propios Ministros y funcionarios de particular confianza. Por eso, el artículo que 
hoy se presenta es para el futuro y no para los actuales cargos de particular confianza del Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, quiero aclarar que esto no arrastra a todos los salarios de los cargos de particular confianza, 
porque así lo establece el último inciso, cuando dice que esta partida no será considerada en las dotaciones de 
cada uno de los cargos que se toman como base de cálculo o referencia para la determinación de otras 
remuneraciones. Es decir que alcanza, pura y exclusivamente, a los cargos de particular confianza que ahí se 
detallan. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: viene brava la mano. Si le vamos a dedicar tanto tiempo a cada 
artículo, tendremos que pedir bastante café, porque estaremos toda la noche aquí. 


(Interrupciones) 


Acá estamos en una discusión eminentemente política. Vamos a entendernos: ¿qué es lo que quieren los 
señores Diputados de la oposición, con todo derecho? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Diríjase a la Mesa, señor Diputado. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: ¿qué es lo que quieren las dignísimas señorías de la oposición? 
Que el Poder Ejecutivo diga una cifra para, en lugar de manifestar que por este artículo se va a 
facultar al próximo Gobierno a otorgar determinados aumentos, salir prestos a decir: "En esta 
Rendición de Cuentas, el Gobierno está aumentando los sueldos del Gobierno en tantos millones de 
pesos". Es eso. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¡No puede adjudicar intenciones! ¡Está fuera del Reglamento! 


(Interrupciones.- Diálogos) 


SEÑOR GAMOU.- Entonces, como bien decía el señor Diputado Mujica que es quien me acaba de 
abrir la cabeza, si quieren saber, saquen ustedes los cálculos. Pero, ¿es que le van a pedir al Poder 
Ejecutivo un ejercicio de simulación? Hipótesis uno: siguen los salarios de los legisladores igual; 
entonces, es tanto. De repente, sale la idea del señor Diputado González Álvarez, quien alguna vez 
habló conmigo de que quería rebajar la retribución de los legisladores. De manera que, hipótesis 
González Álvarez: tanto. Hipótesis MPP: ¡ni qué hablar! ¡Ahí tendríamos un ahorro monumental! 


(Hilaridad) 


Entonces, me parece que a esta altura lo digo con el mayor cariño para con mis colegas de la oposición, 
que además saben que nos peleamos porque nos queremos nosotros no vamos a aflojar. Dudo mucho que la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto vaya a largar hoy una cifra. Ustedes sigan insistiendo; pero me parece 
que hay unos cuantos artículos más en los que seguramente vamos a tener posiciones encontradas, y creo que 
nuevamente estamos en un callejón sin salida. Por lo tanto, como sé que todos tenemos muchas cosas para 
hacer, plantearía que se cerrara la discusión sobre este asunto. 


SEÑOR GANDINL.- Estoy seguro de que la intención del señor Diputado Gamou no era no dejarme 
hablar cuando planteó cerrar la discusión. 


Yo planteé con mucha claridad que no esperaba que se me diera un número en el día de hoy, sino antes de 
que votemos la Rendición de Cuentas, porque se trata de un dato que nos parece relevante. Creo que esto lo 
planteé con seriedad; el debate vino por otras adjudicaciones y calificativos. 


Voy a dejar un par de preocupaciones más. Efectivamente, en el último inciso se establece un mecanismo 
para que estas dotaciones no se tomen como base de cálculo de otros cargos. Sin embargo, me parece que se 
genera una situación compleja, porque hay otros cargos que tienen sus complementos salariales fijados por 
porcentaje. Entonces, uno se pregunta cuál va a ser, por ejemplo, el salario de los adscriptos que cobran el 
85% de lo que percibe su jerarca. Cuando su jerarca mueva el salario, ¿qué salario obtienen? ¿El 85% del 
anterior? Esa es una interpretación que no parece demasiado lógica. Dejo esto como una preocupación. 


La otra preocupación que quiero manifestar es la siguiente. El inciso segundo del artículo 216 de la 
Constitución de la República establece: "No se incluirán ni en los presupuestos ni en las leyes de Rendición 
de Cuentas, disposiciones cuya vigencia exceda el mandato del Gobierno ni aquellas que no se refieran 
exclusivamente a su interpretación o ejecución". Podemos discutir si algunas de las que votamos exceden o 
no la vigencia, pero esta se fija para el otro Gobierno, esta sí que está en contra de lo establecido en el 
mencionado artículo. Acá ya nadie se asombra de que pasen estas cosas, pero es evidente que se fija una 
norma que regirá a partir del próximo Gobierno. Se me puede decir que el costo va a venir después y 
dependerá del próximo Gobierno. Sin embargo, quiero aclarar que nosotros estamos votando una ley que el 
Gobierno trae para que votemos, porque sabe que corresponde al Poder Legislativo; así lo establece la 
Constitución de la República. A través de este mecanismo lo que hacemos es delegar al Poder Ejecutivo; la 
ley le da la autorización al Poder Ejecutivo. Es decir que la ley de presupuesto que votamos hoy incorpora un 
artículo cuya vigencia comienza después de este Gobierno, más allá de que tenga o no costo. Aquí no se 
habla de costo. Dice que no se incluirán en las leyes de Presupuesto ni en las leyes de Rendición de Cuentas 
normas cuya vigencia exceda el mandato del Gobierno. Esta no solo lo excede, sino que empieza a regir en 
un próximo Gobierno. La facultad es discutible: si quiere la usa y si no quiere, no. Pero no estamos hablando 
de cómo lo va a manejar el próximo Gobierno; lo que estamos diciendo es que este próximo Gobierno va a 
tener una ley aprobada con una facultad conferida por un Gobierno anterior, y creo que esto está francamente 
inhibido por una disposición constitucional. Aclaro que no pretendo abrir el debate, sino que se considere lo 
que se nos está proponiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, todas las consideraciones realizadas por parte de los señores 
legisladores van a ser atendidas y tenidas en cuenta por nuestros visitantes y oportunamente tendremos 
información, más allá de todo lo explícito que han sido. 


SEÑOR BRENTA.- En primer lugar, quisiera pedir que se reparta el artículo 14 de la Ley N* 17.296 a 
que se hacía referencia y el artículo 7” de la Ley_N” 16.320, a que hace referencia ese artículo. No voy a 
pedir que se repartan las leyes, porque una es una Rendición de Cuentas firmada por el ex Presidente 
Batlle y la otra por el ex Presidente Lacalle. Creo que sería bueno que se repartan para seguir 
ilustrándonos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a distribuir, señor Diputado. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 4” pretende dar solución a un problema que la Oficina Nacional 
del Servicio Civil ha constatado desde el año 1985, y es lo que ocurre cuando existe una contradicción 
entre la Junta Médica del Ministerio de Salud Pública y la del Banco de Previsión Social con respecto a 
la capacidad o incapacidad de un funcionario para el desempeño de sus tareas habituales. En los casos 
en que ocurre un dictamen médico por parte del Ministerio de Salud Pública afirmando la incapacidad 
del funcionario para continuar cumpliendo sus tareas habituales, el Poder Ejecutivo tiene la obligación 
legal de destituirlo. Si en ese caso el Banco de Previsión Social le realiza una nueva Junta Médica y esta 
no coincide con la anterior, el funcionario debe ser destituido y no tiene derecho a percibir una 
jubilación por incapacidad. Esta norma pretende solucionar este conflicto, que ya lleva prácticamente 
veinticinco años. Los casos que hemos visto en la propia Oficina, la posición que ha sostenido la Oficina 
Nacional del Servicio Civil a través de las distintas Comisiones nacionales que la integraron y los 
Fiscales de Gobierno que han opinado sobre el tema, coinciden en que respecto de los funcionarios 
públicos existe una preeminencia del dictamen médico emitido por el Ministerio de Salud Pública. Este 
artículo simplemente pretende ratificar esa solución, a los efectos de evitar la dilación de esos trámites 
que, en definitiva, lo único que hacen es perjudicar al funcionario que padece una enfermedad que lo 
incapacita para seguir desempeñando sus funciones. 


El artículo 5” define, de acuerdo con los conceptos doctrinarios más recientes, lo que es el arrendamiento de 
obra y el arrendamiento de servicios, recogiendo para la Administración Pública lo que ya venía dándose en 
las últimas normas de carácter legal y reglamentario y lo que fue un cambio de concepto sostenido por el 
Tribunal de Cuentas al admitir el arrendamiento de servicios dentro de la Administración Pública. 
Simplemente, lo que este artículo hace es definir ambos conceptos de modo que la Administración los 
aplique correctamente. También hemos observado que muchas veces se denomina arrendamiento de obra a lo 
que es un arrendamiento de servicios y viceversa. 


En el artículo 6" se establece en forma más prolija la situación de becarios y pasantes, que se ha ido 
modificando a través de diversas leyes anteriores. El becario había quedado con un horario menor al del 
pasante y con la misma retribución. Mediante este artículo se intenta que el becario tenga un horario laboral 
de treinta horas semanales como máximo, por lo que puede llegar a percibir hasta cuatro bases de 
prestaciones y contribuciones. No es así la situación del pasante, que puede trabajar en un régimen laboral de 
seis u ocho horas y su remuneración es de hasta siete bases de prestaciones y contribuciones si el horario 
fuera de cuarenta horas semanales. Hay una diferencia entre el becario y el pasante: el becario, de acuerdo 
con la definición, es un estudiante; el pasante es quien ya tiene un título y está realizando su primera práctica 
laboral dentro de la Administración. De ahí la diferencia. 


Los artículos 7” y 8* establecen con qué créditos pueden contar los organismos de la Administración Central 
para financiar las reestructuras previstas en el artículo 21 de la ley de Rendición de Cuentas anterior. 


El artículo 9” también tiende a colaborar con el financiamiento o con la formulación de esas nuevas 
estructuras, en cuanto elimina el artículo que disponía la supresión de vacantes, permitiendo la utilización de 
las mismas ya sea mediante su provisión o su reformulación a través de la reestructura. 


SEÑOR ASTI.- Quiero referirme al artículo 6”, que define el régimen de becarios y pasantes. En este 
caso, se están fijando las retribuciones para becarios y pasantes. ¿No existían normas anteriores que 
las fijaran? 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Sí. Había una norma la Ley N” 17.296 que las fijaba en cuatro salarios 
mínimos nacionales. La interpretación de la Contaduría General de la Nación fue que, habida cuenta 
de que a posteriori se implementó la base de prestaciones y contribuciones, esos cuatro Salarios 


Mínimos Nacionales significaban cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones. Lo que ocurrió es que 
ese salario era el mismo para los becarios que para los pasantes. Posteriormente, en la Ley de 
Presupuesto Nacional si no recuerdo mal se estableció que el horario de labor de los becarios no podía 
ser superior a treinta horas semanales. De esta forma, los becarios pasaron a trabajar menos pero a 
cobrar lo mismo que los pasantes. Acá tratamos de corregir esa situación: dejar la misma 
remuneración para los becarios y llevar a siete Bases de Prestaciones y Contribuciones la de los 
pasantes. 


El artículo 10 ya fue comentado por el profesor Rubio en el sentido de que tiene como destino reforzar la 
carrera administrativa del funcionario público y eliminar todas las formas de prestación de servicios, dejando 
el arrendamiento de obra, el arrendamiento de servicios y alguna figura más que no sea funcionario. También 
se establece la finalización de los contratos a término una vez que se aprueben las nuevas estructuras de 
puestos de trabajo. 


El artículo 11 modifica el artículo 12 de la última Ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, que establecía el ingreso a la función pública. Ese artículo 12 preveía que el ingreso a la 
función pública se hiciera siempre a través de una función contratada del grado mínimo de cada escalafón. La 
modificación que se propone es que no sea el grado mínimo, sino el grado de ingreso. Si fuera el grado 
mínimo de cada escalafón, es decir, el más bajo, y no el grado de ingreso, que es el último grado ocupado no 
hay que olvidar que se procura una transformación de esa función contratada en un cargo presupuestado de 
idéntico grado, escalafón y serie, se estaría provocando una distorsión de la estructura administrativa. Si se 
aprueba determinada estructura para puestos de trabajo, después no podemos empezar a transformar las 
vacantes que nos quedan en grados mínimos porque los nuevos ingresos terminarían en Grado 1, en lugar de 
ocuparse los cargos que puedan quedar vacantes en una estructura que ya fue pensada de acuerdo con las 
necesidades del servicio. Lo que se hace es una modificación respecto al grado por el que se ingresa. No se 
ingresa por el grado mínimo del escalafón, sino por el grado de ingreso, que es el mínimo ocupado o el 
mínimo existente en esa organización. 


Con respecto a este artículo, creo que es oportuno hacer la siguiente aclaración. El cuarto inciso establece: 
"Transcurrido un año, previa evaluación satisfactoria del funcionario, la función contratada se transformará 
en un cargo presupuestado correspondiente al mismo escalafón y grado [...]". Donde dice "escalafón y grado" 
debería decir "escalafón, serie y grado". 


El artículo 12 fue largamente comentado por el profesor Rubio. De todas formas, quiero decir que aquí 
también hay una omisión. En el segundo inciso, donde dice, "Los funcionarios que no reúnan el perfil para 
ocupar un cargo", debe decir "Los funcionarios cuyos cargos sean suprimidos y que no reúnan el perfil". 
Tienen que darse las dos condiciones: que el cargo sea suprimido por reestructura y que el funcionario no 
reúna el perfil para ocupar algunos de los cargos de la estructura nueva. En ese caso se aplicarían las 
opciones comentadas extensamente en la sesión del día de ayer por el profesor Rubio. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- El literal a) del artículo 12 establece: "Ser capacitados para 
permanecer en su propia Unidad Ejecutora o redistribuirse |[...]", y continúa. A pesar de que el 
Director de Planeamiento y Presupuesto nos dio un pantallazo, me gustaría que se aclarara de qué se 
trata la capacitación y qué cargos son. Si bien se establece que será de acuerdo con el artículo 21 la Ley 
N? 18.172, quisiera contar con más detalles. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Como se ha señalado, este artículo genera una serie de opciones a los 
funcionarios cuyos cargos sean suprimidos y no reúnan el perfil para ocupar un cargo. 


En cuanto a la pregunta de la señora Diputada, la primera instancia es la de la recapacitación para permanecer 
en su propia Unidad. Como el perfil del funcionario puede estar en cualquier nivel de la carrera 
administrativa, la recapacitación debería darse en el sentido de procurar que permanezca en la Unidad 
Ejecutora. Atendiendo a la nueva estructura, la propia Oficina Nacional del Servicio Civil estaría ofreciendo 
la posibilidad de reinsertarse en cualquiera de los niveles de la nueva estructura organizativa de la institución, 
Unidad Ejecutora o Inciso en su totalidad como podría ser el caso del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, que será objeto de reestructura, con recursos previstos en esta Rendición de 


Cuentas, que se prevé a través del artículo 21 de la anterior Rendición de Cuentas. Reitero que la 
recapacitación podría ser en cualquiera de los cargos o perfiles que se prevean en la reestructura. 


SEÑOR RAMOS.- Me parece excelente la pregunta de la señora Diputada porque es una de las 
preocupaciones fundamentales, ya sea de parte de los funcionarios como de COFE. En términos más 
simples, se trata de no dejar tirado al funcionario que no reúna el perfil, de acuerdo con la nueva 
definición de competencias que debería realizar. 


En ese sentido, eso también significa una redignificación de la Oficina Nacional del Servicio Civil. La 
Escuela Nacional de Administración Pública como se denominará a la Escuela de Capacitación tendrá un rol 
fundamental en estos procesos de reestructura. Todos estamos queriendo avanzar hacia eso a efectos de dotar 
a los Ministros del personal adecuado en los lugares adecuados. La recapacitación deberá cumplir un rol 
esencial, clave y estratégico en estos Incisos. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Entiendo perfectamente que esta sea mi preocupación, la de mis 
compañeros y la de COFE, pero quisiera saber quién evaluará el perfil personal. Evaluar el perfil 
profesional es muy fácil, pues hay una carrera y preparación para cada uno de los cargos. ¿Quién 
evalúa el perfil personal de cada funcionario? ¿Quién evalúa hasta dónde están comprometidos con 
una reestructura que se dispone desde el Ministerio? 


SEÑORA SANTESTEBAN.-- En este caso, también es absolutamente estratégica la participación de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Como se comprenderá, la reestructura es un proceso complejo. La iniciativa de la propuesta se presenta a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, se evalúa en principio desde el punto de vista de los perfiles requeridos 
por la propia Oficina hay un equipo especializado que, además, estuvo trabajando todo este tiempo en la 
elaboración del nuevo Sistema Integrado Ocupacional y Retributivo; existen los instructivos en este sentido y 
la propuesta de reestructura es estudiada por la propia Oficina Nacional del Servicio Civil. Desde el punto de 
vista presupuestal y de la planificación estratégica es analizada por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
y estamos previendo la creación de equipos conjuntos con la Contaduría General de la Nación para que, 
cuando se presente la reestructura, realmente tenga un enfoque integral, desde el perfil que está proponiendo 
la propia institución, la Unidad Ejecutora o el Ministerio en su caso. Desde el punto de vista de la estrategia y 
la planificación, así como de la gestión del cambio por eso verán que además se crean determinadas unidades 
para analizar estos procesos, que los consideraremos en forma conjunta con la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto- y del crediticio, existe el crédito presupuestal asignado conjuntamente con la Contaduría 
General de la Nación. 


Este es el esquema con el que estamos trabajando en este momento para las propuestas de reestructura que 
están sobre la mesa en este momento. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Falta conocer de qué grados estamos hablando dentro del escalafón. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Como también lo adelantó el profesor Rubio en su exposición inicial, en 
esta instancia tendremos algunas experiencias de reestructuras, completas o prácticamente completas, 
como es el caso del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, toda la 
Auditoría Interna de la Nación. La propia Oficina Nacional del Servicio Civil es uno de los casos en los 
que trataremos de avanzar o concluir con una reestructura seria, con estas pautas que mencionaba. 
Además, tendremos experiencias en la Dirección General de la Salud, en algunas áreas que tienen que 
ver con el Ministerio de Relaciones Exteriores, como, por ejemplo, Inteligencia Comercial, algunas 
áreas del Ministerio del Interior y del Ministerio de Defensa Nacional, sobre todo en aquellos cargos de 
alta conducción. Luego trataremos de apoyar los procesos de reestructura de Direcciones de Secretaría 
de ocho Ministerios, que están reflejados en esta Rendición de Cuentas. 


Entonces, en aquellas Unidades Ejecutoras en las que se prevé la reestructura de todos los niveles 
escalafonarios, el estudio realmente será de toda la estructura escalafonaria. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Entonces, en este caso se dejaría sin efecto el artículo 30 de la 
Rendición de Cuentas del año pasado, que creaba la maestría en política y gestión pública como una de 
las condicionantes para acceder a los últimos grados. Se llega hasta el grado de conducción y no se 
alcanza los niveles CO2 y CO3. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Es muy oportuna la pregunta de la señora Diputada, porque es uno de los 
aspectos que deben comprenderse cabalmente. 


Lo que se cambia con respecto a la Rendición de Cuentas anterior es que se partió de la base de que no era 
conveniente en función de lo que nos plantean los distintos Incisos de la Administración Central llegar con 
los cargos hasta el nuevo escalafón de alta conducción, que en la Rendición de Cuentas anterior llegaba hasta 
el grado 20. Lo que estamos proponiendo como cambio en esta Rendición de Cuentas es que la carrera 
administrativa y la creación de los cargos alcancen, en principio, hasta el grado 17, y los que anteriormente 
eran grados 18, 19 y 20 se transformen en funciones. Para el cumplimiento de estas funciones se prevén 
determinados niveles retributivos en esta Rendición de Cuentas. Es decir: no se cambia la exigencia de la 
maestría, prevista en la Ley N” 18.172, sino todo lo contrario. Para todo el escalafón de alta conducción será 
absolutamente imprescindible cumplir con las exigencias de la maestría. Además, para todos aquellos que 
pudieran aspirar a ese cargo, se está iniciando la primera generación de la maestría de alta administración 
pública en el segundo semestre de este año. 


SEÑOR RAMOS.- Lo que estamos haciendo en este caso es, inclusive, ampliar los niveles de 
capacitación, para que no solo se restrinja la maestría de gestión pública para la alta conducción, y 
vaya más allá de quienes aspiran a los cargos de alta conducción. Lo que nos interesa mucho y por eso 
el esfuerzo que está haciendo la Oficina Nacional del Servicio Civil es la capacitación "in situ" del 
funcionario a todo nivel jerárquico. 


En ese sentido, hay estudios de la Oficina Nacional del Servicio Civil que datan del principio de los setenta 
que dan cuenta de que nuestros funcionarios solían entrar bien capacitados, pero luego se desmotivaban, más 
allá de los esfuerzos de la Escuela "Aquiles Lanza". Me refiero a una capacitación más técnica que quizás no 
tenga tanto que ver con un curso de alta dirección, sino con el oficio, con la profesión que se está ejerciendo. 
Este es el tipo de capacitación que se va a ofrecer a estos funcionarios para actualizar estos conocimientos. 


En definitiva, se trata de una ampliación muy importante del concepto de capacitación para las competencias 
del funcionario. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Para poder realizar la maestría la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, a requerimiento del jerarca del Inciso, autorizaba al funcionario a hacerla. Es decir, el jerarca 
del Inciso era quien autorizaba y elegía a la persona para hacer la maestría, que era uno de los 
requisitos para llegar a los altos cargos de conducción. 


Ayer dijimos y lo repetimos que a nuestro entender era discrecional la elección del jerarca de quién haría la 
maestría, y solo esa gente podría llegar a los altos cargos de conducción. 


Por otra parte, el Director nos decía en su presentación que los cargos de conducción son de carrera, y 
estarían atados a un compromiso de gestión. Si no entendí mal, después afirmó que si nadie cumplía con los 
requisitos para llenar el cargo de alta conducción internamente, se haría un llamado abierto. Quiero saber si 
esto es así. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Por una cuestión de orden me gustaría que siguiéramos analizando el 
resto de los artículos porque todo lo que está planteando la señora Diputada Peña Hernández está 
previsto en el artículo 21. 


No obstante, quiero aclarar enfáticamente que lo que plantea la señora Diputada Peña Hernández en torno a 
quiénes estarían habilitados para realizar la maestría a fin de acceder a los cargos de alta conducción, es 
exactamente lo contrario, por cuanto lo que se estableció fue que primero se accedía al cargo de alta 
conducción y aquellos funcionarios que hubieran sido admitidos y accedido al cargo, en este caso, en el 


grado 17 y función 18, 19 y 20, serían quienes efectivamente cursarían esa maestría de manera obligatoria. O 
sea que, lejos de que fuera el jerarca quien definiera quiénes cursan esa maestría, la oportunidad la tendrían, 
en primera instancia, aquellos que accedieran a ese cargo. 


De todas maneras, voy a solicitar a alguien del equipo que nos acompaña, a la doctora Gabriela Hendler, que 
aclare cuál es la situación actual en cuanto a la posibilidad de participar en el curso de maestría, sobre el que 
consulta la señora Diputada Peña Hernández. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Me parece muy bien lo que aclara la doctora Santesteban. Creo que 
puede ser una forma de interpretación. Puede ser una modificación del posicionamiento que hubo en la 
Rendición de Cuentas del año 2006, porque en el artículo 30 se aclara perfectamente. Podemos volver a 
leerlo: ' La Oficina Nacional del Servicio Civil, a requerimiento del jerarca del Inciso, podrá autorizar 
la participación de los titulares de cargos del subescalafón 'CO?2' (...), en el referido programa de 
formación". Entonces, por esa razón, me parece que puede ser un error de interpretación. Puede ser 
que ahora se interprete de esa manera, pero acá está bien claro, es decir, que para llegar al último 
escalafón necesitan la maestría, y la maestría es a requerimiento del jerarca, que da la autorización 
para que se pueda hacer. Así está claramente establecido en la Rendición de Cuentas del año 2006. Me 
parece fantástico que esto se haya podido rever, porque el año pasado tuvimos una discusión muy 
fuerte y la seguimos teniendo. Por eso queremos que conste en la versión taquigráfica, porque es muy 
bueno que los funcionarios sepan cuáles son los procedimientos que se van a manejar en este tema tan 
delicado para ellos. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Agradecemos nuevamente la pregunta a la señora Diputada Peña 
Hernández, porque nos parece muy importante que esto quede absolutamente aclarado. 


En este sentido, simplemente quiero señalar que el artículo al que ella se está refiriendo es el 35 de la Ley N? 
18.172 y no el 30. Reitero que sería conveniente que la doctora Gabriela Hendler aportara más información 
con respecto a la aplicación de este artículo. 


SEÑORA HENDLER.- Hecha la aclaración numérica, porque en realidad es el artículo 35 de la Ley N* 
18.172 al que hacía referencia la señora Diputada, debo decir que en este proyecto de ley no se propone 
hacer ninguna modificación a ese artículo. 


La manera en que fue previsto este programa de formación es tal cual surge de la lectura, cuya comprensión 
no ofrece mayores dificultades. Fue previsto como un requisito para aquellos funcionarios que accedieran al 
subescalafón de alta conducción, o sea, de los Grados 17 al 20 en la escala del SIRO. Lo que sufrió 
modificaciones fue la composición de este subescalafón de alta conducción que, en cuanto a carrera, llega al 
Grado 17, y después está previsto que puedan crearse puestos de trabajo, cuya naturaleza será la de funciones 
en los Grados 18 a 20. Esto es en cuanto a la estructura de puestos de trabajo, no en cuanto a la exigencia de 
esta maestría; eso permanece igual. 


Este mismo artículo faculta al Poder Ejecutivo a cambiar las condiciones de exigibilidad de este programa de 
formación obviamente, esto tiene que traducirse mediante el dictado de un decreto, es decir, en lugar de 
preverlo como un requisito, quizás pueda cursarse la maestría antes de acceder a este escalafón de alta 
conducción. Esa era la referencia que hacía la Subdirectora de la Oficina Nacional del Servicio Civil, doctora 
Santesteban, cuando aludió a que está en curso la primera promoción de esta maestría en política y gestión 
pública, apuntando a quienes estén interesados en desempeñarse en alguno de los cargos de alta conducción 
que fueron creados en la Ley de Rendición de Cuentas del año 2006. 


En este caso, el Poder Ejecutivo estará haciendo uso de esa facultad que le acordó la ley, cambiando la 
condición de exigibilidad. 


La señora Diputada Peña Hernández hacía alusión a lo que prevé el inciso cuarto de este artículo 35 que dice: 
"La Oficina Nacional del Servicio Civil, a requerimiento del jerarca del Inciso, podrá autorizar la 
participación de los titulares de cargos del subescalafón 'CO2' Conducción del escalafón de Conducción, en 
el referido programa de formación". Esta es una facultad que se acuerda a la Oficina, naturalmente, en el 
ejercicio de la competencia que tiene por el artículo 4” de la Ley N* 15.757 en materia de capacitación de los 


funcionarios públicos. Es una extensión del ejercicio de esa competencia pero, en definitiva, no hay ninguna 
modificación del texto del artículo 35 tal cual surge de la Ley_N* 18.172. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Simplemente, quiero que esto quede absolutamente claro, para que no 
haya ninguna confusión. 


Quienes están facultados por la ley a realizar la maestría, está claramente especificado en el artículo 35: son 
los funcionarios presupuestados que acceden al escalafón de conducción. Esto es, después del proceso de 
selección de concurso necesariamente, para acceder al escalafón de alta conducción se exige el concurso, 
luego de alcanzar ese cargo, entonces es obligatorio dice la ley cursar el programa de formación a que alude 
el inciso anterior. Por excepción, este año anunciaba que en este segundo semestre se va a comenzar a dictar 
la primera generación de la maestría de política y gestión pública, como no han accedido a esos cargos 
porque todavía no se ha hecho el llamado a los concursos del grado 17, estamos utilizando la facultad que 
prevé el artículo 35 para posibilitar que, por ejemplo, quienes ocupen los cargos que ya fueron creados, como 
el de Gerente de Recursos Humanos o el de Gerente Financiero, que son esas cabezas que ya existen en 
función de la Rendición de Cuentas anterior, puedan hacer la maestría en esta instancia. Esto no inhibe que la 
aplicación normal del artículo sea a través del inciso segundo del artículo 35. 


No sé si queda claramente comprendido cuál es el mecanismo que prevé la ley. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Me resta una consulta. Quiero saber qué ocurre si hay un concurso 
abierto para acceder al escalafón de conducción máxima y no hay funcionarios. 


Sigo insistiendo en que, sí o sí, el jerarca es el que dispone quién va a hacer la maestría; es discrecional. 


SEÑORA MENÉNDEZ..- Creo que la señora Diputada Peña Hernández tiene una confusión: el jerarca 
no es discrecional. En esta instancia resulta obligatorio cursar la maestría a quienes ya hayan accedido 
al escalafón CO3, y quienes están en el escalafón CO2, es decir, quienes están en un escalafón de 
conducción intermedio, no tienen la obligación pero sí lo pueden hacer si el jerarca los autoriza, junto 
con quienes están en el escalafón CO3. 


El proceso no es que el jerarca elige quién hace la maestría y, después, quienes que la hicieron, acceden al 
último grado. Es al revés: quienes acceden al último grado, tienen la obligación de hacer la maestría, y 
quienes no accedieron al último grado pueden, eventualmente, también cursar esa maestría, si así lo solicitan 
y el jerarca se los concede. Pero eso no está indicando que son ellos quienes van a ocupar las funciones que 
queden vacantes en el último grado del escalafón, porque el proceso que establece la ley es exactamente al 
revés: primero se concursa y después se hace la maestría. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Si se quiere algo más garantista 
porque se puede dar lugar a algún nivel de arbitrariedad y que haya un pronunciamiento externo, por 
ejemplo, de la Oficina Nacional de Servicio Civil, lo habilitaríamos y se modificaría el texto. Lo planteo 
porque se puede dar alguna situación en la que esté en juego algún mecanismo como el que preocupa a 
la señora Diputada. 


El otro aspecto a tener en cuenta es si, una vez hecho el llamado, no hay nadie que reúna los requisitos 
mínimos para llenar este tipo de cargos, entonces, se haría un llamado abierto. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si la señora Diputada Peña Hernández quiere redactar alguna propuesta, sin 
dudas, tanto el Director como el Subdirector de la OPP, y la Directora y Subdirectora de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil estarían dispuestos a dialogar y encontrar una salida en común. 


SEÑOR GANDINL.- Voy a hacer algunas observaciones a este artículo. 


Estoy de acuerdo conque el Estado debe flexibilizar sus mecanismos, tratar de quedarse con los mejores 
funcionarios, procurar mecanismos internos de superación y que cada uno esté en el lugar que le corresponde. 
La Administración está llena de profesionales que hacen tareas administrativas y de personas bien calificadas 


que están en puestos donde no rinden y al revés. Comparto eso. Sin embargo, quiero hacer algunas 
observaciones 


La primera de ellas refiere a que no se puede cambiar sobre la marcha el perfil del cargo a un funcionario en 
tanto él ingresó con una definición de ese cargo. El cargo está definido en el escalafón y la serie, y aquí lo 
que se define es el perfil de ese cargo y si el funcionario es apto o no. Creo que allí puede haber algún 
derecho adquirido lesionado, porque se cambian las reglas de juego cuando un funcionario ya está 
contratado, incorporado. 


La segunda preocupación es que en el literal B), entre esta batería de posibilidades que se da al funcionario 
para que encuentre un camino, sin consecuencias si es que no da con el perfil, está la de que sea reasignado. 
En esa posibilidad se deroga la prohibición que establece el artículo 33 de la Ley N” 16.736, que inclusive 
permite que sean reasignados a Entes Autónomos, a Servicios Descentralizados y a Gobiernos 
Departamentales; es decir que pueden ser reasignados a Intendencias y a Juntas Departamentales de todo el 
país. 


En este caso tengo alguna observación, porque estamos generando nuevamente una apertura entre Gobiernos 
Departamentales, Administración Central, Entes Autónomos, con diferencias salariales muy importantes, a 
las que después querrán acceder esos funcionarios y aparecerán mecanismos para que así sea. Esto generó 
una mala experiencia y por eso en su momento se limitó. Entraban por una puerta y después, por los canales, 
terminaban en otras. Me merece reparos esa derogación genérica para todos estos organismos. 


Tengo observaciones mayores con relación a la solución residual. Si el funcionario no dio con el perfil del 
cargo y no optó por ninguna de las cuatro posibilidades que se le dan, transcurridos dos años, el Poder 
Ejecutivo dispone su cese, es decir, lo destituye. La Constitución es bastante clara en cuanto a las causales de 
destitución que existen y lo regula en el numeral 10 del artículo 168 de la Carta, que establece que las 
causales son ineptitud, omisión o delito. Para ello, además, está regulado un trámite, es decir, hay que 
demostrarlo, hay que establecer un sumario. 


No me parece que esta causal no sea una de ellas. Para mí, es ineptitud. El diccionario dice que ineptitud es 
falta de aptitud; es decir, ineptitud para el cargo que reviste, y entonces, si no ha aceptado recapacitarse, ni 
redistribuirse, ni retirarse, ni jubilarse, y no es apto para el cargo, incurre en una de las causales establecidas 
en la Constitución de la República. Pero aquí elige otro camino y, a mi juicio, crea una cuarta causal que 
tiene como origen una definición del Poder Ejecutivo; define que el cargo requiere tal perfil y él no lo tiene. 
Entonces, termina con una destitución. 


Este tema puede ser discutible, pero me parece que no lo es tanto. El mecanismo que establece la 
Constitución para las destituciones es la venia del Senado de la República. Destituir a un funcionario público 
implica un acto complejo, que requiere de la suma de dos voluntades: la del Poder Ejecutivo y la del Senado 
de la República, por eso se requiere esa venia. Y aquí no se cumple con ese requisito. Es el Poder Ejecutivo, 
con opinión de la Comisión Nacional de Servicio Civil, el que lo hace. Me parece que estas dos cosas 
constituyen un doble apartamiento del ordenamiento constitucional, que no es otro que dar garantía al 
funcionario que adquirió la condición de funcionario público. 


Por lo tanto, me parece que este último inciso que pretende resolver el tema residual de aquellos que no van a 
ningún lado, debería moderarse o adaptarse a las normas que establece la Constitución. 


Quisiera escuchar la opinión acerca de estos cuatro puntos que planteé. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Con la modificación que se propone al acápite del artículo 12, 
se establecería los funcionarios cuyos cargos sean suprimidos y que no reúnan el perfil para ocupar un 
cargo en la nueva estructura o unidades ejecutoras podrán optar por... Si el cargo se suprime y el 
funcionario no opta por ninguno de estos caminos, al final se dice que transcurridos dos años de la 
declaración de que el funcionario no reúne el perfil ahí recién lo van a cesar, pero el cargo había 
desaparecido hace dos años. ¿Dónde ha estado ese funcionario durante todo ese tiempo? Se suprimió el 
cargo, de acuerdo con la nueva redacción, y dos años después se lo puede cesar. ¿Qué paso en esos dos 
años? 


SEÑOR GANDINI.- Solamente quiero aclarar la confusión en la que incurrí. Me refería al artículo 60 
de la Constitución de la República, que en el inciso tercero dice: "Su destitución solo podrá efectuarse 
de acuerdo con las reglas establecidas en la presente Constitución". 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- No se trata de destitución sino de 
cese. Eso ha sido exhaustivamente estudiado, pero van ahondar desde el punto de vista jurídico otros 
miembros de esta delegación del Poder Ejecutivo. 


De cualquier manera, aquí hay un primer problema conceptual, y es si estamos de acuerdo conque haya o no 
reestructuras. Si queremos mantener lo que hay, es una opción. Nosotros creemos que hay que reestructurar, 
porque hay un conjunto enorme de situaciones que simplemente son la rutina burocrática de un Estado que se 
sobrevive a sí mismo, que mantiene un conjunto de funciones inútiles y que no cumple otros cometidos 
absolutamente gravitantes y que proceden de nuevos desafíos, de innovación tecnológica, etcétera. 


Acá hay que innovar. Entonces, mantenemos lo que hay o innovamos. ¿Cuáles son las reglas para innovar? 
Innovar implica reestructura. ¿Qué quiere decir reestructura? Que se analiza el conjunto de las funciones que 
desempeña, los cometidos y los instrumentos, los cargos necesarios para ese fin, los perfiles de cargos y 
demás. 


Esto es habitual en otros procesos de reestructura dentro de la Administración Central, o fuera de ella en 
general. Ahora bien: en todos los casos en que ha habido supresión de cargos y que se interpusieron recursos 
por derechos adquiridos en estas situaciones, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo obra en mi poder 
material para ilustrar algunas; la doctora Ana Ferrari puede abundar en detalles siempre se pronunció en el 
mismo sentido. Nunca le dio la razón al funcionario que interpuso derechos en base a que se suprimió su 
cargo y, por lo tanto, le corresponde una reivindicación. Dicho Tribunal siempre ha manifestado que es una 
potestad del Poder administrador hacer esas modificaciones, si a su vez está facultado para realizar 
reestructuras por el ámbito parlamentario, como en este caso lo estamos a través del artículo 21 de la última 
ley_de Rendición de Cuentas. 


La discusión sobre reestructura, primero, es un problema de orientación y de programa; segundo, de marco 
legal. Creemos que acá hay una definición de programa y un marco legal que, a nuestro juicio, nos habilita 
completamente a poder hacerlo, y es altamente conveniente que se haya decidido en este sentido. 


La otra discusión es de orden constitucional. En la presentación dimos los fundamentos, pero están en el 
texto del repartido que hicimos para que se tenga una visión más estricta. En los fundamentos del artículo 12 
se señala que se trata de una situación de cese que, a nuestro juicio, es residual, pero que debe existir. No es 
una destitución. Se está legislando sobre algo, cuya facultad de legislar prevé la Constitución en dos 
artículos. El Poder Ejecutivo propone al Parlamento que se use la facultad que figura en el numeral 14 del 
artículo 168, y la facultad que se establece en el artículo 60. 


El numeral 14 del artículo 168 de la Constitución establece: " Destituir por sí los empleados militares y 
policiales y los demás que la ley declare amovibles". En este caso, no dice cese, pero está habilitando a algo 
más, y es que la ley puede declararlos "amovibles". Si se declaran amovibles, se parte de la base de que 
estamos hablando de funcionarios que se encontraban en otra situación, es decir, que eran inamovibles. La 
condición de funcionarios inamovibles está establecida en el inciso segundo del artículo 60 de la 
Constitución de la República que dice: "Establécese la carrera administrativa para los funcionarios 
presupuestados de la Administración Central, que se declaran inamovibles, sin perjuicio de lo que sobre el 
particular disponga la ley por mayoría absoluta de votos del total de componentes de cada Cámara y de lo 
establecido en el inciso cuarto de este artículo". 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Desde mi punto de vista y desde el punto de vista jurídico, con referencia a la 
modificación de los perfiles del cargo, debo decir que sí lo puede hacer la Administración. La 
diferencia entre el ámbito público y el privado es, precisamente, que el funcionario está sometido a un 
régimen estatutario, esto quiere decir que es la Administración la que fija las condiciones de trabajo, 
sin participación de la voluntad del trabajador. Puede cambiar no solo el perfil sino cualquier otra 
condición de trabajo. Por otro lado, en el ámbito de la reestructura puede suprimir determinados 
cargos. 


Lo que la doctrina llama derecho al cargo por parte del funcionario solo existe en tanto ese cargo exista; si el 
cargo deja de existir, el funcionario ya no tiene derecho al cargo, con lo cual no puede reclamar. A mi juicio, 
esta situación difiere sustancialmente de la destitución, ya que esta es una sanción disciplinaria que se aplica 
si el funcionario ha cometido una falta administrativa. En este caso, el cese se dispone porque el cargo deja 
de ser necesario para la Administración. Para ello, la Administración tiene plenas facultades y así lo reconoce 
la justicia administrativa en forma constante y unánime. 


Muchas gracias. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- Quiero reiterar que el artículo 59 de la Constitución establece el principio 
general, el principio estatutario: el funcionario está para la función y no la función para el funcionario. 
Esto faculta a la Administración, en todos los casos, a realizar, por vía de reestructuras, una revisión de 
los perfiles o de los cargos que efectivamente se necesiten. No hay ninguna duda inclusive, aquí se 
abundó en materia de jurisprudencia de que la Administración, por vía de una reestructura, puede 
crear, transformar o suprimir cargos. En esto estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En lo que refiere a mi parte de la pregunta, comprendo 
perfectamente. Pero quiero saber qué hace el funcionario durante esos dos años, a dónde va a parar. 
Ese sí que queda en un limbo. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- Vamos a contemplar todos los planteamientos que se formulen. 


Con respecto a lo que se preguntó, es absolutamente posible que ese funcionario siga en el cuadro de la 
Administración, en una planilla paralela, y que se le siga pagando la retribución que le corresponde en tanto 
se le está otorgando la posibilidad de elegir cualquiera de las opciones previstas en el artículo 12. Ese 
funcionario sigue en la plantilla de la Administración, pero no reviste en el cargo que no está contemplado en 
la reestructura. Se le sigue pagando porque se parte de la base de que en esos dos años el funcionario está 
optando por la recapacitación o por la redistribución, una de las modalidades que también está prevista en el 
mencionado artículo y cuya experiencia ha sido muy buena en el país. Inclusive; yo fui redistribuida por la 
Oficina Nacional del Servicio Civil antes de ocupar este cargo. 


Es decir que con respecto a la pregunta que planteó el señor Diputado José Carlos Cardoso, desde el punto de 
vista presupuestal no hay ningún inconveniente en que ese funcionario siga perteneciendo a esa plantilla, 
porque la ley dice que tiene dos años para utilizar las distintas opciones. Además, se establece que el Poder 
Ejecutivo reglamentará la forma en que se aplicará ese proceso de dos años, con cuatro o cinco opciones por 
parte del funcionario. 


En cuanto a sí a través de la reestructura se tiene la potestad de crear, suprimir y transformar cargos, no hay 
ninguna duda. Con respecto al derecho del funcionario a reclamar un cargo que a través de la reestructura ya 
no existe, tenemos sobrada experiencia en materia de jurisprudencia administrativa, puesto que el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo entiende que ningún funcionario puede reclamar el derecho a un cargo que la 
Administración suprimió. En esto también estamos todos de acuerdo y no hay antecedentes en la 
jurisprudencia que entiendan lo contrario. 


Pero quiero abundar respecto de la fundamentación de este artículo en materia doctrinaria, en la que se hace 
mención tanto a los autores de Derecho Administrativo como a la tradicional doctrina, respaldada por 
Sayagués Laso y por el propio doctor Martins, citando al doctor Delpiazzo, que en su libro "Manual de 
Contratación Administrativa", publicado por la Universidad de Montevideo edición 1999, página 464, 
sostiene que "nuestro Derecho consagra un régimen de estabilidad funcional que no es absoluto", 
concluyendo que "son amovibles, sin necesidad de comprobar determinadas causales," tal como planteaba el 
señor Diputado "los funcionarios policiales y militares (...), los del Poder Judicial (...), los demás funcionarios 
que la ley declare tales (...), y tácitamente, al no disponer la Constitución norma alguna acerca de su 
destitución, los funcionarios de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados". 


Creo que en el análisis de este artículo estamos ubicando la famosa discusión entre los funcionarios 
amovibles e inamovibles y todo lo que hay escrito sobre esta materia. 


SEÑOR GANDINI.- Quizás yo me perdí algo. Quiero que se me aclare si esto es para los funcionarios 
que no reúnan el perfil y cuyos cargos se supriman. ¿Eso se va a incluir? 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


———Me acotan que se incluyó en el acápite del artículo. Quiere decir que estas cuatro opciones y la quinta 
posibilidad abarcan solo a aquellos funcionarios que no reúnan el perfil y cuyos cargos se supriman por 
reestructura. ¡De acuerdo! 


Con respecto a mi argumento, yo no me voy a poner a discutir con los abogados que saben y mucho menos 
con el doctor Delpiazzo y todas estas figuras que citan, pero me baso, precisamente, en eso. Primero, no se 
puede sostener que el cese es diferente a la destitución y remitirse para ello a un artículo de la Constitución 
que habla de destitución. Lo digo porque el numeral 14) del artículo 168 habla de destitución, y de cese en la 
Constitución yo no sé dónde se habla. El numeral 14 del artículo 168 al que el Director de la OPP se refirió 
habla de que el Poder Ejecutivo podrá "Destituir por sí los empleados militares y policiales y los demás que 
la ley declare amovibles". 


Por otra parte, hay que leer todo el artículo 60 de la Constitución, que es base de este asunto y al que remite 
Delpiazzo, porque no habla de incisos. Acá se leyó el segundo, que dice: "Establécese la carrera 
administrativa para los funcionarios presupuestados de la Administración Central, que se declaran 
inamovibles, sin perjuicio de lo que sobre el particular disponga la ley por mayoría absoluta de votos del total 
de componentes de cada Cámara y de lo establecido en el inciso cuarto de este artículo". Y el inciso siguiente 
dice: "Su destitución” o sea que se refiere a lo que dice el inciso anterior "sólo podrá efectuarse de acuerdo 
con las reglas establecidas en la presente Constitución". Y la Constitución establece que la destitución 
requiere venia del Senado. 


Yo creo que podemos discutir si es o no una causal más, pero la remisión que hace la Constitución a sí misma 
en cuanto a la reglamentación de las destituciones tiene relación con la forma como se destituye, y eso es con 
venia del Senado. Me parece que este artículo cae acá adentro y que esto no lo podría hacer la Comisión 
Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR ASTTI.- Precisamente, lo que leía el señor Diputado Gandini nos está dando la pista de lo que se 
decía antes. Él leyó claramente que se establece la carrera administrativa para los funcionarios 
presupuestados de la Administración Central que se declaran inamovibles. A estos funcionarios se les 
aplica el criterio de que su destitución sólo podrá efectuarse de acuerdo con las reglas establecidas por 
la presente Constitución. Pero en el inciso anterior se establecía que se declaran inamovibles "sin 
perjuicio de lo que sobre el particular disponga la ley por mayoría absoluta de votos del total de 
componentes de cada Cámara y de lo establecido en el inciso cuarto de este artículo". Obviamente, la 
Constitución no pide la destitución porque son amovibles. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Me parece que el tema quedó 
aclarado; de todas maneras, va a suscitar debate porque acá se innova. Nosotros queremos innovar. 
¿Sobre qué? Sobre el concepto de inamovilidad y de amovilidad, de acuerdo con las facultades que nos 
da la Constitución. O sea que el artículo 168 se cita, no por el tema del cese o la destitución, sino por la 
facultad de determinar que otros funcionarios, aparte de los declarados inamovibles acá, pueden ser 
declarados amovibles en determinadas circunstancias. Y usamos la facultad del artículo 60 en el mismo 
sentido, sin perjuicio de lo que la ley establezca, o sea que estamos determinando que se pasa a 
situación de amovilidad en aquellos casos en los cuales hay reestructuras que implican supresión de 
cargos y el funcionario no reúne las condiciones de un perfil determinado ni hizo ninguna de las 
opciones; esto operará, además, previo pasaje por la Comisión Nacional del Servicio Civil, en la que 
están representados los propios trabajadores. 


Creemos que esto está totalmente comprendido en el marco normativo y que es muy conveniente desde el 
punto de vista de las definiciones programáticas; pero, como todo, admitimos que es un tema que, sin dudas, 
se va a debatir. 


SEÑOR GAMOU.- Mientras escuchaba al profesor Rubio, pensaba que de cualquier manera sigue 
habiendo una sustancial ventaja por parte de los funcionarios públicos con respecto a la empresa 
privada. Yo recordaba hoy estoy para la memoria que en el primer trabajo que tuve usábamos 
máquinas de escribir y había un muchacho que las limpiaba. Cuando aparecieron las computadoras y 
desaparecieron las máquinas de escribir por ley, de ninguna manera se lo mantuvo dos años en 
plantilla ni se le pagó el sueldo para que se transformara en operador de PC. 


De todos modos, aunque la iniciativa es innovadora como decía el profesor Rubio, sigue estando dentro de 
los márgenes de garantismo que siempre se defendieron. 


Ahora bien, creo que era una de las cosas que a gritos estaba pidiendo la opinión pública uruguaya, 
justamente, por lo que decía al principio: esa diferencia notable que hay entre las garantías que tiene un 
empleado privado y las que tiene un empleado público. 


SEÑORA CHARLONE.- Seguramente aquí vamos a estar en situaciones muy residuales; es lo que 
marca el final del artículo 12. En esta Comisión hemos estado trabajando durante mucho tiempo, y a 
mí me venían a la memoria procesos de reforma del Estado donde los jerarcas de los Incisos podían 
definir cuáles eran las tareas sustantivas y las de apoyo y declaraban funcionarios excedentes, sin 
ninguna racionalidad. En aquel momento, con el señor Presidente integramos la Comisión de la 
Asamblea General que estudió los proyectos de reestructura; estuvimos en contacto permanente con 
los funcionarios y sabíamos que la mayoría de los movimientos era por así decirlo a dedo. ¡Por favor! 
Entonces, creo que se está tratando de racionalizar, dando las mayores garantías y las mayores 
posibilidades de salida en una Administración que entendemos que tiene que ser reestructurada. Y eso 
genera cambios para los cuales hay que readaptar a los funcionarios y recapacitarlos, pero es preciso 
modificaciones culturales importantes. Por tanto, no podemos pensar en reestrucutrar manteniendo los 
mismos cargos, los mismos organigramas, pero lo importante de esto es hacerlo con criterios de 
racionalidad y transparencia. 


Quiero acotar a la Mesa de pronto habría que consultar con la Presidencia de la Cámara que entiendo que la 
aprobación de este artículo requiere cincuenta votos conformes. Lo digo para que se tenga en cuenta a la hora 
de su tratamiento y para que no genere ningún problema posterior por la interpretación que nos venían dando 
aquí sobre el tema de la amovilidad y la inamovilidad. 


SEÑOR GANDINI.- Al principio, aclaré que estoy de acuerdo con que hay que hacer modificaciones 
de esta naturaleza, con que hay que flexibilizar los mecanismos que el Estado tiene para aprovechar 
mejor sus recursos humanos. Comparto la idea, y quiero dejar constancia de que el agregado que se 
hizo en Sala mejora muchísimo el texto que viene, porque introduce un universo mucho más definido. 
No es el funcionario el que es evaluado; primero se evaluó el cargo y se suprimió, después, el 
funcionario no da el perfil y no recorre ninguno de los caminos. Creo que hay una batería de garantías 
que mejoran mucho lo que al principio me parecía que podía dar lugar a ausencia de garantías. 


Quiero dejar esa constancia porque el texto ha cambiado mucho desde que uno lo leyó y pidió algún 
asesoramiento hasta esta nueva redacción. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 13 hace extensivo a los funcionarios públicos de toda la 
Administración una prohibición que existe en la mayoría de los organismos puntualmente, y es la de 
gestionar asuntos ante el mismo organismo en el que revistan. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Si no entiendo mal, este artículo se va a aplicar, por ejemplo, 
en los Registros. En el caso de los Registros públicos, los escribanos que trabajan allí no van a poder 
ejercer libremente su profesión. Es más: hemos recibido algunos planteos en el sentido de que los 
escribanos que trabajan en los Registros públicos van a quedar inhabilitados para ejercer la profesión. 
Es muy difícil que con este impedimento un escribano ejerza la profesión libremente, porque para ellos 
es imposible no contactarse con un Registro. 


¿Está previsto que a nivel de los Registros públicos los escribanos pasen a tener función exclusiva? Lo digo 
porque esto va a generar un impacto sobre estos funcionarios. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Creo que no se tuvo en cuenta. Como se dice en la fundamentación, la 
propuesta fue formulada por la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado, la 
llamada Junta Anticorrupción, que forma parte del Ministerio de Educación y Cultura, del que 
también forma parte la Dirección General de Registros. Realmente, no sabría decirle si tuvieron en 
cuenta o no la situación de los escribanos funcionarios de los Registros. 


No sé si actualmente un escribano puede actuar ante el mismo Registro en el que se desempeña. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- La tarea de un escribano es, básicamente, de consulta en un 
Registro. Se dirige al Registro; casi no hay actividad del escribano que no necesite del Registro. Yo no 
estoy cuestionando el artículo, lo que estoy diciendo es que si este artículo se va a aplicar, hay que tener 
en cuenta que los escribanos funcionarios de Registros pasan a tener exclusividad, y eso va a tener un 
impacto sobre el presupuesto del Ministerio de Educación y Cultura y de la Dirección General de 
Registros. Pueden pasar a ser como los contadores de la Dirección General Impositiva, que solo pueden 
trabajar allí, y también sucede en la Fiscalía; hay muchos otros organismos que tienen esa 
incompatibilidad. Lo que estoy preguntando es si se tuvo en cuenta, porque eso transforma la carga 
presupuestaria en esos organismos; repito que no estoy oponiéndome a la medida. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- La norma prevé una autorización expresa otorgada por la jerarquía, de 
manera que eso de repente flexibilizaría la situación que se está planteando. 


SEÑOR SUBDIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Nosotros recibimos de la 
Cámara una sugerencia de modificación que vamos a analizar con detenimiento, en la que se plantea 
exceptuar a los funcionarios dependientes de la Dirección General de Registros. 


SEÑOR MUJICA.- La bancada de Gobierno tiene un aditivo para salvar el problema que planteaba el 
señor Diputado José Carlos Cardoso. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 14 dispone: "Las convocatorias o llamados que realicen los 
organismos estatales para el desempeño en la Administración Pública, cualquiera fuera la naturaleza y 
el término del vínculo a establecerse, deberán ser publicados con una antelación no inferior a los 15 
(quince) días de su cierre, en la página electrónica de la Oficina Nacional del Servicio Civil, sin 
perjuicio de la publicidad específica que de los mismos realice cada organismo". 


Con esta norma, simplemente, se pretende dar más transparencia y mayor amplitud a la difusión de los 
llamados que la Administración haga para proveer sus recursos humanos. 


El artículo 15 faculta al Poder Ejecutivo a celebrar contratos de función pública con aquellas personas que se 
encuentren desempeñando tareas propias de un funcionario público sin serlo y que hayan sido seleccionados 
conforme lo prevé el artículo 31 de la Ley N* 17.556. Se refiere concretamente a las personas que se 
encuentran contratadas a término y que ese contrato a término, de alguna manera, por su prolongación en el 
tiempo o por la tarea que vienen desarrollando, constituye una función propia de un funcionario público. En 
tal caso, se admite su contratación en una función pública, teniendo en cuenta que esa persona ya pasó por un 
proceso de selección, de concurso, con un llamado abierto y público a todos los ciudadanos. 


SEÑOR SUBDIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Esto concuerda con la doctrina 
que el Poder Ejecutivo quiere impulsar y que creo que es generalizada en la sociedad también en el 
sentido de que para funciones permanentes, cargos presupuestados permanentes; para funciones que 
no son permanentes sí se pueden utilizar otras figuras jurídicas que no revisten esta condición de 
permanencia. 


Creo que esto es lo que, a futuro, nos va a dar una salvaguarda de no caer en situaciones como las que hoy en 
día seguimos afrontando. En la medida en que esta doctrina se transforme en una política de Estado a nivel de 


los recursos humanos en la Administración Pública, es muy saludable, y creo que este artículo es parte 
integrante de esta doctrina que el Poder Ejecutivo está proponiendo. | 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Si mal no entiendo, el artículo 15 solamente va enfocado a los 
contratos que ya estuvieran en una relación con el Estado. Eso se define cuando se habla de "aquellas 
personas que se encuentren desempeñando tareas propias de un funcionario público, a la fecha de 
vigencia de la presente ley y cuyo proceso de selección se haya efectuado” por un llamado público 
abierto, etcétera. 


Quisiera saber si la Oficina ha considerado alguna otra situación de personas que estén realizando tareas de 
funcionario público, bajo otro régimen que no sea el de contratación, y que estén incluidas dentro de este 
artículo 15. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- En principio no, porque por el artículo 7” de la ley de Presupuesto ya se 
corrigieron todas las situaciones de personas que estaban prestando tareas como si fueran funcionarios 
públicos, sin serlo. Lo único que quedó pendiente fue el tema de las contrataciones a término. A esto 
hace referencia concretamente la ley, porque el artículo 31 refiere al llamado público y abierto para 
contrataciones a término. O sea que, redactada como está, la norma no podría tener otro alcance; 
habría que referirse exclusivamente a quienes fueron contratados a término, y dentro de ellos a 
aquellos que están desempeñando tareas propias de un funcionario público, porque puede haber 
contrataciones a término que realmente lo sean, por lo que, una vez cumplida la tarea y al no constituir 
una función permanente de la Administración, no sería necesario mantener ese vínculo, ni esa 
prestación. Por eso es una facultad y se exige que la persona se encuentre desempeñando tareas propias 
de un funcionario público. Al hacerse la referencia concretamente al artículo 31 se alude al concurso 
para contratados a término; por eso creo que esto no podría extenderse a otras situaciones. 


SEÑORA SANTESTEBAN.-- Quisiera profundizar un poco más en este artículo que innova, incluso en 
su segundo inciso. Como se ha aclarado, solamente involucra a aquellos trabajadores que todavía no 
son funcionarios públicos y que cumplieron con los requisitos de llamado público abierto, con las 
exigencias que tienen los concursos que implican la contratación vía contrato a término. Pero a los 
efectos de que pudieran transformarse en contratos de función pública no alcanza con que se esté 
cumpliendo funciones de carácter permanente propias de un funcionario público sino que, además, ese 
concurso debe ser evaluado para saber si las exigencias realmente fueron las que admitirían el ingreso 
como funcionario público a través de la figura del contrato de función pública. 


Además, es importante el tema de la temporalidad. Tampoco puede tratarse de un concurso que se rindió hace 
demasiado tiempo. En ese sentido, se crea una Comisión integrada por delegados de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas, a los 
efectos de analizar adecuadamente si las garantías que establece ese concurso exigido por el artículo 31 de la 
Ley N”* 17.556 cumple con las condiciones mínimas como para permitir la incorporación a la Administración. 


Por otra parte, quiero dejar constancia de que este fue un aspecto negociado con la Confederación de 
Funcionarios del Estado, COFE. Inclusive, estaríamos dispuestos a que se ampliara esta Comisión con la 
integración de un delegado de COFE tal como lo pidió la propia Confederación, para dar mayor participación 
y más garantías en cuanto al análisis de las características de este concurso dado en cumplimiento de lo que 
establece la norma; esto, si la Comisión está de acuerdo. 


Otro elemento importante es el inciso tercero, que dice que en caso de haberse aprobado reestructuras de 
puestos de trabajo, la incorporación no se hará a cualquier altura de la carrera porque, por cierto, hay que 
garantizar la no afectación de derechos de los funcionarios públicos; entonces, se hará el ingreso por el 
último grado del escalafón. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Personalmente, me parece muy bien que se regularice la situación de 
esta gente. Como se sabe, hay casos de funcionarios en el país y el viernes vamos a recibir en la 
Comisión a delegaciones que plantearán esto- que en algunos casos están desde hace quince años 
cumpliendo funciones que las instituciones les han enseñado a realizar; y después de tantos años, luego 
de haber ingresado por un llamado en este caso, a empresa particular- y de haber mantenido el mismo 


cargo que la propia institución pública les enseñó cómo desempeñar algunos son hasta laboratoristas, 
así que si habrán aprendido allí adentro, no se enmarcan en ninguno de estos artículos. No obstante, sí 
podrían enmarcarse en el artículo 15, porque están cumpliendo funciones tal cual lo hace un 
funcionario público, en un mismo lugar, con muchos años de antigiiedad, y han sido incluidos dentro 
de esa lista por un llamado abierto a una empresa. La antigiiedad es lo que a mí me interesa. 


Quisiera saber la opinión de nuestros invitados en este sentido. 


SEÑOR ASTI.- Yo había pedido la palabra, precisamente ante una intervención de la señora Diputada 
Peña Hernández acerca de si este artículo se refería exclusivamente a los contratos a término. El 
artículo 15 refiere al artículo 31 de la Ley N” 17.556. Creo que sería conveniente dejar constancia de 
que el artículo 30, al cual refiere el artículo 31, dice precisamente: "Facúltase al Poder Ejecutivo y a los 
organismos comprendidos en los artículos 220 y 221 de la Constitución de la República a celebrar 
contratos de trabajo a término con personas físicas a efectos de atender las necesidades que la 
Administración no pueda cubrir con sus propios funcionarios". El artículo 31 dice que las 
contrataciones se harán en base a llamado público y abierto, pero se refiere exclusivamente a contratos 
a término. 


Quizás sea conveniente que en la discusión parlamentaria quede establecido el artículo 30, además del 31, 
por más que uno se refiere al otro. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Estábamos intercambiando opiniones sobre este artículo con el equipo de 
la Oficina. Incluso, habíamos traído la propuesta de un artículo sustitutivo para aclarar que, en 
realidad, el espíritu de la norma apunta a regularizar o contemplar la situación exclusivamente de los 
contratos a término. A tal punto que la propuesta del artículo sustitutivo no se refería solamente a lo 
dispuesto en el artículo 31 de la Ley _N” 17.556 sino, en general, al régimen previsto por el artículo 30 y 
siguientes de la norma. Es decir que centraba el foco en los contratos a término. 


Con respecto a lo que planteaba la señora Diputada Peña Hernández, como todos saben, esta Administración 
pretendió y eso se reflejó en una serie de normas previstas en las Rendiciones de Cuentas anteriores 
regularizar las formas de vinculación atípicas con el Estado. Es así que a través del artículo 7* de la Ley_de 
Presupuesto trató de contemplar aquellos casos en que se mantenía con el Estado un vínculo desvirtuado en 
cualquiera de sus aspectos esenciales, tal como dice el mencionado artículo. A esos efectos se constituyeron, 
además, las Comisiones paritarias con la garantía y el contralor no solo de la presencia de los representantes 
del Poder Ejecutivo, o del Estado en este caso, sino también de los propios trabajadores. 


Pretendemos tratar de que no se vuelvan a generar nuevas situaciones de vinculaciones atípicas con el 
Estado. En ese sentido, desde la Oficina Nacional de Servicio Civil, estamos tratando de ser muy estrictos 
con las nuevas formas de contratación. 


Pero confieso que este artículo estuvo pensado para las situaciones más cercanas; me refiero a aquellos 
concursos que tuvieron muchas exigencias legales. Pongo el ejemplo de la Dirección General Impositiva, en 
la que muchos trabajadores en este momento desvinculados de la Administración por la vía de contratos a 
término no son funcionarios públicos, recientemente dieron un concurso que fue muy exigente y que tenía un 
perfil muy técnico. Nos parecía que la posibilidad de regularizar esta situación a través de contratos de 
función pública, que además no lesionen derechos como lo establece el artículo, deben ingresar por el último 
grado del escalafón, nos permitiría contemplar estas u otras situaciones en las que el nivel de exigencia 
pudiera asimilarse a la posibilidad de incorporarse a la Administración con las garantías del artículo 12, que 
establece las formas de incorporación a la Administración. 


Entonces, sometemos a consideración de la Comisión la posibilidad de definir con mayor claridad a qué 
universo está dirigido este artículo. La redacción alternativa queda a disposición de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos que la redacción alternativa se haga llegar a la Mesa ahora o en 
el momento que estimen conveniente, a los efectos de que luego la considere el pleno de la Comisión. 


En discusión el artículo 16. 


SEÑOR RAMOS.- Este artículo refiere a lo que ya había dicho el Director de Planeamiento y 
Presupuesto. Establece lo siguiente: "El Poder Ejecutivo podrá disponer en los Incisos en que se 
abonen retribuciones con cargo a la Financiación 1.2 'Recursos de Afectación Especial,'" o sea, los 
llamados proventos "que se financien con cargo a la Financiación 1.1 'Rentas Generales', previo 
informe favorable de la Oficina de Planeamiento y Presupuestos, de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y del Ministerio de Economía y Finanzas.- En el proceso de esta regularización se podrán 
establecer compromisos de gestión y se podrá disponer la eliminación, disminución o transferencia a 
Rentas Generales de la recaudación de precios, tasas y otros ingresos de la Unidad Ejecutora". 


Tal como lo dijo el Director de Planeamiento y Presupuesto, al tener un componente variable de la mal 
llamada salarización de los proventos porque en realidad lo que se hace es que quede como partida fija lo que 
antes era el recurso de afectación especial, el artículo 16 establece: "En el proceso de esta regularización se 
podrán establecer compromisos de gestión [...]". En este sentido, nos parece importante ir desarrollando en la 
Administración Pública uruguaya esta cultura de sustituir incentivos que de alguna forma fueron operando 
perversamente por irse incorporando al salario por más trámites urgentes o no urgentes que haya y por 
compromisos de gestión pactados con los trabajadores, con cumplimientos de metas y objetivos, y que la 
parte variable de lo que era antes el recurso de afectación especial esté atada a este tipo de compromisos. Me 
parece que es bueno avanzar en ese sentido. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Creo que este artículo innova de manera coherente con la propuesta de 
tecnificación o de profesionalización de la función pública. Se trata de una experiencia que ya estamos 
viviendo; la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Oficina Nacional del Servicio Civil están 
trabajando mucho conjuntamente en las empresas públicas. La idea es trasladar esta experiencia a la 
Administración Central. Lo establecido en este proyecto de Rendición de Cuentas se aplicaría como 
primera experiencia en el Ministerio de Industria, Energía y Minería, a través del artículo 202, que 
contiene la posibilidad de utilizar una parte de retribución variable, a los efectos de cumplir con los 
compromisos de gestión y con la mayor eficiencia en el cumplimiento de la función pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 17, 18 y 19. 


SEÑOR RAMOS.- Estos artículos tienen que ver con las creaciones de cargos y funciones de alta 
conducción para las Unidades de Planificación y Evaluación, Calidad de Gestión del Cambio y 
Fortalecimiento de la Dirección General de Secretaría en ocho Ministerios sobre los que hemos venido 
trabajando. 


Debo aclarar que hay una redacción sustitutiva que creo que mañana se estará enviando. Donde dice: 
"Créanse cinco cargos de Director de División [...]", debería decir "Créanse cinco cargos de Gerente de 
Área". Esto significa que no nos queremos atar a la denominación "Director de División", ya que estamos en 
procesos de reestructuras ministeriales y, por lo tanto, no sabemos si van a seguir siendo Direcciones de 
División, sobre todo en el nivel de la alta conducción. 


El artículo 17 dispone la creación de los cinco cargos de Director de División en el Escalafón CO 
"Conducción", Subescalafón CO3 "Alta Conducción", Grado 17, en los Incisos que se mencionan. Después 
está la asignación de funciones en los artículos 18, 19 y 20. Quisimos prolongar la carrera administrativa 
hasta el Grado 17, en este caso por concurso, en los ocho Ministerios. En el Ministerio del Interior se crearían 
dos cargos de Alta Conducción en la Unidad de Calidad y Gestión; en el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
se crearían cinco; dos en la Dirección General de Secretaría para reforzarla; uno en la Unidad de 
Planificación Estratégica, y dos en la Unidad de Calidad y Gestión. Lo mismo sucede en los Ministerios de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, Industria, Energía y Minería, Educación y Cultura, Salud Pública, Trabajo y 
Seguridad Social y Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


El artículo 17 también establece: "La Contaduría General de la Nación habilitará en las Unidades Ejecutoras 
001 de los Incisos detallados, en el Grupo 0 'Servicios Personales', una partida anual de $ 860.738 [...], 
incluidos aguinaldo y las cargas legales, para financiar cada uno de los cargos mencionados". Estamos 
hablando de un total de treinta y siete cargos con un salario de $ 52.500. A los funcionarios que quieran 
concursar para acceder a dichos cargos se les está pidiendo dedicación exclusiva. 


El artículo 18 hace referencia a la creación de cargos de profesionales y técnicos para las Unidades de 
Calificación y Evaluación y Calidad de Gestión del Cambio de los Ministerios mencionados. En cada una de 
estas unidades estamos haciendo mención a un cargo de Asesor, Subescalafón CO2 "Conducción", Grado 16, 
a dos cargos de Asesor, Subescalafón CO2 "Conducción", Grado 15 y a dos cargos de Técnico, Subescalafón 
CO1 "Supervisión", Grado 9. En estas dos Unidades una es la de Planificación y Evaluación, además del 
reforzamiento de la Dirección General de Secretaría, estamos montando sistemas de información de los 
Ministerios, de manera de poder apoyar la toma de decisiones, la confección y la implementación de políticas 
públicas, para que haya información transversal inclusive entre distintas Unidades Ejecutoras y entre los 
Ministerios. Con la Unidad de Calidad y Gestión del Cambio también estamos pensando mejor en la 
denominación "Gobierno Electrónico”. Se trata de que estas Unidades apoyen los procesos permanentes de 
reingeniería de procesos. Este proceso de reestructuras, de reformas y de actualización de los procesos de 
trabajo de los Ministerios no se tiene que hacer de una vez; debe ser un proceso de mejora continua y, por lo 
tanto, la aplicación de tecnologías de la información es fundamental. Estas Unidades estarían apoyando esto. 


Asimismo, estas Unidades apoyarían la evaluación de los compromisos de gestión de las tantas 
conducciones. Para que haya evaluaciones objetivas adecuadas en los Ministerios, es importante tener muy 
buena información sistematizada, indicadores de contexto, indicadores de recursos, indicadores de procesos e 
indicadores de resultados; y desearíamos llegar a indicadores de impacto, pero serios: pocos y agregados. 


El artículo 19 establece: "Créanse en cada una de las Unidades Ejecutoras 001" de los Ministerios que ya 
veníamos mencionando, "[..] dos funciones equivalentes a Grado 18, una función equivalente a Grado 19 y 
una función equivalente a Grado 20". Si bien estamos creando cinco cargos de alta conducción, los dineros 
nos dieron para cuatro compensaciones adosadas a los compromisos de gestión. 


De esta forma, con esta normativa, estamos tratando de tener justicia equitativa entre los Ministerios con los 
que hemos trabajado, para que los dineros no se vuelquen solo a reforzar la alta conducción en una Cartera, 
quedando flojo en otra parte. 


No obstante, los Incisos que están realizando trabajos de reestructura podrán transformar, crear y suprimir 
cargos luego de esta Rendición de Cuentas, siempre y cuando no signifique incrementos presupuestales. Por 
lo tanto, se podrán seguir creando otros cargos de alta conducción más allá del plazo que otorga esta 
Rendición de Cuentas. 


SEÑOR ASTI.- El Subdirector nos aclaraba que nos iba a llegar un sustitutivo al artículo 17. Supongo 
que en dicho sustitutivo ya se habrá corregido, o al menos aclarado, que los cinco cargos de gerentes 
que se crean será en cada una de las Unidades Ejecutoras, tal como indica la terminología que se 
utiliza en los artículos 18 y 19. 


SEÑORA CHARLONE.- Al final de los artículos 17 y 18 se establece: "Esta disposición regirá a partir 
de la promulgación de la presente ley", pero no figura en el artículo 19. 


Quisiera saber si esta expresión no es necesaria o si faltó en el artículo 19. 


SEÑOR FILGUEIRA.- La contadora Alicia Visos nos señalaba que esa expresión no es necesaria 
porque los concursos, la incorporación a los cargos y la posibilidad de asignar la función recién 
comenzarán en el 2009. Recordemos que tienen que estar los concursos y las asignaciones de personas 
en los Grados 17. Solo los 17 acceden a 18, 19 y 20. 


Igual se puede incorporar esa expresión en la eventualidad de que un concurso saliera tan rápido que el Grado 
20 se pudiera asignar en el mes de diciembre, pero no será tan simple. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- A través del artículo 17 se crean 37 cargos a un costo de $ 
31:847.306; en el artículo 18 se crean 40 cargos y en el artículo 19 se crean 32 cargos a un costo de $ 


18:000.000. Es decir, estamos hablando de que en tres artículos se crean 109 cargos. 


Me informan que son funciones con diferencias de sueldos. 


En los últimos dos artículos se indican funciones con diferencias de sueldo, pero igual se estima esa cantidad 
de dinero para las arcas del Estado. 


Quería que esto constara en la versión taquigráfica. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Respondiendo a la constancia formulada por la señora Diputada Peña 
Hernández, en el artículo 17 se crean 37 cargos de alta conducción y a través del artículo 18 se crean 40 
cargos profesionales y técnicos. 


Hay que aclarar que el artículo 19 no crea cargos sino que solo prevé el gasto de la retribución por asignación 
de funciones; los cargos ya están creados a través de otros artículos. Aclaramos que para las funciones 
establecidas en los Grados 18, 19 y 20 no son cargos, sino la diferencia de retribuciones. 


Quiero agregar que el artículo 25 suprime 19 cargos que habían sido creados por la anterior Rendición de 
Cuentas; concretamente, los ex Jefes de Servicio. En esta instancia se deja sin efecto la creación de esos 
cargos. 


El segundo elemento que deseo reseñar es que en la carpeta verde que recibieron todos los señores Diputados 
en la primera presentación del profesor Rubio, figura la forma de financiación de todos estos cargos, que 
están claramente contenidos en el monto total que asigna el Poder Ejecutivo a toda la Transformación 
Democrática del Estado. Esto se ve reflejado en el cuadro final. 


Finalmente, quiero decir que todos los artículos sutitutivos que modifican denominaciones de acuerdo con lo 
señalado por el Subdirector Ramos los haremos llegar a la Mesa, porque no solo implican el artículo 17 sino 
una serie de artículos del proyecto remitido por el Poder Ejecutivo. Por ejemplo, la denominación "Gerente 
de Área" en lugar de "Director de División" afectan a una serie de artículos del proyecto de Rendición de 
Cuentas. Concretamente, se trata de los artículos 17, 21, 23, 24, 126, 194 y 255. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar al Capítulo II, "Sistema Integrado de Retribuciones y 
Ocupaciones”, que comprende del artículo 20 al artículo 25, inclusive. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Las modificaciones que se introducen en el Capítulo IL, Sistema Integrado de 
Retribuciones y Ocupaciones, pueden comentarse genéricamente. 


Lo que ha variado con respecto al sistema aprobado en la última Rendición de Cuentas es que la carrera 
administrativa llega, en cargos prespuestados, hasta el Grado 17. Lo correspondiente a los Grados 18, 19 y 20 
son funciones, que se desempeñan desde el Grado 17 y que tienen una compensación a la función, que varía 
de acuerdo con la función, dependiendo de si es Grado 18, 19 o 20. Además, cada una de ellas tiene otro 
incentivo por compromiso de gestión. A su vez, cuentan con adicional al salario básico por dedicación 
exclusiva. 


En términos generales, estas son las variaciones sustanciales que se introdujeron al SIRO, aprobado en la Ley. 
N? 18.172, que supone la modificación de algunos artículos que consiste en agregar la expresión "cargos y 
funciones" al término "cargos". 


En el artículo 34 se establecen las nuevas remuneraciones, los montos por compensación a la función, el 
incentivo por compromiso de gestión, así como la dedicación exclusiva y su alcance. 


Otra variación que se introduce tiene que ver con los ascensos. En todos los casos el ascenso tanto para llegar 
al Grado 17 como para las funciones que se cumplen en los Grados 18, 19 y 20 sigue siendo por un concurso 
de mérito y antecedentes o de oposición y méritos. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Peña Hernández) 


La única modificación que se introduce es que la ley anterior preveía distintas etapas. La primera era, 
por supuesto, dentro del Inciso, y si en el organismo no existía un funcionario con el perfil necesario para 
ocupar esa vacante, se convocaba dentro de la Administración en general, y si ahí tampoco existía una 
persona que reuniera los requisitos exigidos, se hacía un llamado público. En esta instancia lo que se 


modifica, a efectos de acelerar los procesos administrativos, es que esos dos últimos llamados puedan hacerse 
en forma conjunta, es decir, el de los funcionarios y el de los no funcionarios. Si bien se convocan en forma 
conjunta, primero se resuelve el llamado entre los funcionarios, y si entre los funcionarios públicos no 
existiera nadie que cubriera el perfil, entonces recién ahí se pasa a analizar las postulaciones de los no 
funcionarios. El llamado se hace en el mismo momento y para el mismo momento, con lo que se acortan un 
poco los procedimientos administrativos. 


Otro agregado que se hace en este proyecto acerca del Sistema Integrado de Retribuciones y Ocupaciones es 
que se reitera lo que ya se había establecido en la Ley de Presupuesto anterior, en la Ley _N” 15.809, es decir, 
el principio de que la función pública debe cumplirse en cargos presupuestados y de carrera, determinando, 
entonces, que no se pueden celebrar contratos de función pública en tareas permanentes equivalentes a grados 
superiores al de ingreso al respectivo nivel ocupacional. | 


Asimismo, en el artículo 31 se corrige lo relativo a los títulos universitarios que se exigen para el escalafón 
profesional y científico en cuanto al número de años, teniendo en cuenta que en algunas universidades las 
mismas carreras tienen distintos años de currículum. 


Por otra parte, las normas del SIRO aprobadas en la Rendición de Cuentas anterior establecían movimientos 
de ascensos por promoción que no eran verticales. En el artículo 46 se modifica esto y se intenta contemplar 
las situaciones de quienes revistan en los escalafones o subescalafones de los niveles de promoción, antes de 
habilitar el llamado a quienes están fuera de los mismos por la vía del ascenso. 


El artículo 22 tiene un sustitutivo, por el que se permite a la Oficina Nacional de Servicio Civil establecer las 
equivalencias entre las denominaciones. Los escalafones anteriores a la entrada en vigencia del SIRO y los 
del SIRO. El sustitutivo simplemente agrega un inciso segundo que dice que a los efectos de la provisión de 
dichos cargos, será aplicable el régimen correspondiente al sistema escalafonario vigente para la Unidad 
Ejecutora. Es decir, si la Unidad Ejecutora ya fue reestructurada, será el régimen del SIRO y si no, será el 
régimen anterior. 


En términos generales, esas serían las modificaciones. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- A efectos de acelerar el trámite, 
solicitamos seguir considerando las normas que quedaron pendientes y que tienen que ver con la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y luego analizaríamos las normas relativas a la Agencia del 
Gobierno Electrónico, también lo de compras, que es una innovación, y la transformación de la propia 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA MARCO.- En el artículo 49 se establece: "Incorpórese al Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, a la nómina de Jerarcas establecida en el artículo 8 de la Ley N” 16.320, 
de 1” de noviembre de 1992. (...)"". 


Por esta disposición, todos los jerarcas que estaban incluidos en esta ley tienen posibilidad de un adscripto. 
Se incorpora al Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil un adseripto. 


El artículo 50 establece: "Increméntase en el Inciso 02 'Presidencia de la República", Programa 002 
"Planificación Desarrollo Asesoramiento Presupuestal Sector Público', Unidad Ejecutora 004 'Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto', la partida correspondiente a 'Compensación Especial por Funciones Especiales', 
Objeto del Gasto 042.510 en $ 5:000.000 (cinco millones de pesos uruguayos) anuales a partir del Ejercicio 
2008". 


Esta partida, que incrementa la establecida en una disposición para la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
está planteada para enfrentar los complementos de los funcionarios que se incorporen, fundamentalmente a 
los centros de atención al ciudadano en todo el país. 


El artículo 51 dice: "Asígnase al Inciso 02 'Presidencia de la República", Programa 002 'Planificación 
Desarrollo Asesoramiento Presupuestal Sector Público', Unidad Ejecutora 004, 'Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto', una partida de $ 576.000 (quinientos setenta y seis mil pesos uruguayos) para el Ejercicio 2008 
y una partida anual de $ 2:016.000 (dos millones dieciséis mil pesos uruguayos) a partir del Ejercicio de 


2009, con cargo a la Financiación 1.1 'Rentas Generales'.- Las partidas del inciso anterior se destinarán a 
gastos de funcionamiento de los Centros de Atención Ciudadana, que funcionan bajo la supervisión de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, con el cometido de coordinar la implementación de un modelo de 
gestión orientado a satisfacer las necesidades de la ciudadanía, mediante la desconcentración de los trámites 
administrativos que se realizan ante las diversas reparticiones públicas en todo el territorio nacional.- La 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto comunicará a la Contaduría General de la Nación, dentro de los 
cuarenta y cinco días de promulgada la presente ley la distribución de las partidas por objeto del gasto". 


SEÑORA PRESIDENTA.- A fin de ahorrar tiempo, convendría analizar globalmente los artículos. 
Por lo tanto, pasaríamos a considerar del artículo 59 al 65. 
SEÑOR CLASTORNIK.- Previamente, quiero hacer una breve introducción. 


Estos artículos trabajan sobre la constitución de la Agencia, es decir, mejoran algunos aspectos de la 
constitución de esta, y después hacen a los aspectos sustantivos de su actividad. 


En la actividad de la Agencia vinculada a la transformación del Estado, visualizamos las fases, que son 
simultáneas en su ejecución, pero distintas en su desarrollo, que son las de infraestructura, de integración y de 
transformación. 


Cuando nos referimos a infraestructura, no hablamos de "hardware", sino del punto de vista normativo, 
técnico, legal y de la generación de institucionalidad sustantiva para el cumplimiento de determinadas cosas 
que son las que vamos a ver en detalle de cada uno de los artículos. 


El artículo 59 trabaja en la reducción de Directores. La redacción anterior establecía un número par de 
Directores. Lo que se hace es reducir el Directorio a cinco para tener una constitución impar. 


SEÑOR GANDINI.- Simplemente quiero plantear una inquietud formal. No sé si es correcta la 
referencia al inciso tercero del artículo 72. Me da la impresión de que se refiere al inciso segundo. Si 
fuera así, estaríamos modificando los Consejos. 


(Diálogos) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me acotan que el tema ya fue consultado al Ministerio, porque se observó lo 
mismo. 


SEÑOR GANDINI.- Nos lo podrían aclarar quienes redactaron el artículo, porque tal vez haya sido un 
error de tipeo o de atención. 


El artículo 59, en su inciso segundo dice que tendrá un Consejo Directivo honorario encargado, por lo que me 
parece que es ese el que sustituye. El inciso tercero habla de los Consejos asesores. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Es correcto; hay que corregirlo. Se agradece la aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hecha la aclaración correspondiente sobre este artículo, podemos seguir 
con el 60. 


SEÑOR BRENTA.- La versión que nosotros tenemos de la Ley N” 17.930 establece en el inciso segundo 
del artículo 72: "Tendrá un Consejo Directivo Honorario encargado de diseñar las líneas generales de 
acción y evaluar el desempeño y resultados obtenidos. Estará integrado por seis miembros designados 
por el Presidente de la República, uno de los cuales actuará en representación de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto". O sea que si se pretende modificar el número de miembros llevándolo a 
cinco, en mi impresión hay que cambiar el inciso segundo del artículo 72. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el Diario Oficial aparece como inciso tercero. 


Entonces, vamos a dejar constancia de que hay que corroborar qué inciso hay que modificar para poder 
continuar, dado que es un problema de redacción. 


SEÑOR CLASTORNIK.- En el artículo 60 se establecen los criterios de representación de la AGESIC 
y una dieta para los tres miembros del Directorio, no para el Director Ejecutivo ni para el 
representante de la OPP. 


El inciso tercero del artículo 61 se ata con dos proyectos de ley que en este momento están en tratamiento en 
el Parlamento. Uno es el de protección de datos personales y el otro sobre el libre acceso a la información 
pública. 


De acuerdo con lo que se informó en el Senado cuando se discutió y aprobó el proyecto de ley de protección 
de datos personales, se generó una estructura, que es la que está especificada acá. La estructura es genérica y 
no está ligada estrictamente a la ley, pero está pensada para tomar los cometidos en el caso de que el proyecto 
de ley sea ratificado. 


Por su parte, por el artículo 62 se crea dentro de la Agencia algo que las normas internacionales están 
exigiendo cada vez más, que es un centro de respuesta de incidentes informáticos. Parte de los riesgos que 
uno corre cuando informatiza, cuando crece en la informatización asociada al Gobierno Electrónico, está en 
el cuidado de los activos de información del Estado. Entonces, asociado al cuidado, a todo aquello del 
"ciberterrorismo" y de los problemas que hay, se recomienda la generación de una estructura que pueda 
responder preventivamente y en caso de incidentes ante este tipo de ataques. Eso es lo que se conoce como 
centros de respuesta de incidentes informáticos y es lo que propone este artículo 62. 


El artículo 63 está un poco relacionado con el anterior. Se necesita dar determinadas facultades de interacción 
con el Estado a los efectos de apercibir cuando no se están cumpliendo los estándares de seguridad asociados 
fundamentalmente a esos activos. 


Ingresamos al artículo 64, en el que se crea el Consejo Asesor Honorario sobre Sistemas Georreferenciados. 
Uno de los aspectos que está tratando de trabajar la Agencia a nivel transversal del Estado, es generar una 
articulación por segmentos. Una de las articulaciones que ya se está trabajando a nivel de decreto es un grupo 
que se llama Catastro II que se ha incorporado como parte del Consejo Asesor para generar una especie de 
observatorio en todo lo que son estándares y normas asociados a datos geoespaciales. Entonces, la creación 
de este Consejo va en línea con la creación de otros Consejos que tratan de generar una articulación entre 
todos los actores, que sean sustantivos a los temas en que se está trabajando. 


SEÑOR MACHADO.- Quisiera saber por qué no se ha tenido en cuenta a la Universidad de la 
República en esta integración y por qué se incluye a la Intendencia de Montevideo y al Congreso de 
Intendentes. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Lo que se hizo fue tomar la redacción del grupo de Castastro II tal como 
estaba, sin pretender cambiar, en esta instancia, ningún aspecto. Lo que define el siguiente artículo es 
flexibilidad para poder incorporar otros actores, a propuesta del propio Consejo. La idea es no estar 
dependiendo de una Rendición de Cuentas o de una ley para el cambio de integración; es decir, tener 
más flexibilidad para integrar miembros en la medida en que las circunstancias o el avance de las 
tecnologías lo sugieran. 


SEÑOR MACHADO.-- La Intendencia Municipal de Montevideo está comprendida en el Congreso de 
Intendentes. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Tomamos la redacción del decreto, y cualquier mejora que consideren 
apropiada es bienvenida. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente, quiero aclarar que la Intendencia de Montevideo tiene una Dirección de 
Catastro Municipal acorde a la cantidad de padrones de la ciudad, lo que obviamente no sucede en los 
demás departamentos. 


De cualquier manera, el Congreso de Intendentes está representando al resto de las Intendencias. 


(Interrupción del señor Representante Machado) 


Reitero que Montevideo dispone de 400.000 padrones por eso forma parte de ese organismo de Catastro 
IL lo que hace posible un aporte técnico muy importante. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Reiteramos que no tenemos inconveniente en aceptar cualquier sugerencia 
en ese sentido. 


En el artículo 66 se establecen las partidas presupuestales en lo que corresponde a gastos de funcionamiento 
para 2008 y 2009, así como la definición de los gastos de inversión para el mismo período. 


Entre la definición de los cargos que aparece a continuación, está la estructuración, que había mencionado 
antes, del Departamento de Derechos Ciudadanos, hecha para las dos leyes que están previstas. El criterio de 
conformación es un mínimo para cada una de las unidades reguladoras que represente la memoria 
institucional de ellas. En las leyes se prevé un Directorio que se va a contratar en períodos que no coincidan 
con los electorales, para darle una continuidad que escape a la dinámica electoral y un criterio de 
independencia; es lo que en este momento estamos manejando para la adecuación del país a la normativa 
europea. 


En el artículo 67 se define el cargo de Director de Derechos Ciudadanos. La idea es que en la redacción de 
los proyectos de ley de protección de datos lo que está regulado y de acceso a la información pública, las 
unidades reguladoras estén conformadas por tres miembros; dos serían personas con alta especialización o 
conocimientos sobre manejo de datos personales o acceso a la información pública, y el tercer cargo es el de 
Director Ejecutivo, que actúa como el nexo de esa unidad reguladora hacia la interna funcional de la agencia. 
El Director es la persona en que el Director Ejecutivo eventualmente delegaría la integración de esas 
unidades reguladoras previstas en la ley de inspección de datos y en la ley de acceso a la información pública. 


En el artículo 68 se crea un cargo de asesor. Eso corresponde a la estructura normal de la Agencia. 


El artículo 69 define los incrementos presupuestales que están dados a nivel de los proyectos que la Agencia 
está analizando en este momento. En términos generales, dividiría los proyectos en dos tipos. Hay proyectos 
que son propios de la Agencia y hay otros en los que ella está actuando como un ente que nuclea proyectos 
que en realidad son de los propios Incisos. Por ejemplo, en la temática de la red de alta velocidad, en realidad 
se decidió que hubiese un único negociador de la red, aunque esta es para cada uno de los Incisos. Podíamos 
haber definido que cada Inciso negociara por separado, pero se acordó que era mejor negociar en conjunto y 
definir estándares de calidad, monitoreo asociado a la seguridad y calidad del servicio, uno solo en particular, 
en este caso, ANTEL. 


Otro proyecto que tiene la misma característica, que está asociado a un préstamo con el BID, es el de fondos 
concursables. O sea que hay una cuotaparte de la Agencia que trabaja en la definición de las guías de cuáles 
son las mejores prácticas tecnológicas que deberían cumplir todos los Incisos, definiendo determinados 
modelos de madurez asociados al uso de esas guías. 


Permítaseme dar un ejemplo. Imagínense el tema de seguridad de la información. Uno puede definir que hay 
un modelo de madurez asociado a la seguridad de la información distinto para la administración de activos 
críticos del Estado que para la administración de activos de información que no son críticos para el Estado. 
Entonces, uno puede suponer que alguna Unidad Ejecutora, algún Inciso necesita apoyo financiero para 
mejorar sus niveles de seguridad en determinado contexto y otras, quizás, no necesiten tanto apoyo, porque 
no tienen que llegar al nivel dos o tres, sino que necesitan llegar al nivel uno. El mecanismo elegido es el de 
fondos concursables, porque asumimos que este incentiva el compromiso de las Unidades Ejecutoras con el 
proyecto. O sea que los obliga a conceptualizar proyectos y a comprometerse con su desarrollo y su éxito. 


Otro ejemplo de trabajo en el mismo esquema es la temática de expediente electrónico; se actúa en la 
negociación de conjunto y en la capacidad financiera para apoyar la implantación en cada una de las 
Unidades Ejecutoras. 


En términos generales, la inversión se divide así: la mitad en esos proyectos que son absolutamente para 
todos los Incisos, y otra mitad en proyectos de la Agencia que, a su vez, se vuelcan para los Incisos. Por 
ejemplo, en la elaboración de proyectos de madurez hay una definición de los modelos técnicos, de las guías, 
los estándares, los modelos que se deben seguir, y un esquema de educación, de capacitación, de becas 
asociados a transmitir el conocimiento a cada Unidad Ejecutora, tratando de mantener siempre la política de 
que no queremos para decirlo de una forma sencilla- pescar por otros sino ayudarlos enseñando a pescar. Esa 
es la filosofía con que estamos trabajando. 


SEÑOR DIRECTOR DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Voy a pedir que se conceda la 
palabra al doctor Ramos para que haga un comentario acerca de los artículos 70, 71 y 72, que refieren 
a la creación de la Agencia de Compra. Asimismo, solicito que la Directora del Servicio Civil junto con 
la Subdirectora comenten los tres artículos del Servicio Civil que salteamos en esta presentación. 


SEÑOR RAMOS.- Como ha dicho el Director de Planeamiento y Presupuesto, estamos creando una 
agencia de compra en el ámbito de la Presidencia de la República. Yo estuve aquí hace dos años cuando 
se discutió el Inciso Presidencia. Estas agencias o unidades que orbitan en la Presidencia de la 
República como órganos desconcentrados decidimos ubicarlas aquí, porque no es conveniente que 
dentro de un Ministerio haya una agencia de compras que dictamine políticas al respecto y regule las 
contrataciones estatales. Entonces, hasta que jurídicamente no haya posibilidades de tener otro grado 
de autonomía, estarían ubicadas aquí. 


Esta es la justificación de por qué se encuentra en la órbita de la Presidencia de la República. Se trata de que 
tengan un Directorio de cinco miembros, uno de los cuales será Presidente a propuesta conjunta de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas. Los cuatro miembros restantes 
representarán a la OPP, al Ministerio de Economía y Finanzas, a la Agencia para el Desarrollo del Gobierno 
Electrónico, a la Sociedad de la Información y del Conocimiento y a las empresas públicas, debido a que son 
grandes compradores estatales. 


Tal como lo decía el Director de la OPP, no se trata de centralizar las compras públicas sino de regular tanto 
en materia de política como de difusión, de información y transparencia y de normas estándares sobre las 
compras estatales, inclusive, de su planificación, además de tener los estándares para el Registro Único de 
Proveedores. Las funciones de la Agencia están detalladas en el artículo 71. Se trata de crear una Agencia que 
regule tanto las compras descentralizadas como las centralizadas, por ejemplo, la Unidad Centralizada de 
Adquisiciones para la compra de medicamentos y alimentos. Se estarían sentando los estándares generales y 
la planificación de las compras estatales. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera saber cuál es la relación con las Unidades Centralizadas de Adquisiciones que 
se habían creado en la Rendición de Cuentas anterior, considerando que ahí sí estaban dependiendo 
del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR RAMOS.- Tal como lo establece el artículo 71, eso no es obstáculo para que las agencias como 
en este caso, centralizadas hagan centralizadamente la compra estatal. Las funciones de la Agencia en 
la órbita de la Presidencia de la República son de otra índole. Se trata de asesorar al Poder Ejecutivo 
en la elaboración y seguimiento de políticas de compras públicas y en el proceso de actualización de 
normativas. Se pretende contribuir con las tareas de planificación y toma de decisiones de los 
organismos públicos, de desarrollar y normalizar un Registro Único de Proveedores, de desarrollar 
métodos para el uso de catálogos comunes, de establecer la más amplia difusión, los aspectos 
normativos, etcétera. 


Es decir que tal como hemos tomado en este caso la experiencia comparada, también observamos que hay 
agencias de este tipo, de compras estatales, sin menoscabo de que haya otras Unidades que hacen compras 
centralizadamente. 


Este trabajo lo hicimos con la Agencia del Gobierno Electrónico y el Ministerio de Economía y Finanzas, no 
solo con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en un acuerdo conjunto. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Para la aprobación de este órgano desconcentrado ¿se necesitan 
mayorías especiales o simples? 


SEÑOR DIRECTOR DE LA OFICINA DE PLANEAMIENTO Y PRESUPUESTO.- Se necesitan 
mayorías simples. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 54 asigna a la Oficina Nacional del Servicio Civil una partida de $ 
10:000.000 para complementar las retribuciones de sus funcionarios y de su personal en comisión. Esta 
partida no logra la equiparación total pero tiende a acercar las retribuciones de la Unidad Ejecutora 
con el resto de las Unidades Ejecutoras del Inciso que tienen retribuciones sensiblemente mayores. 


El artículo 55 destina una partida para la reestructura de la propia Oficina Nacional del Servicio Civil que 
como ya se había establecido está en el marco de la transformación democrática del Estado. La mayor parte 
de su personal técnico está en comisión y no es personal propio, con lo cual necesita una nueva estructura 
para cumplir los cometidos que serían designados a partir de la Ley de Presupuestos del año 2005. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En el artículo 54 se fija una partida de $ 10:000.000 para 
compensaciones. ¿Es por una sola vez o es permanente? 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Es una partida permanente porque sería para complementar las 
retribuciones a fin de que tengan un nivel más cercano al de las restantes Unidades Ejecutoras del 
Inciso. 


El artículo 56 designa con el nombre de Escuela Nacional de Administración Pública doctor Aquiles Lanza lo 
que hoy se llama Escuela de Funcionarios Públicos. Esto es para acompasar la denominación que tanto 
regional como internacionalmente se da a este tipo de instituciones. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Para finalizar con el aporte de la Oficina Nacional de Servicio Civil a esta 
Comisión, quiero dejar a la mesa algunos artículos sustitutivos, por razones de redacción. Algunos ya 
fueron tratados en esta Comisión, como por ejemplo el artículo 11, al que se le agregó la palabra 
"serie". No sé si con eso ya queda satisfecho el trabajo de la Comisión. También se trató el artículo 12, 
aclarándose que refería a los funcionarios cuyos cargos sean suprimidos en el inciso segundo. Luego, el 
artículo 15, que habría que cambiar en su inciso primero, y donde se dice: "lo establecido o dispuesto 
por el artículo 31", se sustituye por: "lo establecido o dispuesto por los artículos 30 y siguientes de la 
Ley N* 17.556". 


Después, agregaríamos una serie de artículos sustitutivos por razones de nomenclatura. En el caso de la 
adecuación de la denominación SIRO, cambian los nombres en los artículos 17, 21, 21.1, 21.7. 23. 24. 126. 
194 y 255. Adicionalmente, tendríamos artículos sustitutivos de los artículos 41, 48, 91, 141, 166, 169 y 332. 


Esto es a los efectos de poder seguir avanzando en el trabajo que hizo la Oficina Nacional de Servicio Civil 
en la simplificación de los objetos del gasto. 


Finalmente, queremos dejar un artículo aditivo que no está en el Mensaje. Sería el que comete a la Oficina 
Nacional de Servicio Civil la implementación de un Directorio actualizado de funcionarios públicos tendiente 
a verificar su pertenencia a determinado organismo público y la regularidad para actuar en trámites de 
Gobierno Electrónico. [Esto lo elaboró la Oficina Nacional del Servicio Civil en coordinación con la Agencia 
de Gobierno Electrónico cuyo Director está aquí presente, a efectos de que en el trámite de Gobierno 
Electrónico, sea aquella Oficina la que acredite que la persona que actúa en representación de determinado 
ente u organismo público esté ejerciendo efectivamente ese cargo. 


Queremos agregar un artículo aditivo vinculado con la licencia por estudio, que estaba en la propuesta 
original de la Oficina pero no fue incorporado por el Poder Ejecutivo y queda a consideración del Cuerpo 
Legislativo. 


Además, hay un sustitutivo del artículo 18, por el que se crean determinados cargos ya fue analizado en la 
tarde de hoy, que está escrito en manuscrita; no sé si podemos presentarlo así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pueden enviar los textos mañana, firmados y en orden, para que no haya 
ningún inconveniente. 


SEÑOR ASTI.- Por supuesto que vamos a recibir los sustitutivos y aditivos que presenta la Oficina, 
pero los incorporaremos como propuestas de los legisladores; en este momento esa es la única vía para 
presentarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, una vez que nos hagan llegar los artículos, serán adoptados 
por algún legislador o bancada. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer dos preguntas a la Oficina Nacional del Servicio Civil, relativas al 
criterio aplicado en normas votadas en la pasada Rendición de Cuentas, Ley N” 18.172. 


La primera pregunta refiere al primer y segundo inciso del artículo 50. En el primer inciso se establece: "A 
partir del día siguiente a la promulgación de la presente ley, quedará suspendida la posibilidad de 
redistribución de funcionarios públicos entre los distintos Incisos del Presupuesto Nacional, quedando 
facultado el Poder Ejecutivo para determinar el restablecimiento del régimen que se suspende". 


Conozco a funcionarios que no lograron acogerse a esta disposición por trámites internos. Como lo que en 
este caso se hace es establecer una suspensión del régimen otorgando al Poder Ejecutivo la facultad de 
levantarla, quisiera saber cuál es el criterio actual en ese sentido, si la normativa que estamos considerando 
prevé algún mecanismo para que los funcionarios vuelvan a acogerse a este sistema o si existe la posibilidad 
de levantar esa suspensión a criterio del Poder Ejecutivo, tal como la Ley lo permite. 


SEÑORA SANTESTEBAN.- Es muy pertinente la consulta del Diputado Gandini en cuanto al 
procedimiento de la redistribución. El artículo 50 suspende la aplicación pero, como claramente lo 
establece, faculta al Poder Ejecutivo para ponerla nuevamente en funcionamiento, o sea que el Poder 
Ejecutivo estaría en condiciones de aplicarla en caso de que lo estime pertinente. 


Ahora bien; desde la perspectiva de las normas que se plantean en esta Rendición de Cuentas, está propuesta 
la aplicación de este sistema exclusivamente en el artículo 12, referido a aquellos funcionarios que, luego de 
la reestructura, no se ajustaran al perfil. Ello no significa que estemos cerrados a estudiar la posibilidad de 
que realmente haya casos en los que sea absolutamente necesario o conveniente aplicar de nuevo el régimen 
de redistribución. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Quiero dar una explicación del motivo por el que presentamos esta norma 
legal. El hecho fue que se pensó que la aplicación inmediata del nuevo Sistema Integrado de 
Retribuciones y Ocupaciones haría muy compleja la adecuación presupuestal en caso de que en 
algunos lugares existiera un sistema y en otros, uno distinto. 


Este fue el motivo de la suspensión; sin perjuicio de ello, la Oficina todavía está estudiando las situaciones de 
excedencia que tiene pendientes a efectos de solucionarlas antes de que efectivamente se implante el nuevo 
sistema. Es decir que no se ha dispuesto el levantamiento genérico de la suspensión, pero a medida que se 
van estudiando los casos se utiliza esa facultad que tiene el Poder Ejecutivo de levantar la suspensión y 
proceder a la redistribución. 


SEÑOR GANDINI.- Debo entender, entonces, que el levantamiento de la suspensión puede no ser 
genérico sino particular, para el caso, como si fuera una excepción. Hay funcionarios a quienes se les 
ha comunicado que, vencido el plazo, su trámite ha caducado porque no se dictó resolución antes del 31 
de diciembre de 2007, tal como establece la norma. Esos funcionarios quedaron a mitad de camino 
pero, según lo expuesto, podrán dirigirse nuevamente a la Oficina Nacional del Servicio Civil para ser 
asesorados. 


Lo planteo porque los dos casos que yo conozco corresponden a funcionarios que, teniendo en cuenta 
capacidades y aptitudes, están siendo digamos subutilizados por la Administración. Me queda claro que esa 
sería la interpretación. 


La segunda pregunta está vinculada a la misma Ley pero referida al artículo 24, en el que se estipula lo 
siguiente: "Establécese un plazo de 90 días, a partir de la vigencia de la presente ley, a los efectos de dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley N* 17.930 de fecha 19 de diciembre de 2005, 
computando en sí mismo el plazo de tres años de servicios prestados en régimen de 'pase en comisión", 
siempre y cuando la incorporación se solicite en el organismo que el funcionario viene prestando servicios". 


Es decir que un funcionario que estuviera desempeñando tareas en régimen de pase en comisión tenía un 
plazo determinado para quedar en ese organismo. Esto ha tenido diferentes interpretaciones. Aparentemente, 
se ha optado por una restrictiva, que apunta a que los tres años del pase en comisión debieron haberse 
cumplido en el mismo organismo; sin embargo, esto no lo dice la Ley. Lo que la norma estipula es 
"Establécese un plazo de 90 días, a partir de la vigencia de la presente ley, a los efectos de dar cumplimiento 
a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley_N* 17.930 de fecha 19 de diciembre de 2005, computando en sí 
mismo el plazo de tres años de servicios prestados en régimen de 'pase en comisión', siempre y cuando la 
incorporación se solicite en el organismo que el funcionario viene prestando servicios" 


m 


Quiere decir que la situación califica en "prestados en régimen de 'pase en comisión'". Uno tiende a pensar 
que el núcleo de este artículo es que haya estado en régimen de pase en comisión; en ningún lado se dice que 
sea en el mismo organismo. Una persona puede haber estado un año en un organismo y dos años en otro, 
pero si se hace determinada interpretación no califica para esta posibilidad de ser incorporada al último 
organismo en el que prestara servicios. Con una interpretación un poco más amplia, si en los últimos tres 
años estuvo prestando servicios en régimen de pase en comisión, aunque no fuera en el mismo organismo, 
podría incorporarse al organismo en el que cumple servicios en último caso. | Quiero saber si sobre esto hay 
una opinión o si, a criterio de la Oficina Nacional del Servicio Civil o del Poder Ejecutivo, es posible pensar 
en alguna norma interpretativa que subsane estas diferentes interpretaciones. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Sí hay una interpretación de la Oficina Nacional del Servicio Civil y es en el 
sentido restrictivo que decía el señor Diputado. 


En primer lugar, quiero aclarar que la redacción de este artículo no provino de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil no sé cuál fue su origen y nos resultó bastante confusa. Después de haberlo analizado bastante, 
entendimos que lo que se procura con este tipo de normas es regularizar situaciones. Es decir: si la persona se 
está desempeñando en un lugar durante determinado tiempo, parece bastante lógico que se incorpore a ese 
lugar. La otra interpretación más amplia llevaría a que quien estuvo supongamos dos años y nueve meses en 
un lado, en esos noventa días se traslade a otro lugar para ser incorporado allí, lo cual no parecería de buena 
administración. Parece ser de buena administración que se incorpore al lugar en el que viene 
desempeñándose desde el plazo que establece la ley. 


Una norma interpretativa no es posible, porque el plazo está vencido; o sea, tenía un plazo de noventa días a 
partir de la vigencia de la ley para hacer su presentación. Lo que tenemos es una interpretación de esta 
Dirección de la Oficina y de la anterior en el mismo sentido, que el señor Diputado llama restrictivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con el repartido que hizo la Dirección de Planeamiento y 
Presupuesto, quedaría por analizar lo establecido en la página 26 de la carpeta verde: resumen de 
artículos por Inciso referidos a la transformación democrática del Estado. Son varios artículos que 
están en los distintos Incisos. 


Habíamos hablado con algunos señores legisladores y también hicimos una consulta con los Directores de 
Planeamiento y Presupuesto, y consideramos la posibilidad de analizar algunos artículos que tienen que ver, 
por ejemplo, con la Presidencia de la República porque ya estuvo acá, como el artículo 406, y quizás también 
el artículo 322, que se refiere al Inciso 14, Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, relativo a una partida para la reestructura. Con respecto al resto, había acuerdo en que, cuando 
venga cada uno de los Incisos a la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, concurra algún 
asesor o funcionario de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto o de la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
según corresponda, para analizar cada artículo, si es necesario. 


Uno de los argumentos que definieron nuestra decisión es que se pretende por parte de alguno de los partidos 
políticos siendo absolutamente justo que integrantes de las Comisiones permanentes vinculadas con ciertos 


Incisos, como los Ministerios de Defensa Nacional y del Interior, sean al menos consultados, o estén 
presentes para poder opinar sobre el particular. 


Si hay acuerdo con esto, correspondería analizar los artículos 406 y 322. 


SEÑORA MARCO. El artículo 406, que está en el Inciso 24, "Diversos créditos", se refiere a la parte 
del proyecto para los Centros de Atención Ciudadana en lo que tiene que ver con las inversiones, por 
eso figura allí. Es el complemento de los gastos de funcionamiento que ya mencionáramos en el artículo 
51, correspondiente a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


También quisiéramos mencionar el artículo 407, aunque el señor Presidente no lo planteó, porque refiere a 
también en "Diversos créditos" un monto previsto allí para la Cooperación Técnica Reembolsable de Apoyo 
al Programa de Transformación del Estado administrada por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Asimismo, el artículo 408 está previsto para la Modernización de Registro e Identificación de las Personas 
Físicas, que es el Programa llamado "Nacido Vivo". 


Estos tres artículos tienen que ver con la parte de inversiones de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no les parece mal, quedaría por considerar el artículo 322, que 
corresponde al Inciso 14, "Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente". 


SEÑOR FILGUEIRA.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es el 
Inciso en el que se realiza un proceso de reestructura completo. La partida que aquí se propone de $ 
21:500.000 es para el conjunto de las transformaciones, creaciones y eventualmente supresiones 
obviamente, el dinero no es para supresiones, pero también eventualmente las habrá que se producirán 
al amparo del artículo 21 de la Rendición de Cuentas anterior, sobre la base de un proceso de 
diagnóstico y de propuesta de reestructura que ya hemos desarrollado con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. De hecho, la propuesta de reestructura ya está plasmada 
en su faz técnica y ya ha circulado tanto en la Oficina Nacional del Servicio Civil como en la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


Por lo tanto, estos recursos no están destinados a otra cosa que al proceso de reestructura amparado en el 
mencionado artículo 21. No se pueden utilizar para otra cosa y dicha reestructura requiere la aprobación del 
Poder Legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del Director y del Subdirector de Planeamiento y 
Presupuesto, de la Directora de la Oficina Nacional de Servicio Civil y de sus asesores. Ha sido muy 
productivo el trabajo para esta Comisión. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 19 y 8) 


Presentación de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


